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I. ASISTENCIA

Asistieron las señoras y los señores:

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán, y de Justicia y Derechos Humanos, señor Jaime Campos Quiroga. 

Actuó de Secretario General el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:20, en presencia de 12 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés  (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ZALDÍVAR, don Andrés  (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 11ª y 12ª, ordinarias, en 2 y 3 de mayo del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor ZALDÍVAR, don Andrés  (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes


Dieciséis de Su Excelencia la Presidenta de la República:


Con el primero retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación del proyecto que modifica la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores (boletín Nº 9.369-03).



Con el segundo hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación del proyecto de ley que modifica el Código Sanitario para regular los medicamentos bioequivalentes genéricos y evitar la integración vertical de laboratorios y farmacias (boletín N° 9.914-11).



Con los catorce siguientes retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:



1) Proyecto que modifica la ley N° 19.132, de Televisión Nacional de Chile (boletín N° 6.191-19).



2) Proyecto de ley que reforma el Código de Aguas (boletín N° 7.543-12).



3) Proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales para facilitar el intercambio recíproco de información con otros países (boletín N° 9.242-10).



4) Proyecto de ley que determina conductas terroristas y su penalidad y modifica los Códigos Penal y Procesal Penal (boletines Nos 9.692-07 y 9.669-07, refundidos).



5) Proyecto de reforma constitucional que establece que los crímenes y delitos de guerra, lesa humanidad y genocidio no pueden prescribir ni ser amnistiados (boletín N° 9.748-07).



6) Proyecto que adecua la ley penal en materia de amnistía, indulto y prescripción de la acción penal y la pena a lo que dispone el derecho internacional respecto de los delitos de genocidio, de lesa humanidad o de guerra (boletín N° 9.773-07).



7) Proyecto de ley que perfecciona la justicia tributaria y aduanera (boletín N° 9.892-07).



8) Proyecto de ley que tipifica el delito de corrupción entre particulares y modifica disposiciones del Código Penal relativas a delitos funcionarios (boletines Nos 9.956-07 y 10.155-07, refundidos).



9) Proyecto de ley que previene y sanciona los conflictos de intereses y modifica normas sobre inhabilidades e incompatibilidades en el ejercicio de la función pública (boletín N° 10.140-07).



10) Proyecto de ley para regular la circulación de vehículos motorizados por causa de congestión vehicular o contaminación atmosférica (boletín N° 10.184-15).



11) Proyecto que modifica la Ley de Tránsito para incorporar disposiciones sobre convivencia de los distintos medios de transporte (boletín N° 10.217-15).



12) Proyecto que modifica la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y otros cuerpos legales en lo relativo a probidad y transparencia (boletín Nº 10.264-07).



13) Proyecto de ley que crea el Sistema de Educación Pública y modifica diversos cuerpos legales (boletín N° 10.368-04).



14) Proyecto que modifica la ley N° 20.357, que tipifica crímenes de lesa humanidad y genocidio y crímenes y delitos de guerra para incorporar el delito de agresión y extender los crímenes de guerra a conflictos no internacionales (boletín Nº 10.665-07).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.


De Su Excelencia el Vicepresidente de la República:


Con el que manifiesta que no hará uso de la facultad que le confiere el inciso primero del artículo 73 de la Carta Fundamental, respecto del proyecto de ley que modifica el artículo 420 del Código del Trabajo, confiriéndole competencia a los tribunales laborales para conocer de las contiendas en que los causahabientes del trabajador buscan hacer efectiva la responsabilidad del empleador, derivada de accidentes del trabajo o enfermedades profesionales (boletín N° 8.378-13).



--Se toma conocimiento y se manda comunicar al Excelentísimo Tribunal Constitucional.
Oficios



De Su Excelencia la Presidenta de la República, con los que comunica su ausencia del territorio nacional entre los días 10 al 16 del presente para dirigirse, en visita oficial, a la República de Indonesia y a la República Popular China.



Asimismo, informa que durante su ausencia será subrogada por el Ministro titular de la Cartera del Interior y Seguridad Pública, señor Mario Fernández Baeza, con el título de Vicepresidente de la República.



--Se toma conocimiento.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Expide copia de la sentencia pronunciada en el requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de los artículos 226, en la frase que señala, 366, 367, 369, 370 y 372 del Código Civil y 838, 839 y 841 del Código de Procedimiento Civil.



--Se manda archivar el documento.



Adjunta resolución dictada en el requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto del artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y del inciso segundo del artículo 17 B de la ley N° 17.798, sobre control de armas.



--Se remite el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Del señor Ministro de Defensa Nacional:



Atiende consultas, manifestadas en nombre del Senador señor Navarro, relativas a los convenios existentes entre las distintas ramas de las Fuerzas Armadas con bancos comerciales; asimismo, pregunta acerca de las medidas adoptadas por estas instituciones para prevenir lesiones en la piel de los funcionarios por radiación ultravioleta.



De la señora Ministra de Salud:



Responde inquietud, planteada en nombre del Senador señor De Urresti, sobre la implementación de sistemas de iluminación para distintos aeródromos, con la finalidad de realizar evacuaciones ante emergencias de salud, eventuales traslados o recepción de órganos para trasplantes.



E informa sobre la situación de salud de menor individualizada, afectada de fibrosis quística, consulta expresada en nombre del Senador señor Chahuán.



Del señor Alcalde (S) de Contulmo:



Contesta petición de información, manifestada en nombre del Senador señor Pérez Varela, en relación con la situación presupuestaria del municipio.



Del señor Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor:



Remite respuesta a petición, enviada en nombre del Senador señor Tuma, para informar sobre los reclamos presentados por usuarios o consumidores de los servicios de educación o formación impartidos por establecimiento de enseñanza en todos sus niveles.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.
Mociones


De los Senadores señores Chahuán y Prokurica, con la que inician un proyecto de reforma constitucional que modifica la disposición octava transitoria de la Carta Fundamental en lo relativo al conocimiento de causas anteriores al nuevo sistema procesal penal (boletín Nº 11.220-07) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Senadores señor Bianchi, señora Muñoz y señores Chahuán, Prokurica y Quinteros, con la que comienzan un proyecto de ley que establece el 19 de marzo como “Día del Maestro Obrero Constructor” (boletín Nº 11.221-04) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a la Comisión de Educación y Cultura.


De los Senadores señor Larraín, señora Von Baer y señores Moreira y Pérez Varela, con la que dan inicio a un proyecto que modifica la Ley General de Servicios Eléctricos estableciendo la obligación de retirar los cables de tendido aéreo en desuso (boletín Nº 11.222-08) (Véase en los Anexos, documento 3).



--Pasa a la Comisión de Minería y Energía. 


En este momento han llegado a la Mesa los siguientes documentos:

Oficios



De la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero señala que aprobó la designación de los integrantes del Comité de Auditoría Parlamentaria, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 66 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.



--Se toma conocimiento y se manda comunicar a la Comisión Bicameral.


Con el segundo comunica que ha dado su aprobación al proyecto de ley que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, al deportista señor Arley Méndez Pérez (boletín N° 11.143-06) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 4).



--Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.


Con el tercero señala que aprobó las enmiendas propuestas por el Senado, con la excepción que señala, al proyecto que modifica el decreto ley N° 3.500, de 1980, que establece Nuevo Sistema de Pensiones, con el objeto de eliminar el beneficio de que gozan las AFP en materia de intereses de las cotizaciones previsionales adeudadas (boletín N° 10.708-13), y comunica la nómina de Diputados que integrarán la Comisión Mixta que debe formarse al efecto (Véase en los Anexos, documento 5).



--Se toma conocimiento y, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 46 del Reglamento de la Corporación, se designa a los integrantes de la Comisión de Trabajo y Previsión Social para integrar la referida Comisión Mixta.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Minería y Energía, solicito un plazo breve hasta mañana, 11 del mes en curso, a las 12, con el fin de presentar indicaciones al proyecto de ley que establece un nuevo gobierno corporativo de ENAP (boletín N° 10.545-08).



--Se accede a lo solicitado.

)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, en el mismo sentido, solicito autorización de la Sala para ampliar el plazo de indicaciones al proyecto de ley que fija normas sobre protección de los derechos de los consumidores estableciendo garantía para los bienes durables (boletín N° 10.452-03), así como al que modifica la ley N° 20.416, que fija normas especiales para empresas de menor tamaño, en materia de plazo y procedimiento de pago a las micro y pequeñas empresas (boletín N° 10.785-03), en ambos casos hasta el 29 de mayo.



--Se accede a lo solicitado.

)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, durante la Cuenta, la Sala acordó que la moción con la que se comienza un proyecto de ley para establecer el 19 de mayo como “Día del Maestro Obrero Constructor” pasara a la Comisión de Educación y Cultura.



No sé si existe la posibilidad de que dicha iniciativa sea enviada a la Comisión de Trabajo o a la de Gobierno, pues me imagino que la primera, fundamentalmente, es mucho más atingente que la de Educación.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Este tipo de materias normalmente es visto por esa Comisión. Pero, si Su Señoría propone algo distinto y la Sala lo autoriza, no habría inconveniente.



¿A qué Comisión sugiere enviar la moción concretamente, señor Senador?

El señor BIANCHI.- A la de Gobierno, si es posible.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo en acoger lo solicitado por Su Señoría?



Así se acuerda.



--El proyecto pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

V. ORDEN DEL DÍA
NOMBRAMIENTO DE SEÑOR FELIPE SABANDO DEL CASTILLO COMO MINISTRO TITULAR DE SEGUNDO TRIBUNAL AMBIENTAL
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En el primer lugar de la tabla figura el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar Ministro titular del Segundo Tribunal Ambiental, con sede en Santiago, al señor Felipe Sabando del Castillo, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y la urgencia contemplada en el párrafo segundo del N° 5) del artículo 53 de la Constitución.



--Los antecedentes sobre el oficio (S 1.927-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Se da cuenta en sesión 7ª, en 11 de abril de 2017.



Informe de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 13ª, en 9 de mayo de 2017.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión deja constancia, por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Araya, De Urresti y Larraín, de que la proposición de Su Excelencia la Presidenta de la República para designar al señor Sabando cumple los requisitos, formalidades y procedimientos previstos por el ordenamiento jurídico.



Cabe tener presente que el acuerdo para nombrar Ministro del Segundo Tribunal Ambiental en calidad de licenciado en ciencias requiere el voto favorable de tres quintos de los Senadores en ejercicio, esto es, 22 votos.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión.



Ofrezco la palabra.

El señor COLOMA.- ¡Abramos la votación!
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo para iniciar la votación?

La señora ALLENDE.- ¡Sí, señor Presidente!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Harboe. 
El señor HARBOE.- Señor Presidente, en mi condición de Presidente de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, quiero señalar que corresponde a esta Corporación pronunciarse sobre la proposición de Su Excelencia la Presidenta de la República para nombrar Ministro Titular del Segundo Tribunal Ambiental, con sede en Santiago, al señor Felipe Sabando del Castillo.



Cabe recordar que los tribunales ambientales son órganos jurisdiccionales especiales, sujetos a la superintendencia directiva, correccional y económica de la Corte Suprema, cuya función es resolver las controversias medioambientales de su competencia y ocuparse de los demás asuntos que la ley somete a su conocimiento.



En virtud del artículo 5° de la ley N° 20.600, existen tres tribunales ambientales. El Segundo, para el cual se ha presentado la postulación en estudio, tiene asiento en la ciudad de Santiago y ejerce sus atribuciones en las Regiones de Valparaíso, Metropolitana de Santiago, del Libertador General Bernardo O’Higgins y del Maule.



Tanto los ministros titulares como los suplentes de estos tribunales deben ser designados de conformidad con el procedimiento que establece el artículo 2° de la mencionada ley. En síntesis, dicho precepto dispone que cada ministro será nombrado por el Presidente de la República, con acuerdo del Senado, de una nómina de cinco personas que en cada caso propondrá la Corte Suprema.



El Senado puede acoger o rechazar la proposición formulada por el Primer Mandatario por los tres quintos de sus miembros en ejercicio. Si no se aprobare la propuesta, el Presidente de la República deberá presentar a otro candidato, o candidata, que forme parte de la misma nómina elaborada por la Excelentísima Corte Suprema. De rechazarse la segunda proposición, se deberá llamar a un nuevo concurso.



El cargo de ministro titular es de dedicación exclusiva e incompatible con todo otro empleo, cargo, función o comisión, remunerada o no, que se ejerza en entidades privadas o públicas, sean estas últimas fiscales, municipales, fiscales autónomas o semifiscales, en empresas del Estado o en que este tenga participación por aportes de capital. Asimismo, es incompatible con todo cargo de elección popular. Se exceptúan de estas incompatibilidades los empleos docentes hasta por 12 horas semanales.



Al iniciarse el estudio de este asunto, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tuvo en consideración el oficio N° 489, de 10 de abril de 2017, dirigido al Senado por Su Excelencia la Presidenta de la República, doña Michelle Bachelet Jeria.



En él se precisa que, con fecha 28 de diciembre de 2016, cesó en su cargo de ministro titular, en calidad de licenciado en ciencias, don Sebastián Valdés de Ferrari, nombrado en virtud del decreto N° 44, de 2012, del Ministerio del Medio Ambiente, provocándose, en consecuencia, la vacante del reseñado cargo.



Luego, indica que, en cumplimiento de lo dispuesto en el ya mencionado artículo 2°, la Excelentísima Corte Suprema propuso a la Presidenta de la República una cinquena, en base a la cual corresponde nombrar, con acuerdo de esta Corporación, al Ministro del Segundo Tribunal Ambiental, con sede en Santiago, en calidad de licenciado en ciencias.



El candidato propuesto es el señor Felipe Sabando del Castillo, quien es ingeniero civil químico de la Universidad de Concepción. Asimismo, posee diversos títulos de postgrado, entre los que destacan los siguientes:



-Magíster en Gestión para la Globalización, otorgado por la Universidad de Chile.



-Master of Business Administration, Cranfield School of Management, del Reino Unido.



-Master en Ciencias de Ingeniería Química, otorgado por la Universidad de Concepción.



Cuenta además con algunos diplomados en Comercio Internacional (Prochile), en Gestión Estratégica (Universidad Alberto Hurtado) y en Derecho Ambiental (Universidad San Sebastián).



Se ha desempeñado como profesor del magíster en Gestión de Recursos Humanos de la Universidad de Concepción, y como profesor del magíster en Medio Ambiente de la Universidad Católica de la Santísima Concepción.



Actualmente es miembro del Instituto de Ingenieros de Chile y de la Cranfield Management Association.



Entre diciembre de 2012 a junio de 2014 ejerció como director regional, correspondiente a Tarapacá, del Servicio Nacional de Geología y Minería (SERNAGEOMIN).



Entre febrero de 2012 y noviembre del mismo año cumplió labores como jefe de gestión de operaciones y proyectos en el Instituto de Investigación y Ensayo de Materiales IDIEM (Investigación, Desarrollo e Innovación de Estructuras y Materiales) de la Universidad de Chile.



Fue socio y cofundador de Kraken Ltda. (empresa de transporte y logística). 



Entre julio de 2009 y enero de 2011 se desempeñó como director de desarrollo de personas (recursos humanos) de la Universidad Católica de Temuco. 



Entre agosto de 2004 y enero de 2011 fue profesor de Ingeniería Ambiental en la Universidad de Temuco. 



Y entre julio de 2001 y agosto de 2005 ocupó el cargo de gerente de proyectos de la empresa Micro-Bío Chile (empresa de consultoría y servicios ambientales).



Actualmente ejerce el cargo de gerente general en la empresa Tippmann y Sabando Compliance SPA.



De todos estos antecedentes se deja constancia en el curriculum vitae del señor Felipe Sabando del Castillo, que se acompaña como anexo al informe que los señores y señoras Senadoras tienen a su disposición.



Luego de examinar tales antecedentes, de recibir en audiencia al señor Sabando y de conocer su parecer sobre la legislación ambiental y las tareas que debiera asumir en el Segundo Tribunal Ambiental, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Araya, De Urresti y Larraín, tiene el honor de informar que la proposición de Su Excelencia la Presidenta de la República para designar al señor Felipe Sabando del Castillo como Ministro del Segundo Tribunal Ambiental, con sede en Santiago, en calidad de licenciado en ciencias, cumple los requisitos, formalidades y procedimientos previstos por el ordenamiento jurídico vigente, por lo que dicho órgano técnico sugiere a los Senadores y Senadoras aprobar tal nombramiento.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Les recuerdo a Sus Señorías que estamos en votación.



Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, solo quiero consultar si participaron miembros de la Comisión de Medio Ambiente en el análisis de la proposición para nombrar al señor Sabando Ministro del Segundo Tribunal Ambiental. 


No lo digo por la persona misma, sino porque en una ocasión anterior la designación recayó en alguien que trabajó como consultor para HidroAysén, en circunstancias de que tal tribunal ambiental estaba revisando ese proyecto hidroeléctrico.



Por consiguiente, me parece que dentro del abanico de ministros que son nombrados en tribunales ambientales debemos tener particular cuidado en que no exista alguna ligazón de intereses que finalmente terminen siendo revisados o sancionados por estos tribunales.



Con lo anterior no pretendo manchar para nada la presentación de don Felipe Sabando del Castillo, ya que, tras revisar sus antecedentes e independiente de que se ha desempeñado en empresas privadas -lo cual no es un pecado, pero hay que tener particular cuidado al respecto-, observo que se desempeñó en el Servicio Nacional de Geología y Minería y en el Instituto de Investigaciones y Ensayo de Materiales (IDIEM) de la Universidad de Chile, labor que le otorga un acento desde los puntos de vista académico y de servicio público.



Sin embargo, quisiera que a futuro -sobre todo porque se están proponiendo integrantes para el Tribunal Ambiental de Antofagasta y algunos ministros van a ser sustituidos por nuevos candidatos- se tenga particular cuidado en revisar estos antecedentes en el momento de la proposición y en que los postulantes sean escuchados por la Comisión de Medio Ambiente del Senado.



Gracias.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.


--Se aprueba la proposición de la Presidenta de la República para nombrar Ministro Titular del Segundo Tribunal Ambiental, en calidad de licenciado en ciencias, a don Felipe Sabando del Castillo (26 votos favorables), dejándose constancia de que se cumple el quorum requerido.


Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz y Von Baer y los señores Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Harboe, Horvath, Lagos, Moreira, Navarro, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable del Senador señor Pérez Varela.
FORTALECIMIENTO DE COMPOSICIÓN DE TRIBUNALES DE JUSTICIA
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fortalece la composición de los tribunales que indica, asignando una dotación adicional de 110 jueces, con informes de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y de Hacienda, y urgencia calificada de “simple”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (10.611-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite: sesión 83ª, en 24 de enero de 2017 (se da cuenta).



Informes de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 11ª, en 2 de mayo de 2017.



Hacienda: sesión 11ª, en 2 de mayo de 2017.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El principal objetivo del proyecto es favorecer la cobertura jurisdiccional del territorio nacional y mejorar el acceso de la ciudadanía a la justicia, aumentando la dotación de jueces y de otros funcionarios. Concretamente, se crean 110 cargos de jueces, cuyos titulares se desempeñarán en distintos puntos del país en 82 tribunales, entre los que se cuentan juzgados orales en lo penal, de garantía, laborales, de cobranza laboral y previsional, de familia y de competencia común o mixta. Además, la iniciativa refuerza la dotación de apoyo para los mencionados tribunales, incrementando los cargos de consejero técnico, jefe de unidad y otros.



La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió este proyecto en general y en particular a la vez, en virtud del acuerdo adoptado por la Sala con fecha 24 de enero de 2017, y lo aprobó en los mismos términos en que fue despachado por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Araya, De Urresti y Moreira.


Por su parte, La Comisión de Hacienda se pronunció acerca de los artículos de su competencia, los que aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores García, Montes, Lagos y Pizarro, en los mismos términos en que fueron despachados por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Cabe hacer presente que los artículos 1°; 2°; 3°; 4°; 5° número 1 -en la parte que alude a los cargos de cuatro jueces- y número 2; el artículo 7° -en la parte referida a los cargos de tres jueces-, y el artículo primero transitorio del proyecto tienen rango orgánico constitucional y requieren 21 votos favorables para su aprobación.


El texto que se propone aprobar se consigna en las páginas 19 a 28 del informe de la Comisión de Hacienda y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.


Nada más, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, quiero informar en qué consiste esta iniciativa analizada en la Comisión de Hacienda.



Sus Señorías pueden seguir en pantalla mi exposición en PowerPoint.
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El objetivo de la iniciativa es aumentar la dotación de jueces y funcionarios de tribunales en que se advierten cargas de trabajo que ponen en riesgo el buen y continuo servicio judicial.



Además, dispone la provisión de 110 jueces en un total de 82 tribunales a lo largo del país, según criterios técnicos definidos por la Corporación Administrativa del Poder Judicial: tribunales de juicio oral en lo penal, de garantía, laborales, de cobranza laboral y previsional, de familia y de competencia común.
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¿Cuáles son los contenidos del proyecto?



Primero, el aumento de jueces en aquellos tribunales que hayan superado la carga considerada apropiada para el buen desempeño jurisdiccional.


Segundo, con el fin de asegurar la continuidad en el ejercicio de la jurisdicción de los tribunales que funcionan en salas, se propone incorporar un juez adicional, de modo de garantizar el reemplazo inmediato del juez que por cualquier motivo no pueda desempeñar su función, superando la aplicación de subrogaciones y suplencias, y aumentando las posibilidades de integración.
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Tercero, se promueve reformar el texto del Código Orgánico de Tribunales, la Ley N° 19.968, que crea los tribunales de familia, y el Código del Trabajo. Asimismo, se aumenta un cargo en el Tribunal de Alto Hospicio creado por la ley N° 20.876.


Cuarto, en lo que se refiere a las normas de entrada en vigencia, la iniciativa de ley establece un cronograma de implementación en tres años, considerando las necesidades de construcción y/o remodelación de los espacios existentes y los tiempos asociados a estos trabajos para recibir la nueva carga de dotación asociada.


¿Cuál es el efecto fiscal del proyecto?
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De acuerdo al informe financiero, el proyecto irroga gastos por la creación de 110 cargos para jueces, a fin de fortalecer 82 tribunales; el aumento de la dotación de apoyo: 7 consejeros técnicos, 61 jefes de unidad y 237 empleados. En total, son 305 cargos de apoyo.
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Asimismo, además del incremento del gasto operacional, hay gastos transitorios en mobiliario y equipos informáticos, y en infraestructura en la construcción de salas, en los casos en que sea necesario para el nuevo personal.
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Siguiendo con los efectos fiscales, el primer año son 15 mil millones; el segundo año, 19 mil millones; y el tercer año, 27 mil millones; pasando posteriormente a régimen.

El señor WALKER (don Ignacio).- ¿Son 13 mil millones?

El señor MONTES.- Así es, 13 mil millones en régimen. Este es básicamente el costo permanente. Los demás tienen períodos de inversión.
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Respecto de la gradualidad, a contar de la fecha de publicación de la ley en el Diario Oficial se consideran los siguientes tribunales: juzgados de garantía de San Felipe, Santa Cruz, Talca y Angol; tribunales de juicio oral en lo penal de Iquique, La Serena, San Antonio, Curicó, Talca, Chillán, Concepción y el Cuarto Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Santiago; Juzgado de Letras del Trabajo de San Bernardo, y Juzgado de Cobranza Laboral y Previsional de Santiago.



Cumplido un año de su publicación en el Diario Oficial -lo anterior era desde el momento en que se publicara-, se consideran los juzgados de garantía de Antofagasta, de Ovalle, y de Valparaíso; Juzgado de Letras de Familia, de Garantía y del Trabajo de Alto Hospicio; juzgados de letras de competencia común de Caldera, de Mulchén, de Nacimiento, de Laja, de Collipulli y de Carahue; y juzgados de letras del trabajo de Valparaíso, de Rancagua y de Santiago.



Los aumentos en dotación para los restantes tribunales previstos entrarán en vigencia una vez transcurridos dos años desde la publicación en el Diario Oficial.


Este texto fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes en la Comisión de Hacienda, y solicito a los señores Senadores que se pronuncien a favor.



Es todo lo que puedo informar.
El señor BIANCHI.- Señor Presidente, abra la votación.

La señora VON BAER.- Que se abra la votación, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Hay acuerdo para ello?

El señor HARBOE.- Me parece muy bien.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Acordado.



En votación general y particular el proyecto.



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, voy a hacer la relación como Presidente de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Esta iniciativa tuvo origen en un mensaje de la señora Presidenta de la República dirigido a la Cámara de Diputados, y busca favorecer la cobertura jurisdiccional que se presta a lo largo del territorio nacional, aumentando la dotación de jueces y de otros funcionarios de distintos tribunales.



El señalado mensaje hace presente que un primer avance para cubrir las necesidades más urgentes y apremiantes de nuestros tribunales se logró en noviembre de 2015, con la dictación de la ley N° 20.876, que suprimió un total de 77 cargos de jueces penales de la Región Metropolitana y, en su lugar, dispuso que se utilizaran 71 de esas plazas para cubrir la demanda creciente de otros tribunales de diversas regiones y competencias que tenían dotaciones deficitarias, y que se asignaran las 6 plazas restantes a la creación de tres nuevos tribunales con asiento en las comunas de Alto Hospicio, Mejillones y Cabo de Hornos.



Esa ley, como dijo la Primera Mandataria, fue fruto del esfuerzo conjunto de los tres Poderes del Estado en pos de aprovechar eficientemente los recursos públicos disponibles y mejorar el acceso a la justicia.



Sin embargo, si bien dicho cuerpo legal representó un significativo avance, no fue suficiente para cubrir las necesidades generales de dotación de jueces evidenciadas por el propio Poder Judicial, sobre la base de la carga de trabajo y la configuración orgánica de los distintos tribunales del país.



Por tal motivo, esta iniciativa viene a plantear un reforzamiento complementario para aquellos tribunales en que se advierten cargas de trabajo excesivas para los magistrados y sus funcionarios, y fórmulas orgánicas que ponen en riesgo el adecuado y continuo servicio judicial.



En lo medular, la iniciativa en estudio dispone, entonces, la creación de 110 cargos de jueces en un total de 82 tribunales a lo largo del territorio nacional, comprendiendo tribunales de juicio oral en lo penal, de garantía, laborales, de cobranza laboral y previsional, de familia y de competencia común o mixta. Todo ello sobre la base de criterios técnicos adecuados en materia de estándares de cantidad de causas por cada magistrado o sala de tribunal.



Asimismo, con el fin de asegurar la continuidad en el ejercicio de la jurisdicción de los tribunales que funcionan en salas, se propone incorporarles un juez adicional, de modo de garantizar el reemplazo inmediato del magistrado que por cualquier motivo no pueda desempeñar su función.



A la vez, se refuerza la dotación de apoyo para los mencionados tribunales, incrementándose el correspondiente número de consejeros técnicos, de jefes de unidad y de otros cargos complementarios fundamentales para el recto funcionamiento de los tribunales.



Para estos efectos, a través de siete artículos permanentes, el proyecto modifica diversos cuerpos normativos, como el Código Orgánico de Tribunales; la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia, y el Código del Trabajo. Complementariamente, se contemplan dos disposiciones transitorias que se ocupan de los aspectos financieros de la iniciativa y de su entrada en vigencia, fijándose un cronograma de implementación basado en las necesidades de construcción o remodelación de los espacios existentes para recibir las nuevas dotaciones.



La Comisión realizó la discusión y votación del proyecto tanto en general como en particular en el trámite de primer informe, en virtud de la autorización que la Sala le otorgara con fecha 24 de enero del presente año.



En este estudio, se escuchó atentamente la excelente exposición del señor Ministro de Justicia y Derechos Humanos, don Jaime Campos; al señor Presidente de la Excelentísima Corte Suprema; a representantes de la Corporación Administrativa del Poder Judicial; al señor Fiscal Nacional del Ministerio Público, y al señor Presidente de la Asociación Nacional de Magistrados del Poder Judicial. Con ellos, la Comisión tuvo la oportunidad de evaluar detenidamente los criterios que se emplearon para determinar estos aumentos de jueces y demás funcionarios; la forma en que se calcularon las correspondientes cargas de trabajo, y los cambios que experimentarán las distintas regiones de nuestro país como consecuencia de esta iniciativa.



También se tuvo presente el informe evacuado por la Excelentísima Corte Suprema, en el cual se entrega en forma expresa un parecer favorable respecto a este proyecto, el que, según allí se señala, fue concordado entre el Poder Judicial y el Ejecutivo y recoge todos los planteamientos que se formularon ante el Parlamento durante la tramitación de la ya mencionada ley N° 20.876, de 2015.



Conocidos y analizados los antecedentes recibidos -forman parte del informe de la Comisión- y habida consideración del impacto práctico que va a significar para los ciudadanos la cercanía de la justicia y el acceso a ella, hubo consenso en cuanto a la pertinencia de aprobar esta iniciativa, al estimarse que contribuirá sustantivamente a mejorar el acceso a la justicia por parte de la ciudadanía, en especial de los habitantes que residen en las zonas geográficamente más apartadas.



Por tal razón, y por la contundente argumentación planteada por el Ejecutivo a través del Ministro de Justicia, en forma unánime la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento aprobó este proyecto tanto en general como en particular y recomienda a la Sala proceder de igual manera.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, la justicia no encabeza las prioridades para los chilenos, como sí ocurre con el combate a la delincuencia, con la necesidad de mejorar la salud pública, la educación y los sueldos.



Sin embargo, según la Encuesta CEP de diciembre del año pasado, los tribunales de justicia tienen una aprobación de 7 por ciento; el Congreso, de 4 por ciento, y los partidos políticos, de 4 por ciento. Son las tres instituciones que cuentan con los menores niveles de confianza por parte de los chilenos.



Además, el 73 por ciento de los entrevistados en ese estudio señala sentirse insatisfecho con el funcionamiento de la administración de justicia en nuestro país. Se trata de niveles de insatisfacción que están por sobre la percepción del funcionamiento de la seguridad ciudadana (65 por ciento se declara insatisfecho) o del transporte público (53 por ciento de insatisfacción), especialmente por el Transantiago.



Este proyecto va en la línea correcta, porque su objetivo es favorecer la cobertura jurisdiccional del territorio nacional y mejorar el acceso de la ciudadanía a la justicia, tal como lo plantearon los señores Senadores que lo informaron. Ello se materializa especialmente con la creación de 110 cargos de juez, los que se desempeñarán en distintos puntos de nuestro país, en 82 tribunales, entre los que se cuentan juzgados orales en lo penal, de garantía, laborales, de cobranza laboral y previsional, de familia y de competencia común o mixta. Además, la iniciativa refuerza la dotación de apoyo para los mencionados tribunales, aumentando los cargos de consejero técnico, de jefe de unidad y de otros que son necesarios para impartir la justicia.



Creo que este proyecto va en la dirección correcta, al aumentar la dotación de tribunales en 110 nuevos magistrados, a lo que se suma la incorporación de 305 nuevos funcionarios. Esto apunta a robustecer la labor de diversos tribunales de justicia a lo largo de nuestro país (de juicio oral en lo penal, de garantía, laboral, de cobranza laboral y previsional, de familia y de competencia común), con el objetivo de alcanzar estándares mínimos que cada juez debe tener para el cabal cumplimiento de su función. Cuando la carga de algunos tribunales sobrepasa la capacidad humana tanto de los jueces como de los funcionarios, ese tribunal no camina, se empiezan a demorar los procesos, y todos sabemos que la justicia, cuando tarda, muchas veces no es justicia.



El aumento en el caso específico de las ciudades de Copiapó y Caldera responde a solicitudes que los parlamentarios de la Región hemos formulado reiteradamente, en especial respecto de Caldera, donde la demanda por justicia ha crecido bastante en los últimos años, producto del aumento de los habitantes y porque en la época estival se triplica la población y, por lo tanto, la carga del tribunal sube considerablemente.



Pero mi preocupación -se lo planteé al Ministro Jaime Campos, y le agradezco su respuesta- radica en el tiempo en que se implementarán los nuevos cargos. Así, en el caso de Caldera ello demorará un año desde la publicación de la ley en proyecto; y en el de Copiapó, dos años.



Francamente, me inquieta esa situación.



En tal sentido, pido al señor Ministro -él me ha dicho que se trata de una responsabilidad a cargo de la Corte Suprema- que esto se pueda adelantar. En el caso de Caldera, no significa mayores recursos, pues ya existen los dos jueces -se está cambiando solo la competencia-, por lo que allí no se daría el problema que siempre se menciona cuando uno pide estas cosas: “No, pero es que no alcanzan los recursos”, y lo que hacemos es demorarlo para el próximo año. Yo creo que dos años es demasiado, señor Presidente.



En consecuencia, solicito, si es posible, que se oficie a la Corte Suprema con la finalidad de que estos cargos se puedan llenar ahora, en conjunto con la publicación de la ley en proyecto.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Señores Senadores, les hago presente que la votación es en general y particular.



Tiene la palabra el Senador señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, si bien no soy un experto en materia jurídica, me correspondió participar junto con mis asesores en la discusión y votación de este proyecto de ley. Y no solo por sentido común, sino también por la asesoría adecuada, por haber escuchado al Ministro y a otras autoridades sobre esta iniciativa, que es de sentido común, me corresponde hacer uso de la palabra en nombre de los Senadores de la UDI para anunciar nuestro voto favorable en general y particular.



Como lo manifestó con tanto detalle el Presidente de la Comisión, Senador Harboe, el proyecto busca aumentar la dotación de jueces y funcionarios de un número importante de tribunales de nuestro país. Es indiscutible que, a mayor demanda por justicia, se incrementan las cargas de trabajo, lo que obliga a idear fórmulas de organización que aseguren el buen y continuo servicio de la función judicial.



No fue hace mucho tiempo que el Congreso aprobó la ley Nº 20.896, hoy vigente, que creó juzgados en diversos territorios de nuestro país y modificó distintos cuerpos legales para alterar la composición de varios tribunales de justicia.



Mientras se tramitaba esa iniciativa surgieron estudios que permitieron detectar sectores de nuestro país donde la demanda de justicia no se encuentra hoy satisfecha. Los ingresos de causas y la imposibilidad de resolverlas de manera “pronta y cumplida”, como manda la Constitución, pueden llevar a algunos a plantearse preguntas tal vez equivocadas: ¿de verdad necesitamos más tribunales?



El proyecto que estamos votando busca resolver ese problema sin incrementar el número de juzgados, sino sumando más magistrados para que se integren a los tribunales que ya existen, lo que nos parece una solución razonable.



También resulta importantísimo connotar que esta iniciativa haya pasado por la Comisión de Hacienda. Describió muy bien su texto el Senador Montes, quien mañana cumple un año más de vida. De modo que aprovecho la oportunidad para saludarlo desde este rincón del Hemiciclo.



Señor Presidente, el Senado revisó este proyecto en sus Comisiones de Constitución y de Hacienda, y no le introdujo modificaciones.



La iniciativa que nos ocupa resuelve con buen criterio -¡en mayúscula!- una situación vinculada con las planificaciones hechas según las reformas procesales y que la ley N° 20.896 no había solucionado debidamente.


Esta vez se agregan más jueces a nivel nacional.



En las condiciones señaladas, este proyecto es razonable y merece ser aprobado.



Con todo, cabe observar que de seguro las consecuencias del aumento en la dotación de jueces serán asumidas por el próximo Gobierno. Ello será así, pues los incrementos previstos para los restantes tribunales entrarán en vigencia una vez transcurridos dos años desde la publicación de la ley en proyecto en el Diario Oficial. Y a contar de esa fecha, se consideran los gastos en personal, operacionales y de arriendos de computadores, por año completo, acorde al número de cargos que se crean anualmente.



Independientemente de quién deba pagar la cuenta respectiva, que es una inversión para que haya más justicia, lo relevante acá es que estamos aprobando la iniciativa.



Para terminar, quisiera referirme a lo siguiente.



En materia de justicia, la Región que represento también merece una mirada del Gobierno.



Entiendo perfectamente que, desde el punto de vista presupuestario, no es fácil aumentar determinada cantidad de jueces. Ello debe hacerse con responsabilidad, la misma que se ve reflejada en el proyecto que estamos votando.



Aunque esta iniciativa sin duda constituye un avance, me quedo con la sensación de que pudo haberse hecho un poquito más para atender las demandas de la Región de Los Lagos en materia de justicia.



Que la Corte de Apelaciones de Puerto Montt cuente solo con una sala y cuatro ministros le permite funcionar de manera extraordinaria en dos salas. Pero ello no alcanza para que los habitantes de las provincias de Osorno, Llanquihue y Chiloé vean resueltos sus conflictos en breve tiempo.



Es esencial que ese tribunal de alzada cuente con una sala más.



Esperamos que esa necesidad, respecto de la cual no se requiere contar con elevadas inversiones o completar plantas que pueden resultar onerosas, sea satisfecha lo más pronto posible.



Si somos gobierno, haremos los esfuerzos pertinentes para que las demandas de la Región de Los Lagos sobre la materia se atiendan cabalmente.



La UDI aprueba este proyecto.



Voto a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Me congratulo por esta iniciativa, señor Presidente.



Quiero felicitar al Ministro de Justicia y Derechos Humanos; al Gobierno; a la Presidenta Bachelet, porque si existe un tema recurrente en la población es el acceso a la justicia.



Hay problemas de la vida cotidiana que se resuelven en los juzgados de familia, o en los laborales, o en tribunales que concentran lo penal, lo laboral, lo civil, lo familiar. Y existe una cantidad muy grande de personas que dependen de si en los tribunales competentes de nuestro país hay o no personal y jueces para la resolución de las cuestiones que se llevan a esas instancias.



Este proyecto, por tanto, viene a complementar la iniciativa sobre relocalización de 77 jueces que ya aprobó el Congreso Nacional.



Ahora se plantea una dotación adicional de 110 jueces. De manera que es sustantiva la forma como vamos a fortalecer a los tribunales para que la justicia llegue de mejor manera a los ciudadanos.



Señor Presidente, quiero singularizar una situación compleja que estamos viviendo desde hace bastante tiempo en la comuna de Teodoro Schmidt, a la que represento en el Senado.



Le mencioné el problema al Ministro de Justicia, quien lo comprendió fácilmente: necesitamos que se modifique la manera como se hallan definidas las competencias.



El Juzgado de Garantía de Nueva Imperial tiene una sobrecarga de trabajo por juez/sala de 3,5 por ciento.



Debemos ver cómo equilibramos esa recarga con la competencia que el referido tribunal tiene respecto de las comunas de Nueva Imperial y de Teodoro Schmidt, donde hay tres localidades: las de Barros Arana y Teodoro Schmidt, ubicadas a 30 y 50 kilómetros de Nueva Imperial, respectivamente, y la de Hualpín, que está a 70 kilómetros de Nueva Imperial y tiene a 5 kilómetros el Juzgado de Letras y Garantía de Toltén, el cual presenta una capacidad ociosa de aproximadamente 77 por ciento.



Le expliqué la situación al Ministro de Justicia -repito-, quien comprendió perfectamente el problema, señalándome que debe haber equilibrio en la materia y que es factible conseguirlo.



Yo me alegro mucho de eso, especialmente por los habitantes de las zonas que mencioné, quienes se verían muy favorecidos con la división de la competencia; es decir, si los habitantes de Hualpín pudieran acceder al Juzgado de Letras y Garantía de Toltén y los de Barros Arana y Teodoro Schmidt siguieran acudiendo al Juzgado de Garantía de Nueva Imperial.



En todo caso, se trata de un asunto que debe resolverse con la gente de las comunas pertinentes: el alcalde, los concejales y los dirigentes sociales. Y en su oportunidad iremos a conversar con el Ministro para ver de qué manera distribuimos mejor la carga de trabajo, considerando la capacidad ociosa a que me referí.



De otro lado, señor Presidente, debo relevar que este proyecto resuelve muy bien la sobrecarga del Juzgado de Letras y Garantía de Collipulli, que llega a casi 60 por ciento. Y lo mismo ocurre con el Juzgado de Letras y Garantía de Carahue, que tiene cerca de 50 por ciento de recarga.



Esta iniciativa soluciona el problema asignando un juez más a cada uno de los respectivos tribunales.



También zanja la situación del Juzgado de Garantía de Temuco, que presenta una sobrecarga de 20 por ciento (este índice se halla relacionado con el número de causas que se llevan por cantidad de habitantes), pues aumenta en dos el número de jueces en dicho tribunal.



Me parece, entonces, que este proyecto va en la dirección correcta de atender una de las demandas más sentidas de la población: el acceso a la justicia.



Voto a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, voy a votar a favor de esta iniciativa, pues me parece que la creación de 110 nuevos empleos de juez va en la dirección correcta.



Me alegra mucho que nuestra Región haya sido considerada en el incremento dotacional con 16 cargos: Osorno, cuatro jueces; Río Negro, uno; Puerto Varas, dos; Puerto Montt, seis; Ancud, uno; Castro, dos. Vale decir, tres de las cuatro provincias de la Región de Los Lagos fueron contempladas en el incremento de magistrados que se propone.



Sí, me llama la atención que una provincia tan aislada como la de Palena no haya sido considerada en el aumento de jueces, pues la comuna de Futaleufú cuenta con la infraestructura necesaria para el funcionamiento de un tribunal y para recibir a sus funcionarios, toda vez que, producto de la catástrofe provocada por la erupción del volcán Chaitén en 2008, el Poder Judicial realizó una inversión para que el tribunal de Chaitén -valga la redundancia- funcionara provisoriamente en aquella comuna.



Futaleufú cuenta con todas las instituciones necesarias para el funcionamiento de un juzgado: Gendarmería, Defensoría, Fiscalía, Notaría, Corporación de Asistencia Judicial.



En la actualidad, la referida comuna está bajo la jurisdicción del tribunal de Chaitén. Sin embargo, a sus pobladores les resulta dificultoso concurrir a él, pues se encuentra a tres horas y media de viaje en bus; y, como solo se hacen dos recorridos diarios, ir a Chaitén ocupa prácticamente una jornada completa.


Sobre el particular, por intermedio de la Mesa, le solicito al señor Ministro de Justicia y Derechos Humanos que oficie a la Corte Suprema para hacerle presente tanto la situación que afecta a la provincia de Palena como la realidad que se vive en la comuna de Futaleufú.



Asimismo, adhiero a lo que señaló el Senador Moreira en cuanto a la necesidad de una segunda sala en la Corte de Apelaciones de Puerto Montt. Se trata de una petición que venimos formulando desde hace muchos años, pero que desgraciadamente no se ha concretado.



Porque ocurre un hecho paradójico, señor Presidente.



Los tribunales de la provincia de Osorno, que pertenece a la Región de Los Lagos, están bajo la jurisdicción de la Corte de Apelaciones de Valdivia, que corresponde a la Región de Los Ríos.



Entonces, si se creara una segunda sala en la Corte de Apelaciones de Puerto Montt, los tribunales de Osorno quedarían bajo la jurisdicción de esta última.



Por intermedio de la Mesa, le insisto al señor Ministro de Justicia en la necesidad de que oficie a la Corte Suprema para que, además de ver el caso específico de Futaleufú, estudie la factibilidad de crear una segunda sala en la Corte de Apelaciones de Puerto Montt.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, el proyecto que nos ocupa es muy importante. Y todas las intervenciones que hemos escuchado hasta ahora así lo revelan.



Todos somos conscientes de que nuestro país dio un gran salto cuando hicimos la reforma procesal penal. Pero también tenemos claro que muchos de nuestros tribunales están sobrecargados de trabajo, lo que impide una justicia eficiente, oportuna, equitativa. 



No podemos dejar de considerar que no es del todo positiva la evaluación de la población a la forma como se imparte la justicia en Chile y que existe una percepción creciente en cuanto a que la gente de escasos recursos y con mayor vulnerabilidad es la que tiene menor acceso a una buena justicia.



Por eso es importante esta noticia.



La creación de 110 cargos de juez para un total de 82 tribunales en todo nuestro territorio sigue los criterios técnicos establecidos por la Corporación Administrativa del Poder Judicial.



Esos magistrados se desempeñarán en juzgados orales en lo penal, de garantía, laborales, de cobranza laboral, de familia y de competencia común.



Aquello va en la línea de mejorar la administración de justicia y, también, asegurar la continuidad en el ejercicio de la jurisdicción de los tribunales que funcionan en salas; es decir, que ante la ausencia de un juez se garantice su remplazo de inmediato, de tal manera que no se interfiera en el desempeño de la función respectiva.



Dicho eso -por cierto, la ley en proyecto contará con nuestro voto afirmativo-, es del caso señalar que esta iniciativa establece un cronograma de implementación a lo largo de tres años. Ello tiene sentido si se consideran aspectos tales como necesidades de construcción y de remodelación de los espacios existentes, asuntos presupuestarios, en fin.



Señor Presidente, aquí quiero hacerme cargo de lo siguiente.



El problema para la implementación de los nuevos cargos -y comparto lo que planteó el Senador Prokurica; conversé el punto con el Ministro de Justicia- tiene que ver no solo con la Corte Suprema, sino también con la Ley de Presupuestos. 



En el caso de Caldera, que cuenta con un juzgado de competencia común, habrá que esperar un año; y en el de Copiapó, dos.



Sin embargo, la necesidad de que entren en vigencia luego los aumentos de dotación propuestos -así me lo expresó el Presidente de la Corte de Apelaciones de Copiapó- es urgente.



Como dije, conversé acerca del problema con el Ministro de Justicia. Además, pedí que se le enviara un oficio sobre la materia. Pero ahora me acaba de reiterar que aquello depende, no de la Corte Suprema, sino de la Ley de Presupuestos. O sea, el adelanto en la implementación -esa es la solicitud- de los nuevos cargos propuestos se encuentra supeditado a los recursos que se entreguen mediante la partida presupuestaria respectiva.



Me gustaría que se considerara el punto. Sé que el Ministro se ha comprometido a por lo menos tenerlo presente. Y ojalá que a la hora de discutir el proyecto de Ley de Presupuestos exista disposición para acoger el planteamiento hecho, ya que claramente se trata de una cuestión urgente.



Lo más importante es que entre todos hagamos posible que haya mayor acceso a la justicia y que esta sea equitativa.



¡Eso es muy relevante para nuestro país!



Voto a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, ciertamente, nosotros valoramos la incorporación de nuevos jueces a los distintos tribunales de nuestro país.



No obstante, me gustaría hacer notar que la estadística que hemos seguido nos revela, por ejemplo, que en San Antonio, donde existe la mayor concentración de causas, solo se está agregando un juez de juicio oral en lo penal y uno de garantía.



Considero necesario que se revise en algún minuto esa situación.



Si el elemento determinante para la incorporación de nuevos jueces fue el estadístico, tenemos un error significativo, porque se está incorporando a más jueces en otras comunas, y en San Antonio, que concentra la mayor cantidad de causas por magistrado, no ocurre lo mismo.



Por lo tanto, yo le pido al Ministro de Justicia que se revise la estadística de las causas por juez, al objeto de ver la evolución de los últimos años. Ello le permitirá visualizar que en el caso de San Antonio existe una mayor concentración de causas en manos de los magistrados y que, según expresé, solo se resolvió la incorporación de un juez tanto en el tribunal de juicio oral en lo penal cuanto en el juzgado de garantía.



Nosotros solicitamos que se enviaran los oficios pertinentes a la Corte Suprema. Lamentablemente, ese problema no se solucionó. Pero esperamos que quede pendiente, para que en un nuevo proyecto de ley se corrija la situación expuesta, que provoca acumulación de causas y atenta contra la administración de justicia en la comuna de San Antonio.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, por intermedio de la Mesa, saludo al señor Ministro de Justicia y Derechos Humanos.



Valoro que estemos votando en la Sala este proyecto, que crea 110 cargos de juez a lo largo de Chile.



Hemos escuchado las opiniones de un conjunto de Senadores, quienes, obviamente, conocen su territorio e identifican lugares donde hay mayor concentración de causas, donde existen juzgados que han quedado sobrepasados o que tienen una capacidad ociosa más elevada.



Sin lugar a dudas -lo explicó muy bien el señor Ministro en la Comisión de Constitución, porque pudimos desglosar por regiones o por cortes de apelaciones-, ha habido una labor de años para alcanzar el equilibrio territorial, para lograr una distribución equitativa que en definitiva permita el acceso a la justicia en cualquier parte de Chile.



Debemos entender que en el Poder Judicial se busca homogeneizar y repartir equilibradamente las causas en juzgados de garantía, orales, en fin.



Por cierto, en algunas partes se han generado situaciones anómalas.



Entonces, señor Ministro, quiero valorar al menos lo que en la Región de Los Ríos se está haciendo a nivel de los juzgados de competencia mixta de Paillaco y de Los Lagos al incorporar un magistrado en cada uno de ellos.



Asimismo, se consideran un magistrado en el juzgado de garantía y otro en el tribunal de juicio oral en lo penal en Valdivia, donde se concentra la mayor cantidad de población. 



Ya habíamos obtenido, a través de otras leyes, refuerzos en Panguipulli y en La Unión. Entonces, vamos alcanzando el equilibrio territorial.



Señor Presidente, en momentos en que estamos aprobando esta iniciativa, no quiero dejar pasar que, al discutir el proyecto que dio origen a la ley sobre fortalecimiento del Ministerio Público, de 2015, hicimos ingentes esfuerzos para que ese órgano fundamental de nuestro ordenamiento institucional estuviera dotado de atribuciones y personal adecuados: más fiscales, más ayudantes de fiscales, en fin.



Con esta iniciativa, que incrementa el número de jueces a lo largo de Chile, estamos nivelando la labor del Poder Judicial.



Habíamos hecho algo parecido en 2015 en el caso del Ministerio Público.



Queda pendiente la Defensoría Penal Pública. Ahí también tenemos que avanzar, tal vez en autonomía y en recursos. “Sin defensa no hay justicia”, se expresa en el eslogan alusivo a la misión de ese servicio.



Para cerrar lo concerniente a los 110 nuevos magistrados, debo señalar que, en mi concepto, debemos aprobar esta iniciativa, que, en el caso de la Región de Los Ríos, sin lugar a dudas, avanza en lo que respecta a la jurisdicción de la Corte de Apelaciones de Valdivia.



Sobre el particular, quiero referirme a la argumentación hecha por los Senadores de la Región de Los Lagos.



Recordemos que el tribunal de alzada de Valdivia es más que centenario. Su jurisdicción era extensa. Pero se crearon las Cortes de Apelaciones de Puerto Montt y de Coihaique. Y también impactó sobre ella el establecimiento de una nueva Región. En definitiva, la Región de los Ríos quedó sometida a una Corte de Apelaciones que tiene jurisdicción sobre los juzgados de Osorno. Esta provincia está bajo la jurisdicción de la Corte de Apelaciones de Valdivia, pero, administrativamente, su territorio pertenece a la Corte de Apelaciones de Puerto Montt.



Ahí todavía existe una situación de encaje territorial que importa resolver.



Conozco la Corte de Apelaciones de Puerto Montt, que, con una sala integrada por cuatro ministros, no tiene capacidad para atender la enorme cantidad de causas de Chiloé, de Palena y de la propia provincia de Llanquihue.



En mi concepto, es preciso avanzar en una fórmula que resuelva el problema, por cierto sin hacer abstracción de la capacidad instalada (conocimiento, trayectoria) de la Corte de Apelaciones de Valdivia, que con sus dos salas ha hecho y sigue haciendo un gran trabajo. Sin embargo, hay que entender que tal vez, desde el punto de vista administrativo, una segunda sala en Puerto Montt ayudaría significativamente. Y la idea es tener en funcionamiento permanente ambas salas.



Esa es al menos la opinión que puedo expresar como Senador de la Región de Los Ríos, pero también por haber conocido en la jurisdicción ambas Cortes.



La cantidad de causas existentes en Llanquihue, Chiloé y Palena justifica perfectamente contar con una segunda sala en la Corte de Apelaciones de Puerto Montt; de esa manera se descomprimiría el trabajo judicial y se lograría mayor equilibrio en la distribución de aquellas.



Felicito el aumento de jueces propuesto. Lo relevante es que la medida se implemente lo antes posible. Así, el mixto Paillaco-Los Lagos verá la llegada de un nuevo magistrado y los juzgados de garantía y de juicio oral en lo penal de Valdivia serán reforzados con el arribo de nuevos jueces.



Voto a favor, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, tras haber dado cuenta del informe de la Comisión de Constitución, quiero destacar, en mi condición de Senador por la Región del Biobío, la importancia práctica de este proyecto.



¿Qué hacen los jueces en una sociedad?



En una comunidad, los jueces se encargan de dirimir conflictos. Son terceros imparciales, personas preparadas por la sociedad para zanjar conflictos cuando los ciudadanos son incapaces de resolverlos por sí mismos.



Así, están los jueces de familia, los jueces laborales, los jueces penales.



Los magistrados realizan una labor tremendamente compleja, que requiere no solo conocimiento del Derecho, que es lo que deben aplicar para la resolución de los problemas, sino también capacidad para entender cómo funciona la sociedad, la que cada día tiende más a cuestionar las decisiones de la autoridad, lo cual pone en situación muy difícil a los jueces, quienes muchas veces tienen que debatirse entre la aplicación estricta del Derecho, la conexión entre este, el sentido común y la realidad, y también, soportar la presión pública, elementos todos que de una forma u otra van generando cuestionamientos a determinadas resoluciones judiciales.



La administración de justicia es una labor tremendamente noble: implica ser capaz de disponer de voluntad, tiempo, dedicación para estudiar un problema específico y proponer una alternativa de resolución.



Son numerosos los niños y las niñas que han visto en los jueces y las juezas la posibilidad de ser protegidos ante agresiones sexuales, e incluso, frente a agresiones de sus padres (violencia intrafamiliar).



Gracias a la intervención de jueces y  juezas, muchas mujeres han recibido medidas de protección ante acciones de violencia intrafamiliar o de otro orden.



Es del caso, señor Presidente, reconocer la abnegada tarea de administrar justicia, ya no solo en las grandes ciudades, sino también en pequeñas localidades.



Algunos Senadores y Senadoras hacían referencia en esta Sala a la importancia de los magistrados en zonas pequeñas, en zonas aisladas.



En una localidad rural, el juez no es solo quien imparte justicia: muchas veces es el ejemplo; el formador; el que logra poner orden sin necesidad de un juicio; la persona que de algún modo  inspira o debiera inspirar los valores del barrio, de la comuna.



Entonces, su labor es bastante mayor que la simple -en realidad, no tan simple- administración de justicia.



Por eso, el proyecto que envió la Presidenta Michelle Bachelet para aumentar en 110 la cantidad de jueces no implica solo un mayor número de magistrados: significa asimismo que vamos a tener 110 personas más cercanas a la ciudadanía para administrar justicia y dar resguardo al que no puede protegerse por sí mismo.



¿A quién le sirve la justicia? Al más desvalido.



El poderoso puede defenderse solo: basta que tome el teléfono y soluciona el problema.



La persona que no tiene redes de contactos ni conocimientos es justamente la que ha de ser amparada por el magistrado.



En consecuencia, la ampliación del número de jueces, dadas la sobrecarga laboral existente y la implementación de nuevos tribunales en localidades aisladas, es a mi entender un elemento muy significativo para el fortalecimiento de la democracia. Porque acercar la justicia a los ciudadanos es otorgarles mayor protección, mayor tranquilidad y mayor paz social.



Señor Presidente, en lo que concierne a la Región del Biobío, este proyecto es muy importante, pues en la práctica vamos a tener siete nuevos jueces en la provincia de Concepción, la que, atendidos su crecimiento poblacional y sus mayores relaciones de consumo, registra más demanda jurisdiccional.



La provincia de Arauco, la más pobre de nuestro país, va a contar con dos nuevos jueces, quienes estarán más cerca de la gente para defender sus derechos.



Son muchos los trabajadores forestales que sienten que sus derechos son perjudicados, pero no tienen cómo lograr que alguien los ampare. En la provincia de Ñuble habrá tres nuevos jueces. Es decir, en la futura Región de Ñuble habrá tres nuevos magistrados. Ello reviste gran importancia para comunas pequeñas, como las de Portezuelo, Quirihue, Cobquecura. Porque muchas veces las temporeras y los temporeros que necesitan protección judicial deben ir a Chillán. Entonces, esas personas tendrán mayor cercanía en materia jurisdiccional.



En la provincia de Biobío habrá cuatro nuevos jueces.


Alguien preguntará por Los Ángeles. Esta es la capital provincial. Pero tenemos comunas cordilleranas, como las de Alto Biobío, Quilleco, Quilaco, Santa Bárbara, Mulchén, Negrete, Nacimiento, todas alejadas desde el punto de vista territorial, geográfico, lo que implica necesariamente el desplazamiento de los ciudadanos ni más ni menos que para poder acceder a la justicia. Y ese desplazamiento significa costos. Pero en diversas ocasiones la gente no dispone de los dos mil a dos mil quinientos pesos que cobra el bus desde Alto Biobío a Los Ángeles, lo que constituye un impedimento para la defensa de sus derechos.



El proyecto que nos ocupa va a beneficiar, entre otros, a esos ciudadanos. Por ende, celebro su aprobación.



Yo felicito a la Presidenta Bachelet por haber enviado esta iniciativa -el Senado la aprobará esta tarde por amplia mayoría-, que va a permitir contar con jueces más cercanos a la gente.



No obstante, en la provincia de Biobío tenemos una cuestión pendiente.



Con el Senador Víctor Pérez hemos estado trabajando en torno a la necesidad de dotar de una corte de apelaciones a Biobío. No es justo que los habitantes de esa provincia, los rurales de Alto Biobío y los urbanos de Los Ángeles, deban viajar a la ciudad de Concepción, distante más de cien kilómetros, para defender en segunda instancia sus derechos.



Si estamos descentralizando, por supuesto que también debemos hacerlo en materia de tribunales de alzada, para que exista mayor acceso a la justicia, por ejemplo en la provincia de Biobío.



Señor Presidente, reitero mis agradecimientos a Su Excelencia la Presidenta de la República, Michelle Bachelet, como asimismo a los Senadores y Senadoras que han apoyado este proyecto.



Como dije, aprobar el mayor número de jueces propuesto va a significar acercar la justicia a los ciudadanos. Y eso es más y mejor democracia, más igualdad.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Víctor Pérez.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, sin duda, este proyecto es relevante, pues va a incidir en la vida de los ciudadanos.



El acceso a la justicia es un elemento central.



Ya lo decía el Senador Harboe: el problema de la provincia de Biobío estriba en que, si bien las personas tienen  atención de tribunales -y ahora ella aumentará-, en el momento de la apelación deben recurrir a la Corte de Concepción.



Los abogados que ejercen en Biobío no van a ese tribunal de alzada. Por lo tanto, sus clientes se ven forzados a contratar a otros profesionales en Concepción, lo que les genera mayor gasto.



De hecho, las estadísticas dan cuenta de que en la provincia de Biobío el recurso de apelación se utiliza con frecuencia mucho menor que en provincias similares que sí tienen acceso más directo a la corte de apelaciones respectiva.



Aquello es una muestra de que la iniciativa que nos ocupa, tratándose de la justicia de primera instancia, representa un avance importante.



Yo quiero valorar el accionar del señor Ministro de Justicia.



Recuerdo que en una oportunidad en que debí remplazar al Senador Hernán Larraín en una Comisión -en la de Seguridad Ciudadana, me parece, o en la de Constitución-, el señor Ministro, quien recién había asumido, anunció allí que uno de sus propósitos políticos era sacar adelante este proyecto, que suma 110 jueces a lo largo del territorio nacional. 



Creo que eso es digno de ser destacado, porque no se trata de una tarea fácil: hay que conjugar los temas presupuestarios, los legislativos, los jurisdiccionales, en fin. 



A mi parecer, el proyecto que se halla sobre nuestros escritorios muestra un avance específico y concreto, que va a tener un impacto muy significativo en nuestra ciudadanía.



Señor Presidente, al revisar el texto que se nos propone me surge solo una duda.



La comuna de Lebu, capital de la provincia de Arauco -una de las provincias más pobres de la Región del Biobío-, enfrentaba una dificultad: había un juez con competencia común. El problema tuvo solución parcial tras la discusión realizada hace algunos años sobre esta misma materia, pues se logró incorporar a un segundo juez.



Debemos tener presente, Honorables colegas, que cuando la competencia es común el tribunal ve no solo lo civil, sino también lo laboral, lo familiar, lo penal.



Por lo tanto, la extraordinaria carga de trabajo existente en Lebu era excesiva para un solo juez. Y, a menudo, ese mero hecho nos convencía de que en la referida comuna había incluso una suerte de denegación de justicia, porque los fallos no salían, la tramitación de las causas era de lato conocimiento, en fin.



Pues bien: como expresé, tras la discusión anterior sobre esta misma materia se consiguió un segundo juez para la comuna de Lebu.



Nosotros esperábamos que en esta oportunidad hubiera un tercer juez, por tratarse de la capital provincial, lo que debiera ser una señal muy relevante.



En consecuencia, le pido al señor Ministro revisar lo concerniente a los jueces de competencia común, porque en la práctica ella genera dificultades que la ciudadanía percibe rápidamente. En efecto, la gente capta lo que son los juzgados de garantía, los tribunales orales, los tribunales de familia, que tienen procedimientos importantes; pero en el caso de los tribunales de competencia común observa parsimonia, demora, y por lo tanto, un efecto indeseado en lo que uno quisiera de la administración de justicia: que fuera lo más oportuna y expedita posible, en particular para los habitantes de los sectores más modestos, quienes recurren de manera permanente a los tribunales por sus conflictos, porque ven transgredidos sus derechos.



No obstante, al margen de esa situación muy específica, nosotros vamos a votar favorablemente este proyecto, pues creemos que constituye un avance sustantivo.



Más allá de que uno considere que algunas de las comunas a las que representa quedan mejor ubicadas que otras o que determinada provincia o región obtiene más tribunales, el incremento del número de jueces implica para la administración de justicia un paso adelante muy significativo, que nosotros valoramos.



Esperamos que la instalación de los nuevos tribunales, en los plazos que el propio articulado establece, le permita a la ciudadanía visualizar adecuadamente que aquí ha habido un esfuerzo relevante para mejorar el acceso a la justicia.



Esas son, señor Presidente, las razones que nos llevan a votar favorablemente este proyecto.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--El proyecto se aprueba en general y en particular (30 votos a favor), dejándose constancia de que se cumple con el quorum constitucional exigido, y queda despachado en este trámite. 



Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Montes, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).-
Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor CAMPOS (Ministro de Justicia y Derechos Humanos).- Señor Presidente, quiero agradecerle al Honorable Senado el que haya aprobado este proyecto de ley por unanimidad. A mi modo de ver, ello pone en evidencia, según se ha dicho en las distintas intervenciones, que se trata de una iniciativa bien inspirada, que está bien construida y que apunta a uno de los aspectos que como Ministerio de Justicia nos corresponde abordar, cual es el de facilitar que la ciudadanía tenga acceso real a la justicia.



Al concluir la discusión, quiero insistir, señores Senadores, en lo siguiente.



Primero, este es un proyecto que, si bien fue presentado por el Gobierno, construimos en conjunto con el Poder Judicial y, en gran parte, con el Congreso Nacional.



Segundo, los criterios que se utilizaron para aumentar la dotación de jueces son absolutamente objetivos: se basan esencialmente en la carga de trabajo de los tribunales. Aquí no ha habido capricho, privilegio, preferencia, simpatía o corazoncito ni del Ministro ni de nadie. Repito: se siguieron criterios absolutamente objetivos, en razón de la carga laboral de los juzgados.



Pero, como algo conozco nuestro país, y particularmente algunas regiones, grafico esta iniciativa en el impacto que va a causar al menos en tres lugares que me son muy conocidos.



Se prevén siete nuevos jueces para la Región del Maule.



A los Senadores de la circunscripción les digo, como alguien que ha ejercido la profesión en esa Región y ante esa Corte de Apelaciones, que esto será otra cosa, desde el punto de vista de la atención judicial.



Habrá dieciséis nuevos jueces en la jurisdicción de la Corte de Apelaciones de Concepción, en una Región también muy querida para mí. Eso nos pone, desde el punto de vista del acceso a la justicia, en una posición muy diferente.



Por último, cabe destacar veinte nuevos jueces en la Región Metropolitana, para no seguir enumerando por cortes de Apelaciones.



Daré un antecedente adicional. Como se ha dicho, la iniciativa aprobada solo se centra en la primera instancia. Aquí no hemos tocado nada vinculado con la segunda. Pues bien, debo informarles a los señores Senadores que estoy en conversaciones con la Corte Suprema y que ya estamos trabajando ahora en relación con esa otra parte.



Espero que antes de concluir el Gobierno de la Presidenta Bachelet pueda ingresar al Congreso un proyecto de ley sobre el particular. Y las alternativas son varias, según cual sea la realidad a la que quiera referirme. En algunos casos se trata de aumentar un ministro en las cortes de Apelaciones. En otros es la creación de una nueva sala. Y, como se ha dicho, estamos viendo si por lo menos en tres lugares es posible crear nuevas cortes. Por cierto, dentro de las posibilidades están las que se han señalado.



Concluyo reiterando mis agradecimientos al Senado y manifestando, en lo personal, que, para el Ministerio de Justicia, este es el más importante proyecto aprobado por el Congreso en los seis meses que llevo en el cargo. Es cierto que todos son relevantes, pero este es, lejos, el más trascendente. Y no me cabe la menor duda de que la ciudadanía lo recibirá en los términos en que se encuentra concebido. Por eso es que insisto en mi gratitud al Congreso Nacional.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si la Sala me permite hacerle al señor Ministro una reflexión sobre la justicia en Chile, quisiera manifestarle que la iniciativa aprobada es muy significativa.



Valoro mucho los siete jueces para la Región del Maule, como también los dispuestos para otras; pero creo que, tanto en la competencia civil como en la común, la cantidad no será una solución mientras no reformemos nuestro sistema de procedimiento civil y la exigencia de una mayor agilidad y oportunidad en este ámbito. Sé que se está trabajando en el proyecto. Espero que el Congreso empiece a conocerlo. Se ha tratado de modernizar la justicia, digitalizada en muchos de sus trámites, pero creo que la modificación del procedimiento civil -repito- es esencial para su buen funcionamiento.

)-------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento ha llegado a la Mesa el siguiente documento:



Segundo informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica diversos cuerpos legales para facilitar el intercambio recíproco de información con otros países (boletín N° 9.242-10) (con urgencia calificada de "simple") (Véase en los Anexos, documento 6).



--Queda para tabla.
PREVENCIÓN Y PROTECCIÓN DE EMBARAZO ADOLESCENTE
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Proyecto de ley, iniciado en moción de las Honorables señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Girardi y Quinteros, en primer trámite constitucional, que establece normas sobre prevención y protección del embarazo adolescente, con informe de la Comisión de Salud.



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.305-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señoras Goic y Muñoz y señores Girardi y Quinteros):


En  primer trámite: sesión 53ª, en 16 de septiembre de 2015 (se da cuenta).


Informe de Comisión:



Salud: sesión 87ª, en 7 de marzo de 2017.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es solucionar varias carencias detectadas en la legislación respecto del tratamiento de la prevención y protección del embarazo adolescente y del resguardo de la maternidad y paternidad derivadas de este estado.



La Comisión discutió el proyecto solo en general y acogió, por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadoras señoras Goic y Van Rysselberghe y Honorables señores Girardi y Rossi, la idea de legislar.



Cabe tener presente que el inciso segundo del artículo 4° y los artículos 12 y 13 tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren 21 votos para su aprobación. Por otra parte, los artículos 7°, 8°, 10 y 19 son normas de quorum calificado y exigen 19 votos.



El texto que se propone aprobar en general se transcribe en el primer informe.



Nada más.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En la discusión general, tiene la palabra la Honorable señora Goic.

La señora GOIC.- Señor Presidente, entiendo que la idea es iniciar el debate, pero no votar durante la sesión.



Quiero recordar la historia, porque creo que es valiosa y no necesariamente queda registrada en el informe ni en lo que aparece hoy día en nuestro sistema.



El proyecto en debate fue parte de una labor y de una moción presentada en julio de 2013, siendo Diputada, con Mónica Zalaquett, colega de entonces. Invitamos a otras en ese momento. Se originó en una conversación acerca de cómo podíamos encontrar un tema que ambas, de bancadas distintas -ella, de la UDI; la que habla, de la Democracia Cristiana-, pudiéramos abordar en conjunto, extender una invitación transversal y contribuir en un asunto de política pública. Ambas consideramos, revisando las cifras, las estadísticas, que el embarazo adolescente era una situación en la que cabía ocuparse y respecto de la cual se podía aportar en lo legislativo.



Hicimos un trabajo que no es el habitual en el Congreso. Convocamos a un grupo de expertas en salud adolescente, interdisciplinario; realizamos jornadas durante seis meses, y, producto de esa actividad, surgió la moción en examen, que requiere el patrocinio del Ejecutivo en varios aspectos.



Hemos conversado, además, con los ministerios relacionados: Educación, Salud, Justicia, de la Mujer, y decidimos volver a presentar la iniciativa.



Agradezco el apoyo de la Honorable señora Muñoz, con quien trabajamos habitualmente de consuno en relación con los temas de género, así como el de mis colegas de la Comisión de Salud: Senadores señores Chahuán, Girardi y Rossi, y el del Honorable señor Quinteros, porque eso nos ha permitido iniciar el trámite. La Senadora señora Van Rysselberghe también concurrió con su voto a favor en el órgano técnico. Se busca justamente abocarse en conjunto a las cuestiones que hoy día es posible enfrentar en esa forma.



Nos encontramos en medio del debate acerca del proyecto de despenalización de la interrupción voluntaria del embarazo. Y todos hemos puntualizado que somos contrarios al aborto y que no nos gustaría llegar a situaciones donde ha fracasado, no solo una familia, sino también, probablemente, la política pública; donde hemos fracasado todos. Pero, con una mano en el corazón, hemos progresado bastante poco en acciones que permitan generar espacios de acogida sobre todo para el mundo adolescente. Ello, para asumir una sexualidad activa, pero en forma responsable y que no tenga como consecuencia embarazos no planificados y situaciones de aborto que ni siquiera están contemplados en el articulado en discusión.



Esa respuesta, en la que podemos trabajar en conjunto y que se da desde la mirada de la prevención, ámbito en que todos compartimos que se requiere avanzar, es justamente lo que busca rescatar el proyecto.



La estadística nos llamó mucho la atención. Es cierto que la cantidad de embarazos adolescentes se ha ido estabilizando, incluso con una leve disminución, mas subsiste una realidad bastante dramática, que es el caso de las menores de 19 años, quienes representan cerca de 30 mil -o un poquito más- de los 120 mil, más o menos, embarazos y partos anuales. Pero, cuando se trata del segundo hijo, nivel en que la cifra alcanza a cinco mil 800, y del tercero, en que llega a 600, uno dice: “Algo está pasando”.



Además, constituye un universo: el menor ya está contactado en el consultorio y concurre a los controles de niño sano.



No puedo evitar el recuerdo de las discusiones que las Jornadas de Conversación sobre Afectividad y Sexualidad (JOCAS) generaron a fines de los noventa. Hubo mucho escándalo por algo que no era más que la entrega de elementos a los jóvenes, a la comunidad educativa, a los padres y a los profesores por parte de expertos que se sentaban a contestar dudas.



Me alegro mucho de que todos estemos hoy día en condiciones de apoyar iniciativas de la misma índole, comprendiendo que si no se generan espacios de confianza, es imposible avanzar efectivamente en prevención, lo que tampoco se logrará si no se incorpora una mirada en relación con el proyecto de los jóvenes.



Por eso, el texto en examen plantea la sistematización de varias normas en materia de prevención y protección del embarazo adolescente.



Una circular impide expulsar del colegio a una estudiante embarazada, pero queremos darle rango legal a la disposición.



Deseamos garantizar la capacitación y formación en adolescentes sobre todo de los profesionales de la salud y la educación.



Esperamos consagrar el derecho de acceder a la atención de salud sexual y afectiva en forma oportuna, informada y confidencial, elemento fundamental para los jóvenes.



Otro de los planteamientos dice relación con establecer espacios de acogida para las adolescentes en el sistema de salud primaria, en los consultorios. La experiencia demuestra que no asistirán si son atendidas por la misma matrona que ve a la mamá, a la abuela o a la vecina, porque no se encuentran en un espacio de confianza para reconocer una sexualidad activa. Todavía tendemos a castigarlas más que a acogerlas, a pesar de que las cifras dan cuenta de que los jóvenes empiezan con mayor precocidad las relaciones sexuales.



Parte de eso es lo que estamos exponiendo como una política pública permanente.



A lo anterior se agrega el derecho de acceder de manera gratuita a métodos anticonceptivos, lo que se vincula con la discusión que ya realizamos con motivo de la anticoncepción de emergencia.



Nos interesa incorporar en la enseñanza, además de la educación sexual o la entrega de información sobre métodos anticonceptivos, una mirada sobre la sexualidad asociada a las etapas de la vida, a nuestro ciclo de desarrollo. Por lo tanto, asimismo se trata de la afectividad.



Ello no dice relación solo con la posibilidad del embarazo, sino también con la detección de situaciones de abuso en que viven muchos menores y con la actuación correspondiente, así como con la entrega de herramientas para tal efecto.



Repito que el punto se vincula con la sexualidad como parte del desarrollo de una persona. Planteamos, entonces, que la implementación de programas y planes educacionales sobre afectividad y sexualidad se contemple en forma obligatoria, no desde primero medio, como se dispone hoy día por ley -a esas alturas, los chicos ya han aprendido todo, ya sea en la web o con los amigos-, sino desde el nivel prebásico, con la incorporación, además, de padres y apoderados.



Insisto en que parte de lo que exponemos, sobre todo en cuanto a las normas de protección, se refiere a garantizar, con todos los apoyos y resguardos legales necesarios, la continuidad de la adolescente que se embaraza y que a menudo hace las veces de madre y padre.



El Estado debe contraer el compromiso de elaborar una Política Nacional en favor de la Prevención y Protección del Embarazo Adolescente, la cual ha de promover la información sobre los derechos y deberes en relación con la salud reproductiva, impulsar medidas concretas para ejercerlos, con seguimiento e indicadores específicos, y establecer canales de apoyo.



Quiero invitar a mis colegas a respaldar la iniciativa en la votación general, a fin de hacer del detalle una oportunidad después para avanzar en algo que todos consideramos necesario. 



Creo que aquí se halla el espacio para abordar una política pública inclusiva en la que quepan todas las miradas; que haga posible salir de los sesgos ideológicos en relación con un tema de salud pública; que permita un mejor desarrollo de nuestros adolescentes, en términos de afectividad y sexualidad, y que redunde en evitar y prevenir embarazos no planificados y abortos que carecen hoy día de respuesta.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir la Honorable señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, me parece que la Senadora señora Goic, una de los autores de la moción, ha sido muy explícita en relación con el origen del proyecto y su propósito, que todos en la Sala compartimos, evidentemente.



Como parlamentarios, como sociedad y como país, somos conscientes de la necesidad de contar con buenas y claras políticas públicas que ayuden ante la cada vez más temprana iniciación sexual de los jóvenes.



A mi juicio, el objetivo de concentrar o reunir, de manera armónica y eficiente, las distintas políticas y posibilidades educativas y de salud es muy importante. Todo lo que hagamos en esa línea, en particular para la prevención del embarazo adolescente, es tremendamente necesario, porque implica que menos jóvenes se hallarán en ese estado, que resulta absolutamente involuntario por el desconocimiento y la desinformación.



Como es obvio, se presentarán menos riesgos para la salud.



Asimismo, no se acentuará el círculo de la pobreza, que normalmente acompaña en esta situación. Porque, una vez que se tiene al hijo, lo más probable es que no sea posible el desempeño laboral o incluso no se termine la educación formal.



Quiero recordar que en el Gobierno del Presidente Lagos se dictó la circular del Ministerio de Educación que prohíbe que una adolescente embarazada sea expulsada del colegio, práctica en la que antes se incurría.



Y no olvidemos cuánto ha costado avanzar en información, en educación, en los derechos sociales reproductivos. Sectores bastante conservadores criticaron tremendamente las JOCAS.



Son contradicciones difíciles de entender.



El embarazo adolescente presenta un sesgo, además, en la condición socioeconómica y cultural. Es decir, no solo comienza en forma más temprana, sino que también es más numeroso en las comunas más pobres.



Entonces, uno tiene que preguntarse qué hay detrás del fenómeno. ¿Es falta de información? ¿Es falta de educación? ¿Es falta de oportunidades? ¿Es falta de especialistas en salud con respuestas apropiadas y una formación que les permita dialogar con los jóvenes y explicar, de una manera mucho más amplia, no solo los métodos anticonceptivos, sino también la sexualidad en la vida del ser humano, las posibilidades que implica y la diferencia entre una maternidad o una paternidad voluntaria y la que tiene lugar por absoluto desconocimiento?



En consecuencia, juzgo relevante una moción de estas características.



Naturalmente, para su efectividad, tiene que ir acompañada de un gran proceso de socialización y de la disponibilidad, como ya he dicho, de profesionales idóneos, con una adecuada formación, que puedan capacitar a los jóvenes en los ámbitos de la educación, de la salud, con un sentido más amplio de la sexualidad y la afectividad.



Se requiere avanzar, por cierto, en la prevención de estos embarazos, porque, como ya hemos dicho, implican, muchas veces, que muchachas jóvenes estén destinadas a un círculo de pobreza, con las dificultades que esto conlleva.



Mientras más ayudemos a prevenir los embarazos adolescentes -hay que decirlo-, menos abortos habrá, los que se realizan en forma clandestina, en condiciones de riesgo -no hay una estadística segura al respecto- y sin contar con una atención adecuada. 


En la Comisión de Salud se discute otro proyecto, con otras características, totalmente distinto: el que despenaliza el aborto en tres causales.



Rescato el aspecto preventivo de la iniciativa en debate.



Respecto de la otra propuesta legislativa, tengo una opinión favorable y en ese sentido votaré en el momento en que llegue a la Sala. Lo he dicho muchas veces y lo vuelvo a reiterar. 


Volviendo al proyecto en estudio, creo que todos debemos buscar formas para prevenir el embarazo adolescente. Tal problema no es nada positivo y se concentra en las comunas más vulnerables. No actuar es condenar a esos jóvenes a que se mantengan en el círculo de la pobreza, pues enfrentan bastante más dificultades para acceder al ámbito laboral o terminar los estudios.



Por eso, señor Presidente, creo que vale la pena apoyar este proyecto. Cuando se realice la votación, daré mi voto positivo por las características que he señalado.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, el embarazo adolescente es una realidad que no podemos ocultar. En general, no existe en nuestro país una política clara con normas específicas que regule y promueva la prevención del embarazo en adolescentes.



Normas totalmente fragmentadas y sin una cohesión son una de las fallas del sistema. Existen leyes como la Nº 19.927, sobre la protección de menores de 14 años en el ámbito de los delitos sexuales, o la Nº 20.148, que fija normas de información, orientación y prestaciones en materia de fertilidad. Sin embargo, no hay nada concreto respecto de la prevención de estos casos, como acá ya se ha señalado.



No existe un concepto de embarazo adolescente y falta mucho respecto de la atención especializada, con profesionales preparados para trabajar con adolescentes.



La falta de educación sexual conlleva la casi nula conciencia sobre los verdaderos efectos del embarazo adolescente, que a veces hace ver en mitos una realidad inexistente.



También debemos adoptar medidas concretas en la protección de las embarazadas. Lamentablemente, las situaciones de embarazo adolescente nunca se van a terminar; pero existen medidas que se pueden llevar adelante, como dar mayor apoyo en colegios y liceos a los padres menores de edad.



Cuando los adolescentes se enfrentan a la llegada de un hijo a tan corta edad, los conflictos y las dificultades a que este se expone son mucho mayores que los que viven quienes nacen en hogares ya constituidos o de personas adultas, mayores de edad.



Sabemos que para nadie es fácil traer un hijo al mundo; pero más difícil aún es que ese hijo llegue a una edad tan precoz de los padres. 


Además, los problemas de salud que puede conllevar un embarazo adolescente son más elevados, puesto que ese tipo de embarazo es considerado de alto riesgo.



A pesar de eso, sabemos que los inicios sexuales son cada vez más precoces, sobre todo en los sectores socioeconómicos más bajos de nuestro país, y esa es una de las situaciones que debemos tratar de prevenir.



Hay que analizar bien las normas que establece este proyecto de ley. Pero es necesario aprobar la idea de legislar, por la gran importancia que implica esta materia para nuestra sociedad.



La actual situación preocupa. Por lo mismo, tenemos la oportunidad de aprobar esta iniciativa en general, para después analizar su texto a fondo, con mayor profundidad y detención, durante la discusión en particular.



Por eso votaré a favor en el momento oportuno. 



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, este proyecto aborda un problema real que afecta a nuestro país. 


Las cifras entregadas por el Ministerio de Salud son elocuentes: por ejemplo, el número de embarazos adolescentes que se registró en el año 2016 llegó a 22.349 casos. Comparativamente hablando, dicha cantidad disminuyó de forma considerable, pero igual estamos frente a una realidad preocupante.



Para mí, es una principal preocupación, porque la Región de Atacama encabeza la tasa de embarazos adolescentes. Según cifras de la Cartera de Salud, por cada mil embarazos existen 35,13 niños nacidos de jóvenes entre 10 y 19 años, muy por sobre la tasa de 24,07 que registra el país. Le siguen la Región de Coquimbo con 31,4 y la de Antofagasta con 28,9.



Si bien es cierto -lo dije hace un minuto- Chile ha reducido sus índices de embarazo adolescente desde 2008 hasta la fecha en el grupo de entre 15 y 19 años -y se espera que la cifra siga disminuyendo dado el peligro que conllevan estos embarazos, como han planteado otros señores Senadores-, las tasas siguen siendo altas. 


Además, ello trae consigo una serie de conflictos, tanto en los ámbitos afectivo, educacional y laboral para cientos de menores que son padres a temprana edad, como también al interior de su núcleo familiar.



Muchos de los adolescentes que se transforman en padres precozmente, por razones obvias, tienen un menor nivel de escolaridad y, por ende, ven reducidas sus opciones laborales y la posibilidad de mejores remuneraciones en el futuro. 


Y para la familia la noticia es un verdadero terremoto, por todo lo que ello significa: por las expectativas arruinadas para los mismos jóvenes o para sus padres, o por los distintos problemas que se generan, los que en algunos casos los llevan a tomar decisiones peores, como la de hacerse un aborto.



En consecuencia, el proyecto intenta solucionar varias carencias que se han detectado en la legislación respecto del tratamiento de la prevención y protección del embarazo adolescente, y del resguardo de la maternidad y la paternidad derivadas de aquel.



A mi juicio, la iniciativa enfrenta un problema real y va en la línea correcta, ya que apunta hacia la promoción de la educación, prevención y protección del embarazo adolescente en nuestro país. 



Como he señalado, esa realidad trae consigo una serie de consecuencias, como la deserción escolar y las menores posibilidades de encontrar trabajo para los jóvenes que son padres y madres a temprana edad.



En ese sentido, el proyecto en estudio busca fortalecer una institucionalidad a fin de que, como lo han planteado algunos señores Senadores, los esfuerzos que se realicen no estén dispersos, sino integrados en una política de Estado. 



La doctora Claudia Zajer, especialista en ginecología pediátrica y adolescente de la Red de Salud de la Universidad Católica CHRISTUS, ha dicho: “Los hijos de madres adolescentes tienen más riesgo de violencia intrafamiliar, abuso y drogadicción. Para prevenir estos problemas, lo ideal es que la joven embarazada cuente con apoyo psicológico que le ayude a fortalecer su nuevo rol de madre, el vínculo y apego con su hijo y su papel en el período de lactancia”. 



Señor Presidente, según señalan los especialistas en esta materia, a mayor orientación, educación e información sobre sexualidad para nuestros adolescentes, más eficaz será la prevención de embarazos a temprana edad. Sin duda, las campañas, la información y la entrega de antecedentes son necesarias.



Sabemos que muchos de los embarazos adolescentes terminan condicionando el futuro de los prematuros padres para acceder a proyectos educativos o laborales atractivos, que muchas veces son postergados o definitivamente desechados, lo cual merma sus oportunidades y les impide salir del círculo de la pobreza, con lo que se acentúa aún más la vulnerabilidad social en nuestro país.



Por eso, me parece importante, tal como propone este proyecto, avanzar en una política integral que permita implementar de manera efectiva un programa de educación sexual en Chile dirigido a los jóvenes menores de 18 años para disminuir la tasa de embarazo adolescente, sobre todo considerando que en muchos casos los adolescentes, por razones obvias, no son capaces de enfrentar la situación desde el punto de vista económico y familiar. Así, esto se transforma en una carga para sus padres.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, en términos generales, más allá de las estadísticas que se puedan entregar, nosotros consideramos que el proyecto es beneficioso para los adolescentes. Pero, desde nuestra perspectiva, existen varias dudas razonables que en la discusión en particular se deben solucionar.



¿Por qué hay una reducción en las cifras?



Del 2013 al 2016, como lo han señalado algunos Senadores, el número de embarazos adolescentes disminuyó en 10.943 casos. Hace tres años, la cantidad de madres a temprana edad llegaba a 33.292 y  bajaron a 22.349, según datos entregados por el Ministerio de Salud.



Son importantes las estadísticas.



Pero también lo es destacar que dicha baja se debe a muchos factores, principalmente a los programas de anticoncepción y al uso de medicamentos para prevenir un embarazo no deseado.



Conforme a un reporte de Salud Integral de Adolescentes del Ministerio de Salud, en 2013 se entregaron 4.193 dosis de la “píldora del día después”. En ese año la tasa de natalidad con mujeres adolescentes de entre 15 y 19 años fue de 46,3 por cada mil, cuatro puntos menos que el 2012.



Consideramos que debe existir un apoyo para las adolescentes antes, durante y después del embarazo, que no solo se traduzca en la entrega de anticonceptivos o de la “píldora del día después”, sino en un respaldo educativo y psicológico que permita tener conciencia de la responsabilidad que conlleva ser padres.



¿Qué rol cumplen los padres de los adolescentes?



El proyecto, lamentablemente, no incluye la opinión ni la participación de los padres en decisiones sumamente relevantes que pueden tomar los adolescentes. Contempla la aplicación del principio de la autonomía progresiva, que se refiere al nivel de autonomía que los adolescentes adquieren en la medida que crecen y maduran. 



En la práctica, de buena fe, el Derecho presume que los padres valoran y educan a sus hijos en razón de la madurez de cada uno, respetando dicha autonomía. 



Sin embargo, la iniciativa en estudio no incluye en sus principios reconocimiento alguno acerca del rol de los padres en la educación y formación de sus hijos, derecho reconocido en el inciso tercero del artículo 19, número 10º, de la Constitución Política de la República.



A nuestro parecer, los padres son ignorados en el proyecto al consagrarse el derecho de los adolescentes para acceder a métodos anticonceptivos en los centros de salud, incluida la anticoncepción de emergencia. Todo adolescente podrá tener acceso gratuito a anticonceptivos sin el consentimiento de sus padres. La única mención a estos últimos se evidencia a raíz de la obligación que contempla la iniciativa de notificar dicha entrega cuando el adolescente sea menor de 14 años. Pero no existe participación por parte de los padres antes de que los jóvenes accedan a los anticonceptivos.



En relación con la educación sexual, el proyecto obliga a los colegios a desarrollar e implementar planes educativos sobre afectividad, sexualidad y regulación de la fertilidad. Estos programas serán aplicados desde la enseñanza prebásica, sin participación ni consentimiento de los padres respecto de sus contenidos.



Es sumamente grave que desde tan temprana edad se quiera educar a los niños sobre fertilidad o sexualidad. Nosotros consideramos que la educación sexual es una tarea que corresponde a las familias y que no debe ser impuesta por un establecimiento educativo a tan corta edad.



Si bien esa tarea puede ser apoyada por los colegios, siempre tiene que ir acompañada del consentimiento de los padres en lo que respecta a su metodología y contenido.



En conclusión, estimamos que la iniciativa consigna muchos aspectos positivos, los cuales son de gran beneficio para los adolescentes, por lo que sugerimos votar, cuando proceda, a favor de la idea de legislar. Sin embargo, es importante para nosotros que en la discusión en particular se resuelvan las preocupaciones que he mencionado.



En seguida, quiero referirme a una cuestión más política. 



Nosotros hemos señalado que en el Gobierno ha habido una “retroexcavadora ideológica”. Pero ahora también vemos una “retroexcavadora valórica”. 



Y no lo digo por el proyecto que nos ocupa, sino por una iniciativa, cuyos autores son varios miembros de la Nueva Mayoría, encabezados por su candidato presidencial, el señor Guillier, mediante la cual se busca entregarles a niños de kínder contenidos de educación sexual, como lo relativo a las personas trans. ¡A niños de kínder, que no tienen ninguna formación, menos madurez! 



Se pretende que a los menores de prebásica les comiencen a hablar acerca de las personas trans. Yo creo que se están traspasando los límites. 



No es el caso del proyecto en análisis, cuya finalidad es establecer normas sobre prevención y protección del embarazo adolescente.



Señor Presidente, nuestra intención es formular una serie de indicaciones que permitan que los padres tengan mayor injerencia en esa materia.



La madurez de los jóvenes, de los niños es muy distinta. Son diferentes los casos. Y no me parece adecuado que un establecimiento educacional clasifique la madurez y autonomía de los niños.



Con todo, valoramos esta iniciativa en general y, cuando corresponda, la votaremos a favor; pero anunciamos desde ya que presentaremos varias indicaciones para tratar de corregir su texto y de incorporar aspectos importantes, pues nos interesa que la participación de la familia y de los padres quede establecida en las normas de este proyecto de ley.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, ciertamente, voy a apoyar este proyecto de manera entusiasta, con ganas.



A mi juicio, lo que hace esta moción -me habría encantado ser parte de ella-, a diferencia de lo que sostuvieron algunos señores Senadores con antelación, es poner temas valóricos sobre la mesa y hacerse cargo de una realidad.



En Chile ha habido un cambio en la edad de iniciación sexual de los chilenos y las chilenas, básicamente de los jóvenes: hoy día tienen relaciones sexuales a edades más tempranas. Y como consecuencia de ello, ha aumentado el embarazo adolescente. 



Eso no necesariamente tendría que ser así.

El señor PROKURICA.- ¿No?

El señor LAGOS.- Se puede tener relaciones sexuales más temprano en la vida y, con los debidos resguardos e información, evitar los embarazos adolescentes y el contagio de enfermedades de transmisión sexual. 



Sin embargo, la realidad chilena -¡y aquí está el punto!- es que la iniciación sexual temprana se da en todos los estratos socioeconómicos, aunque de manera más profunda en aquellos más vulnerables. No obstante, el embarazo adolescente, consecuencia de esa relación sexual, se observa en forma muy notoria en los sectores más vulnerables.



Eso ha disminuido, como bien me acota el Senador Prokurica, a quien agradezco su aporte -lo digo para que lo registre la televisión; de lo contrario, no se va a entender por qué hago la aclaración-; pero la situación sigue siendo muy injusta.



Aquí se ha hablado de una “retroexcavadora valórica”. Al respecto, llamo a utilizar conceptos más sanos, que nos ayuden a mejorar el entendimiento. 



Reitero: lo que está ocurriendo hoy día en nuestro país es que la juventud comienza sus relaciones sexuales a una edad más temprana en todos los estratos socioeconómicos. Sin embargo, la consecuencia de un embarazo adolescente es marcada, sustantiva y abusadoramente alta en los sectores más bajos. 



La encuesta para la Región Metropolitana es elocuente: el porcentaje de bebés que nacen de adolescentes de entre 15 y 19 años, medido por índice de pobreza, es tremendo: en la comuna de Vitacura, el 0,3 por ciento -o sea, de todas las relaciones sexuales de menores de entre 15 y 19 años que tienen hijos en la capital, solo el 0,3 por ciento ocurre en esa comuna-; en Providencia, el 0,9; en Las Condes, el 1,4; en La Reina no llega al 3 por ciento. Y si uno va a San Joaquín, Renca, La Granja, Melipilla, Cerro Navia, San Ramón, La Pintana, verá que las cifras se elevan al 12, 13, 14, 15 y hasta el 18 por ciento.



Entonces, si vamos a ponerlo en términos valóricos, tenemos una tremenda deuda: dejamos a las adolescentes de los sectores más vulnerables de la sociedad chilena… 

El señor DE URRESTI.- ¡“Pobres”! 

El señor LAGOS.-… a su suerte. 



Está bien, Senador De Urresti: “pobres”, no “vulnerables”. Lo que pasa es que esta es la categoría que usamos en materia estadística.



Lo que se trata de hacer con este proyecto de ley, entonces, es prevenir en algo el embarazo adolescente. No estamos hablando de prevenir las relaciones sexuales, que obedecerá a otro motivo. 



Ciertamente, la iniciativa es mejorable en muchos aspectos. No me cabe duda. Pero viene a hacerse cargo de un problema.



La pregunta es la siguiente: ¿por qué en Vitacura, Las Condes y Providencia el embarazo adolescente es casi inexistente y no se da igual situación en las comunas más modestas, más pobres de Chile? Por la misma razón de que en las primeras la participación de los jóvenes en votación ciudadana es más alta que en las otras comunas de Chile: porque tienen educación, tienen información, tienen conciencia, porque han tenido más oportunidades en la vida. Los jóvenes de Las Condes, Vitacura, Lo Barnechea votan proporcionalmente más que los de municipios más modestos porque saben que su voto tiene importancia. ¿Por qué? Porque tienen educación. Y la misma razón explica que en esos lugares no haya embarazo adolescente, sin perjuicio de la eventualidad de alguno que otro que sea interrumpido al margen de la ley. Pero esa no es la razón: la razón es que tienen información, tienen educación. Y eso es lo que busca este proyecto.



En consecuencia, cuando se señala que los padres no están incorporados, yo diría: al contrario, ¡están incorporados! ¡Cómo se va a reemplazar el rol de los padres!



Lo que hay que preguntarse es qué ocurre en Renca, La Granja, Melipilla, Lo Espejo, Cerro Navia, por mencionar algunas comunas. Pero también podríamos mencionar a Playa Ancha, a Barrancas, en San Antonio, donde el embarazo adolescente es más alto que en otras partes de nuestra región. Y es porque los padres tal vez están ausentes, por diversas consideraciones.



Entonces, la pregunta es: como ellos tienen a sus padres ausentes en materia educacional, por distintas consideraciones, ¿debemos dejarlos abandonados a su suerte?



¡No! Tenemos que hacer prevención.



Hoy, de casualidad, en un whatsapp familiar me llegó el mensaje de una persona que vive en el extranjero diciéndome: “Este libro les entregan a los adolescentes en los liceos públicos de Francia”. Su título es El libro de las infecciones sexualmente trasmisibles. Nosotros tratamos de hacer algo similar en Chile y se forma un escándalo.



Textos de ese tipo son repartidos en escuelas públicas de países desarrollados, o, como yo los llamo, “sociedades más sofisticadas”, que se hacen cargo de sus realidades, en donde el embarazo adolescente también existe, aunque en menor medida que en Chile. Igualmente se da en mayor porcentaje en los guetos de las afueras de París que en las zonas acomodadas de esa ciudad, por las mismas razones que en Chile. La pregunta es cuál es la respuesta que entregan como sociedad. Y como sociedad no cabe más que educar, dar información, ir en apoyo. ¿Para qué? Para prevenir.



Yo soy partidario de que la iniciación sexual se produzca lo más tarde que se pueda, de modo que se lleve a cabo con la máxima madurez, de la mejor forma posible, ojalá con los máximos afectos que existan. Pero la realidad es otra. Y la pregunta es: ¿tapo el sol con un dedo y entonces no educo, no informo, no digo que con el uso del condón se evita la transmisión de enfermedades sexuales y, eventualmente, el embarazo; no promuevo su uso? 





Esa es una opción de vida. Yo no la comparto, y afortunadamente creo que en Chile cada vez menos gente la comparte, como ha quedado demostrado en el debate en esta Sala, porque esta misma conversación, hace quince años, tenía otro tono.



Por eso, me alegro de esta moción. Lo digo muy contento. Y hay que señalar el nombre de sus autores: las Senadoras Carolina Goic y Adriana Muñoz y los Senadores Guido Girardi y Rabindranath Quinteros.  A mí me hubiera encantado estar en esta lista, porque este va a ser un tremendo proyecto, que va a venir a ayudar a informar, a prevenir el embarazo adolescente, a evitar la trasmisión de enfermedades sexuales, a hacerse cargo de una falla estructural de la sociedad chilena: que la falta de oportunidades, la distribución de poder tan injusta, hace que algunas niñas terminen siendo madres a los doce, a los trece, a los quince años, con todo lo que eso conlleva de complejidades, mientras que otras, con más educación, pueden evitarlo, posponer su maternidad, tienen oportunidades en la vida, trabajan, y después crían a sus hijos.



Votaré favorablemente el proyecto, señor Presidente, con gusto y con ganas.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, tengo en mi poder una nota de prensa del 11 de enero de este año que señala que las regiones del norte del país concentran las mayores tasas de embarazo adolescente y superan la media nacional, según cifras del Ministerio de Salud.



El caso más complejo se da precisamente en la Región de Atacama, donde, por cada mil embarazos, 35,13 corresponden a niños nacidos de jóvenes entre diez y diecinueve años, muy sobre la tasa de 24,07 por ciento que registra el país. La siguen Coquimbo, con 31,4, y Antofagasta, que alcanzó 28,9.



El Senador Lagos ha graficado el problema situándolo en comunas. Y las que mencionó son las más pobres de la Región Metropolitana. 



A veces se habla con este eufemismo tan chileno de “zonas vulnerables”. ¡Son pobres! Son lugares donde no solo hay pobreza material, sino también pobreza cultural, pobreza de oportunidades.



Y es precisamente en tal desigualdad donde se genera esta asimetría enorme. No es que los niños y niñas de comunas pobres inicien su vida sexual antes que los niños y niñas de comunas acomodadas. Lo que ocurre es que estos últimos tienen intimidad, tienen condiciones para llevar a cabo una relación sexual, tienen educación, tienen acceso a una biblioteca, tienen, muchas veces, un hogar bien constituido. Y eso es lo que genera en el país una enorme inequidad, una brecha. 



Esa brecha nos lleva a un embarazo adolescente. En las comunas pobres hay un ambiente precario, un ambiente hacinado. Y además existe una inequidad por sexo, porque el padre adolescente puede seguir estudiando…

El señor LAGOS.- ¡Embarazando!

El señor DE URRESTI.-… O embarazando, en tanto que la madre adolescente tiene que desertar del colegio, dedicarse a su hijo, y seguir engrosando una familia que, en lugar de recibir con alegría un embarazo, termina con menos oportunidades. Y esta es una situación de inequidad, de injusticia, que afecta la igualdad de oportunidades. 



Por eso es que uno celebra esta moción, que busca, precisamente, la prevención del embarazo adolescente. Este no se evita, no se disminuye con un decreto, con una norma prohibitiva, sino con educación. Y eso es lo que propone el proyecto y es lo que consigna cada uno de sus artículos, principalmente el 7, ubicado en el Capítulo II, “De la Prevención”, que declara: “Todo adolecente tiene derecho a acceder a una atención de salud sexual y afectiva, en forma oportuna, informada y confidencial, sea ésta en el ámbito público o privado”. 



¡Red de salud, protección, educación!



En el Capítulo IV, “Disposiciones Especiales”, el artículo 18 señala: “La Política Nacional en favor de la Prevención y Protección del Embarazo Adolescente deberá definir objetivos de largo plazo, que tengan, a lo menos, una proyección de 10 años a contar de la entrada en vigencia de esta ley”.



Seguramente mejoraremos el articulado durante la discusión particular, acogiendo las observaciones de especialistas, académicos y parlamentarios, pero creo que lo fundamental es tener certeza y consenso en el diagnóstico. En este país necesitamos mayor educación, necesitamos identificar el problema, visibilizarlo y romper esta brecha mentirosa de inequidad entre comunas ricas y comunas pobres.



Es absolutamente falaz que las cifras del cero coma y tanto que señalaba el Senador Lagos para las comunas más acomodadas contrasten con las enormes cifras de sectores más pobres.



¿Qué hacemos? ¡Son niños y niñas de la misma edad! ¿Dónde está la inequidad?



¡En la educación, en la formación! Y esto, obviamente, desde el hogar. 



Pero ahí donde falla el hogar, donde fallan los padres, donde existen familias disgregadas o que no están bien constituidas porque faltan uno o ambos padres, debe estar el Estado, debe estar el colegio.



El artículo 12 del proyecto establece: 



“Los establecimientos educacionales de Educación Pre-Básica, Básica y Media, ya sean públicos o privados, elaborarán e implementarán planes de educación sobre afectividad, sexualidad y regulación de la fertilidad, para ser aplicados desde la Educación Pre-Básica.



“Igualmente, tales establecimientos elaborarán e implementarán programas de orientación sobre afectividad, sexualidad y regulación de fertilidad para padres y apoderados. 



“Los profesionales de la educación deberán recibir cursos de actualización sobre orientación, afectividad, sexualidad y regulación de la fertilidad”.



Aquí lo que estamos haciendo es prevenir y educar. 



Por eso, felicito a cada uno de los colegas autores de esta iniciativa. E invito a sumarnos con fuerza para evitar el conservadurismo, la caricatura. Si vencemos esta inequidad, esta desigualdad, tendremos una juventud más integrada y disminuiremos el embarazo adolescente, que muchas veces dificulta el crecimiento de una niña, principalmente porque este problema se radica en el ámbito de la mujer, que la mayoría de las veces debe hacerse cargo de la criatura, con la consiguiente deserción escolar. 



Votaré a favor, señor Presidente. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Un Comité ha pedido aplazamiento de la votación, así que el proyecto quedará para seguir siendo tratado en el primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria del próximo martes.





--Queda pendiente la discusión general.
VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor LABBÉ (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)-----------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes: 



De la señora ALLENDE:



Al señor Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas de Atacama, para que informe sobre ESTADO DE TRABAJOS Y EVENTUAL INVERSIÓN PÚBLICA DESTINADOS A CONSTRUCCIÓN, REPARACIÓN O REPOSICIÓN DE CAMINOS Y VÍAS LATERALES O SECUNDARIAS DE TERCERA REGIÓN Y, EN PARTICULAR, SOBRE PLAN DE REPOSICIÓN DE RUTAS SECUNDARIAS ANUNCIADO POR SEREMÍA.



Del señor GIRARDI:



Al señor Alcalde de Linares, solicitándole diversos antecedentes referidos a CUMPLIMIENTO DE ORDENANZA MUNICIPAL SOBRE TENENCIA RESPONSABLE Y PROTECCIÓN ANIMAL DE MASCOTAS EN COMUNA DE LINARES. 


Del señor PROKURICA:



Al señor Superintendente de Servicios Sanitarios de Atacama, para que informe acerca de RESULTADOS, POR COMUNA, DE ESTUDIOS FÍSICO-QUÍMICOS DE AGUA POTABLE REALIZADOS ENTRE 2014 Y 2017.



Al señor Intendente de Atacama, requiriéndole que especifique CANTIDAD DE SUBSIDIOS DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO ENTREGADOS EN 2016, MONTO TOTAL GASTADO Y DESTINO DE RECURSOS NO USADOS, Y CIFRA MÁXIMA DE SUBSIDIOS POR OTORGAR EN 2017, CON FECHA DE CORTE AL 30 DE ABRIL.


Al señor Secretario Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones de Atacama, para que informe acerca de MOTIVOS PARA IMPEDIR USO DE PARADERO DE COLECTIVOS EN COMUNA DE COPIAPÓ.



Y a la señora Directora de la Superintendencia de Educación de la Región de Atacama, para que entregue diversos antecedentes con relación a SITUACIÓN DE ESTABLECIMIENTO EDUCACIONAL MIGUEL ZAMBRANO, COMUNA DE COPIAPÓ, POR ABANDONO DE SU ADMINISTRACIÓN POR PARTE DE SOSTENEDOR.

)-----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En Incidentes, no harán uso de su tiempo los Comités Partido Por la Democracia y Partido Demócrata Cristiano e Independiente. 



En el turno del Comité Partido Renovación Nacional, tiene la palabra el Senador señor Allamand.

INTERROGANTES ANTE PRÓXIMA LICITACIÓN DE TRANSANTIAGO. OFICIO
El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, el Transantiago se ha transformado en una pesadilla interminable. Desde hace ocho años existe una situación particularmente compleja, porque, tal como se hizo ver con motivo de la renuncia del ex Ministro de Transportes, señor Gómez-Lobo, los actuales índices del sistema no pueden ser peores: el déficit continúa, los tiempos de espera se extienden, la evasión sigue al alza, etcétera. 



Por eso, lo que corresponde es formular -y es lo que motiva esta intervención- un conjunto de interrogantes al Ministerio de Transportes, particularmente a su titular, por lo siguiente. 



1.- El Gobierno ha cambiado el itinerario de licitación del Transantiago. En principio, se había anunciado que las bases de licitación ingresarían a la Contraloría en abril, pero ello no ocurrió. Extraoficialmente se ha señalado que las bases en cuestión se enviarían al órgano contralor en el presente mes de mayo, y también que la adjudicación tendría lugar en febrero del 2018. 



Por tanto, resulta fundamental que la referida Cartera informe a esta Corporación: 



a) ¿Cuáles son oficialmente las razones del retraso, indicando quién es la autoridad responsable de este?



No escapará a la Sala que el simple retraso en una licitación tan importante como esta, sin que nadie asuma la consiguiente responsabilidad, ya es algo completamente impropio. 



b) ¿Cuál es el cronograma actualmente definido por el Gobierno, precisando todas las etapas del proceso, desde el ingreso a la Contraloría de las bases aludidas, la fecha de adjudicación y, por cierto, la fecha de suscripción de los contratos respectivos?



2.- Hasta ahora, la información disponible indica que el Gobierno tiene previsto que la adjudicación de la licitación se llevará a cabo en febrero del 2018. Pero los contratos actuales de los servicios terminan en octubre del próximo año. 



En consecuencia, surgen dos interrogantes: 



a) ¿Estima el Gobierno que tal plazo -aproximadamente, de ocho meses, es decir, desde febrero hasta octubre- es suficiente para que los nuevos adjudicatarios puedan adquirir, importar y operar los buses necesarios para cumplir con su obligación?



b) ¿No considera el Gobierno que dicho plazo constituye una ventaja indebida para los actuales operadores del sistema?



3.- El Gobierno ha informado que se dispone a expropiar o comprar doce terminales con el objeto de eliminar las barreras de entrada a este proceso de licitación.



Pues bien: 



a) ¿Cuántos terminales efectivamente se piensa expropiar y cuántos adquirir? ¿Cuál es el monto de los recursos previstos para ambas hipótesis? ¿Cuál es la fuente de tales recursos?



b) ¿Esos terminales son los que actualmente utilizan los operadores del sistema, o serán distintos? 



c) ¿Serán simplemente depósitos de buses, puntos de regulación, o terminales propiamente tales?



d) Frente a la premura de este proceso de licitación en que están involucrados millones de dólares, ¿cuál es el plazo previsto para la compra y para la expropiación? Todos sabemos que un proceso expropiatorio es habitualmente extenso. 



En consecuencia, sería importante que se efectuara la aclaración pertinente.



4.- La empresa SUBUS se encuentra en reorganización judicial desde hace más de un año. En diversas oportunidades se ha señalado que existe ya un acuerdo entre el Gobierno, los acreedores y la empresa. 



Lo que se requiere es que el Ministerio de Transportes informe a esta Corporación sobre: 



a) ¿Cuáles han sido, durante dicho proceso, las propuestas que el Gobierno ha formulado a la empresa o a la junta de acreedores? 



b) ¿Por qué no se ha formalizado tal acuerdo? 



¡Cómo va a ser razonable que una empresa se encuentre en reorganización judicial durante más de un año! 



c) ¿De qué forma se pretende resguardar el pago de indemnizaciones a los trabajadores luego del término del contrato de esta operadora?



d) Y, por último, algo extraordinariamente significativo para la licitación: ¿estará autorizada la empresa SUBUS para participar en la futura licitación, considerando su trayectoria y la situación judicial que la afecta?



5.- La empresa Alsacia-Express también ha solicitado su reorganización judicial. 



Entonces:



a) ¿Cuál es la situación de esta empresa? 



b) ¿Le ha efectuado propuestas el Ministerio de Transportes, como ocurrió en el caso de SUBUS? Y, de ser así, ¿cuáles serían esas propuestas?



c) Y, por último, al igual que con SUBUS, ¿estará autorizada una empresa insolvente para participar en la futura licitación?



6.- El Ministerio de Transportes ha anunciado que la licitación de los servicios complementarios del Transantiago se realizará en el próximo Gobierno, es decir, se posterga. 



a) ¿Cuáles son los motivos técnicos que justifican esa medida?



b) ¿Cuáles son los costos asociados a la prórroga de los contratos de Sonda, del Metro, del AFT y de Indra?



c) Y, ¿cuál es el plazo previsto para tales prórrogas?



7.- Por último, frente a este cúmulo de situaciones no aclaradas, resulta extraordinariamente importante que el Gobierno, a través del Ministerio de Transportes, envíe a esta Corporación un detalle pormenorizado de los estudios, consultorías, instituciones, profesionales y costos, incluyendo precios de los contratos, honorarios y, en general, de todo gasto asociado a la elaboración tanto de las bases de la licitación como de la asesoría con que el Transantiago ha contado para su funcionamiento desde el 2014 hasta la fecha, es decir, durante todo el actual Gobierno. 



En consecuencia, señor Presidente, pido despachar este oficio al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones solicitando la información que acabo de reseñar. 



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Los Comités Partido Socialista e Independiente y Partido Unión Demócrata Independiente no intervendrán. 



En el tiempo del Comité Independientes y Partido Amplitud, tiene la palabra el Honorable señor Horvath. 

MEDIDAS DE SEGURIDAD PARA ZONAS DE RIESGO DURANTE FAENAS DE ENSANCHAMIENTO DE CAMINO AUSTRAL. OFICIOS

El señor HORVATH.- Señor Presidente, el día 1° de mayo, después de una intensa lluvia y malas condiciones climáticas en la Región de Aisén, se produjo un lamentable accidente en una zona de faenas del camino austral, que se está ensanchando para su pavimentación, específicamente en el sector del fiordo Puyuhuapi, donde por desgracia falleció una pareja de oftalmólogos que iba a prestar servicios en esa parte del territorio.



En esta materia, alertadas por las malas condiciones climáticas y las faenas que se llevan a cabo en zonas acantiladas y en áreas de riesgo asociadas a la principal falla geológica de Chile, que va desde el istmo de Ofqui hasta Liquiñe en la Región de La Araucanía, las distintas comunidades solicitan específicamente que, mientras duren estos trabajos y existan condiciones de peligro, se implemente con urgencia un sistema de transbordadores (en algún minuto operó) para garantizar la integración física mediante el paso de vehículos, pasajeros y otros elementos de manera segura.



La Región de Aisén, en el centro de la Patagonia, es una zona de montaña; por lo tanto, siempre va a estar sujeta a condiciones de riesgo. Pero con estudios geotécnicos, con diseños apropiados, sin alterar la naturaleza, desde luego se puede convivir, y en buena forma. 



Justamente por ello, solicito que se oficie en ese sentido no solo al Ministro de Obras Públicas y al Director Nacional de Vialidad -con quien me contacté ayer-, sino también a la Ministra de Minería y al Director Nacional del Servicio Nacional de Geología y Minería, institución con la cual Obras Públicas tiene convenio, a fin de que se haga una prospección de las áreas de riesgo y se tomen las medidas correspondientes. Estas pueden ir desde cambiar el sistema de faenas, disponer algunos lugares de observación y monitoreo con comunicaciones adecuadas hasta soluciones de carácter geotécnico, por ejemplo, evitar cortes en algunos lugares y hacer voladizos falsos hacia el sector del mar.



Del mismo modo, como estos transbordadores significan un mayor costo para la movilización de la zona, también solicito que se oficie sobre esta materia a la Ministra de Transportes, para que exista una subvención, pues son comunidades completas de las provincias de Aisén y de Coihaique -es el caso de la comuna de Lago Verde- las que deberán movilizarse por este sector mientras duren estos trabajos.



Además, el gran beneficio de acondicionar los modos de trabajo y los diseños a la naturaleza sería conseguir lo que en definitiva también queremos: un camino de carácter escénico, sobre todo en un proyecto de carretera que, a estas alturas, ya tiene 2 mil 950 kilómetros de extensión entre Puerto Montt y Puerto Williams, y que pasará por la red de parques más grande y más atractiva que tengamos a nivel internacional.



Gracias, señor Presidente.



--Se anuncia el envío de los oficios requeridos, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:42.    








Manuel Ocaña Vergara,








 Jefe de la Redacción
ANEXOS

SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA NÚMERO 365

ACTAS APROBADAS

SESIÓN 11ª, ORDINARIA, EN MARTES 2 DE MAYO DE 2017


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Andrés Zaldívar; del Vicepresidente Honorable Senador señor Guido Girardi y accidental de la Honorable Senadora señora Adriana Muñoz.


Asisten los Honorables Senadores señoras Goic, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, García, Guillier, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio y Walker, don Patricio.

Concurre, asimismo, la Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Tapia.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende, respectivamente.

- - -


Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 37.
- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 7ª y 8ª, ordinarias, de los días 11 y 12 de abril, respectivamente; que no han sido observadas.


Asimismo, las actas de las sesiones 9ª, especial y 10ª, ordinaria, ambas del día 18 de abril, se encuentran en Secretaría, a disposición de Sus Señorías, hasta la sesión próxima para su aprobación.
- - -

CUENTA

Mensaje

De S.E. la Presidenta de la República


Con el que retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación del proyecto de ley que regula la despenalización de la interrupción voluntaria del embarazo en tres causales (Boletín N° 9.895-11).


-- Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Expide copia de la sentencia definitiva pronunciada en el control de constitucionalidad del proyecto de ley que modifica el Código Penal, el decreto ley N° 645, de 1925, sobre el Registro General de Condenas, y la ley N° 20.066, de violencia intrafamiliar, destinado a aumentar la penalidad y demás sanciones aplicables para delitos cometidos en contra de menores y otras personas en estado vulnerable (Boletines Nos 9.279-07, 9.435-18, 9.849-07, 9.877-07, 9.904-07 y 9.908, refundidos).


Remite copia de las sentencias dictada en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de los artículos 102 A a 102 M, de la ley N° 19.968, que crea los tribunales de familia.


-- Se manda archivar los documentos.


Adjunta resoluciones dictadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de las siguientes disposiciones:


- Artículo 1°, inciso segundo de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y del inciso segundo del artículo 17 B de la ley N° 17.798, sobre control de armas.


- Inciso primero del artículo transitorio de la ley N° 20.281, que modifica el Código del Trabajo en materia de salarios base.


- Artículo 75, inciso primero, de la ley Nº 18.695 Orgánica Constitucional de Municipalidades.


- Inciso final del artículo 18 del Código Penal.


- Artículo 449, N° 1, del Código Penal.


- Inciso noveno del artículo 12 de la ley N° 20.179, que establece un marco legal para la constitución y operación de sociedades de garantía recíproca.


- Incisos segundo, tercero y cuarto, del artículo 773 del Código de Procedimiento Civil.


- Artículos 195, inciso tercero, y 196 ter de la ley N° 18.290, de Tránsito.


- Letra a) del numeral 11 del artículo 24 transitorio de la ley              N° 20.780, de reforma tributaria que modifica el sistema de tributación de la renta e introduce diversos ajustes en el sistema tributario.


- Inciso primero del artículo 58 del Código del Trabajo y del inciso primero del artículo 17 del decreto ley N° 3.500, de 1980, que establece nuevo sistema de pensiones.


- Artículo 167 del Código de Procedimiento Civil.


-- Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

De la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social


Remite respuesta a solicitud de información, expedida en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca del número de contratos de trabajo de personas extranjeras y la estimación de desempeño informal, en los últimos cinco años.

Del señor Ministro de Obras Públicas


Responde inquietud, planteada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, sobre el Estudio de Diagnóstico de Puentes e Implementación de un Sistema de Gestión para su Conservación, indicando su cronograma de desarrollo y los objetivos del mismo.


Envía respuestas a solicitudes, remitidas en nombre del Honorable Senador señor Matta, para informar sobre los siguientes asuntos:


- Realización del Programa Nacional de Pasarelas para entregar una solución de conectividad a la ribera sur del río Achibueno, entre las pasarelas El Peñasco y Vega de Salas, en Linares.


- Posibilidad de considerar durante el año 2017, los proyectos de mejoramiento de caminos individualizados, en la comuna del Maule.

De la señora Ministra de Minería


Adjunta respuesta a preocupación, manifestada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca de los incendios forestales producidos en el último tiempo en distintas regiones del país y su relación con un proyecto de su autoría sobre construcción en lugares de riesgo geológico o forestal.

Del señor Ministro de Energía


Responde inquietud, planteada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, sobre el taller de capacitación “La información como piedra angular de la mitigación y los instrumentos de precios al carbono en Chile”, en el marco del proyecto “Precio al Carbono Chile”.


Anexa copia del informe sobre la emisión de gases de efecto invernadero en el país y políticas para enfrentar impactos del cambio climático; solicitud expresada en nombre del Honorable Senador señor Navarro.

Del señor Ministro del Medio Ambiente


Envía contestación a peticiones, enviadas en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, para informar sobre las siguientes materias:


- Taller de capacitación “La información como piedra angular de la mitigación y los instrumentos de precios al carbono en Chile”, en el marco del proyecto “Precio al Carbono Chile”.


- Proyecto de bioingeniería que pretende repoblar las riberas de la laguna principal del humedal Campiche, en la comuna de Puchuncaví.

De la señora Subsecretaria de Educación


Contesta petición de información, formulada en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, acerca de las razones que fundamentan la resolución exenta que termina con los aportes y subvenciones dispuestos en la ley N° 20.248, para veintiún establecimientos educacionales de la Región de Atacama. 

Del señor Subsecretario de Pesca y Acuicultura


Anexa datos sobre las medidas adoptadas para la protección del recurso huiro en la comuna de Tocopilla; materia consultada en nombre del Honorable Senador señor Guillier.

Del señor Superintendente de Salud


Atiende peticiones de información, manifestadas en nombre del Honorable Senador señor Navarro, en relación a las siguientes materias:


- Razones de la falta de advertencia a la población de las marcas de carnes en mal estado importadas desde Brasil.


- Informe de fiscalización sobre la comercialización de pescados y mariscos a nivel nacional.

Del señor Secretario Regional Ministerial de Educación

de la Región del Maule


Da respuesta a solicitud, expresada en nombre del Honorable Senador señor Matta, para informar si las listas de útiles escolares y de aseo, solicitadas a ciertos cursos en el año académico 2017 de la Escuela Alfredo Noguera Prieto de Peñuelas, de la comuna de Villa Alegre se ajustan a las políticas de esa Cartera.

Del señor Secretario Regional Ministerial (S) del Medio Ambiente

de la Región de Valparaíso


Envía datos sobre autorizaciones otorgadas a las empresas industriales para funcionar en la zona cercana al complejo educacional Sargento Aldea de Ventanas, comuna de Puchuncaví, y las denuncias presentadas en los últimos cinco años por daños medioambientales y de salud en esa zona; consulta formulada en nombre del Honorable Senador señor Navarro.

De la señora Directora del SERVIU Región de Antofagasta


Da respuesta a petición, expresada en nombre del Honorable Senador señor Araya, para informar acerca de la solicitud de saneamiento de título gratuito de propiedad presentada por la persona individualizada, para un inmueble ubicado en la comuna de Taltal.

Del señor Director (T y P) del Servicio de Salud Araucanía Sur


Atiende preocupaciones, manifestadas en nombre del Honorable Senador señor García, acerca de los siguientes asuntos:


- Estado de avance del proyecto de recuperación de siete pabellones del Hospital Hernán Henríquez Aravena.


- Considerar un Centro de Diálisis en el nuevo hospital Dr. Eduardo González Galeno.

Del señor Director del Servicio de Salud de Talcahuano


Informa respecto de la toma de muestras de sangre para detectar la presencia de metales pesados en los habitantes de los sectores de Medio Camino, San Vicente, Diego Portales y Libertad; consulta realizada en nombre del Honorable Senador señor Navarro.

De la señora Directora Ejecutiva Nacional del Ministerio Público


Envía información, consultada en nombre del Honorable Senador señor Pérez Varela, acerca del presupuesto asignado por ese servicio a las fiscalías.

Del señor Secretario Ejecutivo de la Asociación de Municipalidades 
de la Región de Los Ríos para el Manejo Sustentable de Residuos y la Gestión Ambiental


Adjunta antecedentes relativos al proyecto “Planta Regional de Reciclaje Los Ríos”, en la salida sur de la ciudad de Valdivia; materia solicitada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti.

Del señor Secretario General de Carabineros


Da respuesta sobre el número de denuncias presentadas por el delito de abigeato en la provincia de Curicó, en los últimos cinco años, y el destino de las mismas; materia consultada en nombre del Honorable Senador señor Coloma.

Del señor Rector de la Universidad Católica de la Santísima Concepción


Contesta petición, manifestada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, en relación a los estudios efectuados para detectar la presencia de metales pesados en suelos de los sectores de Medio Camino, San Vicente, Diego Portales y Libertad, en la ciudad de Talcahuano.

De la señora Administradora del Juzgado de Garantía de Antofagasta


Atiende preocupación, manifestada en nombre del Honorable Senador señor Araya, en relación a las causas falladas y audiencias de formalización realizadas desde el año 2015 a la fecha, por el delito de usura.


Se ha recibido, además, el Balance de Gestión Integral del año 2016, en cumplimiento del artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, de la Subsecretaría de Servicios Sociales y servicios relacionados.


-- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


Segundo informe de la Comisión Especial encargada de tramitar proyectos relacionados con los niños, niñas y adolescentes, e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea la Defensoría de los Derechos de la Niñez (Boletín N° 10.584-07) (con urgencia calificada de “simple”).


De las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fortalece la composición de los tribunales que indica, asignando una dotación adicional de 110 jueces (Boletín N° 10.611-07) (con urgencia calificada de “simple”).


-- Quedan para Tabla.

Mociones


De los Honorables Senadores señor Chahuán, señora Van Rysselberghe y señores Araya, Letelier y Navarro, con la que inician un proyecto de ley que concede la nacionalidad por gracia al ciudadano norteamericano señor Steven Colon Santos (Boletín Nº 11.201-17).


-- Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.


Del Honorable Senador señor Quinteros, con la que da inicio a un proyecto de ley para interpretar el artículo 4° de la ley N° 20.825, que amplía el plazo de cierre para otorgar nuevas concesiones en acuicultura, en lo relativo a la expresión “acuicultura de pequeña escala” (Boletín Nº 11.203-21).


-- Pasa a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.


Del Honorable Senador señor Chahuán, con la que inicia un proyecto de ley que modifica el Código Civil, en lo relativo a la revisión judicial de contratos civiles y mercantiles, en los casos que indica (Boletín Nº 11.204-07).


-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y se manda poner en conocimiento de la Excma. Corte Suprema, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República.


De los Honorables Senadores señor Tuma y señora Muñoz, con la que comienzan un proyecto de ley sobre protección de los derechos de los trabajadores en la era digital (Boletín Nº 11.208-13).


-- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

- - -


Terminada la Cuenta llegan a la Mesa los siguientes documentos:

Acuerdo


De la Comisión Bicameral del Artículo 66 A, de la Ley Orgánica del Congreso Nacional, relativo a la designación de los integrantes del Comité de Auditoría Parlamentaria.


-- Queda para Tabla.

Solicitud de permiso constitucional

Del Honorable Senador señor Pizarro para ausentarse del país a contar de esta fecha.


-- Se accede a lo solicitado.

- - -


La Sala acuerda, a petición del Honorable Senador señor Larraín, autorizar a la Comisión de Relaciones Exteriores para discutir, en general y en particular durante el primer informe, el proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales con el objeto de modernizar el Ministerio de Relaciones Exteriores (Boletín N° 6.106-10).
- - -

ACUERDOS DE COMITÉS


El Secretario General informa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos:

1.- Analizar en segundo lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de hoy, el proyecto de ley signado con el número 8, que modifica el decreto ley N° 3.500, de 1980, que establece Nuevo Sistema de Pensiones, con el objeto de eliminar el beneficio de que gozan las AFP en materia de intereses de las cotizaciones previsionales adeudadas. (Boletín N° 10.708-13).


2.- Tratar en la Tabla de Fácil Despacho de la sesión ordinaria de mañana miércoles 3, los siguientes asuntos, si no se alcanzaren a despachar en esta sesión:


- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Protocolo de Asunción sobre Compromiso con la Promoción y Protección de los Derechos Humanos del MERCOSUR”, suscrito en Asunción, República del Paraguay, el 20 de junio de 2005 (Boletín N° 10.994-10).


- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Protocolo de Enmienda al Convenio de Integración Cinematográfica Iberoamericana”, suscrito en Córdoba (Boletín N° 10.996-10).


- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Acuerdo Latinoamericano de Coproducción Cinematográfica, adoptado en Caracas, Venezuela, el 11 de noviembre de 1989, y su Protocolo de Enmienda”, suscrito en la ciudad de Bogotá, Colombia, el 14 de julio de 2006 (Boletín N° 10.997-10).


3.- Adelantar la semana regional del mes de mayo, a la semana del lunes 22 al viernes 26.


4.- Rendir homenaje a la memoria de don Agustín Edwards Eastman a la 18:00 horas de la sesión del martes 16 de mayo del presente.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que establece un procedimiento simplificado para la regularización de edificaciones de Bomberos de Chile.

(Boletín N° 10.990-14)


El Presidente pone en discusión en particular el proyecto de ley de la referencia.


El Secretario General informa que la iniciativa fue aprobada en general en sesión de 22 de marzo de 2017, y cuenta con un segundo informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo que deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones ni de modificaciones.

Agrega que la Comisión de Vivienda y Urbanismo efectuó una enmienda al proyecto de ley aprobado en general, la que fue acordada por unanimidad, por lo que debe ser votada sin debate, salvo que algún senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión a su respecto o existieren indicaciones renovadas.


Hace presente que se presentó una indicación renovada.

- - -


Enmienda propuesta por la Comisión de Vivienda y Urbanismo al proyecto de ley aprobado en general:

Artículo único

o o o


Intercalar, a continuación del inciso segundo, los siguientes, nuevos:


“Con todo, en caso de que la solicitud de regularización fuere rechazada por no cumplir con los requisitos exigidos por la ley, los peticionarios podrán, dentro del plazo de treinta días, enmendar o subsanar las observaciones motivo del rechazo y dar cumplimiento a la normativa.


No obstante, vencido el término contemplado en el inciso anterior, siempre será posible realizar un nuevo ingreso de solicitud, caso en el cual se estará al mismo procedimiento y plazo establecidos en el inciso primero de este artículo.”.

o o o

Inciso tercero


Pasa a ser inciso quinto, sin modificaciones.

- - -


El Presidente ofrece la palabra y hacen uso de ella los Honorables Senadores señores Prokurica, García, Quintana, Tuma y Pérez Varela.


Enseguida pone en votación la enmienda propuesta por la Comisión de Vivienda y Urbanismo.


El resultado es de 27 votos favorables.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín y Van Rysselberghe y señores Allamand, Araya, Bianchi, Coloma, De Urresti, García, Girardi, Guillier, Horvath, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio y Zaldívar.

Fundan su voto a favor los Honorables Senadores señor Lagos, señora Pérez San Martín y señores Navarro, De Urresti y Coloma.


Terminada la votación manifiestan su intención de voto favorable los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Chahuán.

- - -


El Vicepresidente declara aprobada la enmienda y, enseguida, pone en votación la indicación renovada correspondiente al Nº 4 del Boletín de Indicaciones.


Dicha indicación busca reemplazar en el inciso primero del Artículo Único la expresión “tres años” por “cinco años”.


El resultado es de 18 votos aprobatorios.


Votan favorablemente los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz y Pérez San Martín y señores Araya, Bianchi, Coloma, De Urresti, García, Girardi, Horvath, Larraín, Letelier, Matta, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Rossi e Walker, don Ignacio.


Terminada la votación manifiestan su intención de voto favorable los Honorables Senadores señores Quintana, Quinteros, Chahuán y Tuma.


El Vicepresidente declara aprobada la indicación.

- - -


El Vicepresidente pone en votación la indicación que autoriza la Sala presentar en esta instancia. 


El texto de la indicación incorpora al artículo único un inciso final del siguiente tenor: “Además, en esta materia regirá lo establecido en el número 1 del artículo 41 del decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre rentas municipales, en lo relativo a rebajas de derechos.”.

El resultado de la votación es de 20 votos aprobatorios.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín y Von Baer y señores Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, García, Girardi, Horvath, Larraín, Letelier, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros y Walker, don Ignacio.


Fundan su voto a favor los Honorables Senadores señores García y Letelier.

- - -


El Vicepresidente declara aprobado en particular el proyecto de ley.

- - -


Queda terminada la tramitación de esta iniciativa.


El texto despachado por el Senado es el que sigue:


“Artículo único.- Los Cuerpos de Bomberos y la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile, propietarios o comodatarios de bienes raíces urbanos o rurales destinados a sus fines propios, tales como cuarteles de bomberos, centros o campos de entrenamiento y casas de cuarteleros, que hayan construido con o sin permiso de edificación y que no cuenten con recepción definitiva o que hayan materializado de hecho el cambio de destino de las edificaciones existentes en forma no concordante con los usos de suelo permitidos por los planes reguladores, podrán regularizar su situación, dentro del plazo de cinco años contado desde la publicación de esta ley, cumpliendo únicamente con las disposiciones contenidas en el Título II de la ley N° 20.898, a excepción de lo señalado en el numeral 3) del artículo 5°, en las letras a) y d) del artículo 6° y en el artículo 7° de dicha ley.


Sin perjuicio de lo anterior, si los cuarteles respectivos se ubicasen colindando total o parcialmente con un área verde podrán abrirse vanos de ventanas o inclusive contemplar un acceso peatonal a aquéllos. Las edificaciones objeto de esta regularización no podrán tener acceso por pasajes y deberán cumplir con las exigencias de seguridad contra incendio de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, salvo las destinadas al cuartel o la casa del cuartelero que tenga un máximo de dos pisos, en cuyo caso la resistencia al fuego en todos sus elementos y componentes soportantes será a lo menos F-30, siempre que el muro de adosamiento o muro divisorio, según corresponda, cumpla con las exigencias en la misma materia señalada por esa Ordenanza. Además, las edificaciones o la parte de éstas destinadas al box de carros bomba deberán disponer de sistemas de ventilación, naturales o forzados, para la eliminación de gases de combustión de esos vehículos.


Con todo, en caso de que la solicitud de regularización fuere rechazada por no cumplir con los requisitos exigidos por la ley, los peticionarios podrán, dentro del plazo de treinta días, enmendar o subsanar las observaciones motivo del rechazo y dar cumplimiento a la normativa.


No obstante, vencido el término contemplado en el inciso anterior, siempre será posible realizar un nuevo ingreso de solicitud, caso en el cual se estará al mismo procedimiento y plazo establecidos en el inciso primero de este artículo.


Para efectos de esta ley, las edificaciones a que se refiere el presente artículo se considerarán como equipamiento y les será aplicable, en lo pertinente, lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 116 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


Además, en esta materia regirá lo establecido en el número 1 del artículo 41 del decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre rentas municipales, cuyo texto refundido y sistematizado fue fijado por el decreto Nº 2.385, del Ministerio del Interior, de 1996, en lo relativo a rebaja de derechos.”.
- - -

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto ley N° 3.500, de 1980, que establece Nuevo Sistema de Pensiones, con el objeto de eliminar el beneficio de que gozan las AFP en materia de intereses de las cotizaciones previsionales adeudadas.

(Boletín N° 10.708-13)


El Vicepresidente, conforme a los acuerdos de los Comités, pone en discusión en general el proyecto de ley de la referencia.


El Secretario General informa que el objetivo de la iniciativa es establecer que los reajustes e intereses que derivan del cobro de cotizaciones previsionales adeudadas, incluidos sus recargos, serán abonados conjuntamente con el valor de las cotizaciones en la cuenta de capitalización individual del afiliado. Asimismo, propone que solo serán de beneficio de la respectiva administradora de fondos de pensiones las costas de cobranza que hubieren obtenido.


Añade que la Comisión de Trabajo y Previsión Social discutió este proyecto en general y en particular por tratarse de aquellos de artículo único, y lo aprobó en general y en particular, con las modificaciones que consigna en su informe, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Goic y Muñoz y señores Larraín y Letelier.


El Vicepresidente ofrece la palabra y hace uso de ella la Honorable Senadora señora Goic, quien explica el contenido del informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social.


Enseguida pone en votación en general la iniciativa.


El resultado es de 20 sufragios favorables.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz y Von Baer y señores Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Girardi, Horvath, Larraín, Letelier, Montes, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros; Walker, don Ignacio y Walker, don Patricio.


Fundan su voto de aprobación los Honorables Senadores señor Larraín, señora Muñoz y señores Bianchi, Prokurica, Letelier y Horvath.


Terminada la votación manifiesta su intención de voto favorable el Honorable Senador señor Guillier.

- - -


El Vicepresidente declara aprobado en general el proyecto de ley y, asimismo, en particular por no haberse presentado indicaciones ni solicitado plazo para formularlas.

- - -


Queda terminada la tramitación de esta iniciativa.


El texto despachado por el Senado es el que sigue:


“Artículo único.- Sustitúyese el inciso vigésimo del artículo 19 del decreto ley N° 3.500, de 1980, que Establece Nuevo Sistema de Pensiones, por el siguiente:


“Los reajustes e intereses, incluidos los recargos a que se refieren los incisos undécimo y duodécimo, serán abonados conjuntamente con el valor de las cotizaciones en la cuenta de capitalización individual del afiliado. Serán de beneficio de la Administradora sólo las costas de cobranza.”.”.

Disposiciones Transitorias

 
Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia el día primero del mes posterior a su publicación en el Diario Oficial.


Artículo segundo.- La presente ley no se aplicará a los intereses, incluidos los recargos a que se refieren los incisos undécimo y duodécimo del artículo 19 del decreto ley N° 3.500, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, de 1980, devengados y no pagados, respecto de los cuales las Administradoras de Fondos de Pensiones hayan iniciado la cobranza judicial antes del 1 de abril de 2017.”.”

- - -

Proyecto de ley, en primer trámite  constitucional, que modifica la ley N° 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, estableciendo garantía para los bienes durables.

(Boletín Nº 10.452-03).

El Vicepresidente pone en discusión en general el asunto de la referencia.


El Secretario General informa que el objetivo principal del proyecto es regular la garantía de los bienes muebles durables que por su esencia han de tener larga vida útil en manos del consumidor, como los electrodomésticos, los productos tecnológicos y los vehículos.


Añade que la Comisión de Economía discutió la iniciativa solamente en general, aprobando la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Moreira, Pizarro, Quinteros y Tuma.


El Vicepresidente ofrece la palabra y hace uso de ella la Honorable Senadora señora Von Baer.


Enseguida el Presidente pone en votación en general la iniciativa.


El resultado es de 16 votos favorables.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Larraín, Letelier, Montes, Navarro, Ossandón, Prokurica, Quinteros, Tuma; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.

Fundan su voto de aprobación los Honorables Senadores señores Quinteros y Prokurica.

- - -


Terminada la votación manifiesta su intención de voto favorable el Honorable Senador señor Guillier.

- - -


Durante la votación asume la presidencia accidental la Honorable Senadora señora Muñoz.

- - -


La Presidenta accidental declara aprobado en general el proyecto.

- - -


Queda terminada la tramitación de este asunto, en su primer trámite reglamentario.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Economía, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones, con el objeto de que en la publicidad de venta de bienes raíces se especifique el metraje correspondiente a terrazas, bodegas y estacionamientos.

(Boletín N° 6.056-14)


La Presidenta accidental pone en discusión la iniciativa de la referencia.


El Secretario General informa que el principal objetivo del proyecto es que la información entregada al comprador de un inmueble se entienda incorporada al contrato de compraventa y exprese claramente la superficie de aquel, de sus terrazas, bodegas y estacionamientos.


Agrega que la Comisión de Vivienda y Urbanismo discutió este proyecto en general y en particular por tratarse de aquellos de artículo único, y lo aprobó con enmiendas formales y de redacción, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Montes, Moreira, Ossandón y Tuma.


La Presidenta accidental ofrece la palabra y hacen uso de ella los Honorables Senadores señores Montes, quien expone el informe de la Comisión técnica a la Sala; Prokurica y Navarro.


Enseguida la Mesa pone en votación en general la iniciativa.


El resultado es de 15 votos favorables.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Chahuán, Coloma, De Urresti, Guillier, Horvath, Lagos, Larraín, Montes, Navarro, Ossandón, Prokurica, Quintana, Tuma  y Walker, don Ignacio.

La Presidenta accidental declara aprobado en general el proyecto y, asimismo, en particular de conformidad al artículo 127 del Reglamento del Senado.

 - - -


Queda terminada la tramitación de este proyecto.


El texto despachado por el Senado es el siguiente:


“Artículo único.- Modifícase el inciso séptimo del artículo 18 del decreto con fuerza de ley N° 458, promulgado el año 1975 y publicado el año 1976, Ley General de Urbanismo y Construcciones, de la siguiente forma:


a) Intercálase, a continuación de la frase “Las condiciones ofrecidas en la publicidad”, el texto que sigue: “y la información que se entregue al comprador”.


b) Agrégase, luego de la expresión “se entenderán incorporadas al contrato de compraventa.”, la siguiente oración: “Tal información deberá expresar claramente la superficie total y útil de la o las unidades que se están ofertando, la de sus terrazas, bodegas y estacionamientos.”.”.

- - -

Peticiones de Oficios


El Secretario General informa que se han recibido peticiones de oficios de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, De Urresti, Espina, García, Guillier, Horvath, Navarro y Prokurica, dirigidas, en sus nombres, a diversas autoridades, a las que se dará el curso reglamentario.
- - -


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado
SESIÓN 12ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 3 DE MAYO DE 2017


Presidencia del titular Honorable Senador señor Andrés Zaldívar; del Vicepresidente Honorable Senador señor Guido Girardi y accidental de los Honorables Senadores señores Eugenio Tuma y Walker, don Patricio.


Asisten los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Guillier, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi y Walker, don Ignacio.


Concurren los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Eyzaguirre y de la Vivienda y Urbanismo, señora Saball; y el Subsecretario de Hacienda, señor Micco.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado, señores Mario Labbé y José Luis Alliende, respectivamente.

- - -


Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 36.

- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 9ª, especial y 10ª, ordinaria, ambas del día 18 de abril; que no han sido observadas. 
- - -

CUENTA

Mensajes


Catorce de S.E. la Presidenta de la República


Con los doce primeros, retira y hace presente la urgencia,  calificándola de “suma”, para la tramitación de los siguientes proyectos de ley:


1) El que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil (Boletín N° 7.550-06).


2) El que introduce modificaciones al marco normativo que rige las aguas en materia de fiscalización y sanciones (Boletín Nº 8.149-09).


3) El que modifica la Ley General de Telecomunicaciones, para establecer la obligación de una velocidad mínima garantizada de acceso a Internet (Boletín N° 8.584-15).


4) El que crea el Instituto Nacional de Desarrollo Sustentable de la Pesca Artesanal y de la Acuicultura de Pequeña Escala, INDESPA (Boletín           N° 9.689-21).


5) El que regula el desarrollo integral y armónico de caletas pesqueras a nivel nacional y fija normas para su declaración y asignación (Boletín N° 10.063-21).


6) El que crea la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas y modifica las normas que señala (Boletín N° 10.126-15).


7) El que otorga nuevas atribuciones al Ministerio de Desarrollo Social en materia de niñez y crea la Subsecretaría de la Niñez, dependiente del mismo (Boletín N° 10.314 -06).


8) El que reduce los aranceles para la importación de mercancías que contribuyen al crecimiento verde y al desarrollo sostenible (Boletín N° 10.394-05).


9) El que moderniza y fortalece el ejercicio de la función pública del Servicio Nacional de Pesca (Boletín N° 10.482-21).


10) El que establece un nuevo gobierno corporativo de la Empresa Nacional del Petróleo (Boletín N° 10.545-08).


11) El que crea la Defensoría de los Derechos de la Niñez (Boletín    N° 10.584-07).


12) El que crea una sociedad anónima del Estado denominada “Fondo de Infraestructura S.A.” (Boletín N° 10.647-09).


Con los dos siguientes, retira y hace presente la urgencia,  calificándola de “simple”, para la tramitación de las siguientes iniciativas de ley:


1) La que crea el Ministerio de la Cultura (Boletín N° 8.938-24).


2) La que posterga la entrada en vigencia de la nueva estructura curricular establecida en la ley N° 20.370 (Boletín N° 11.132-04).


-- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios

De S. E. la Presidenta de la República


Mediante el cual retira la solicitud para el nombramiento de Ministros Titulares y Suplentes del Primer Tribunal Ambiental, con sede en Antofagasta (Boletín N° S 1.928-05).


-- Se tiene presente el retiro y se manda archivar los antecedentes.


Con el mismo oficio, solicita el acuerdo del Senado para nombrar como Ministros Titulares del Primer Tribunal Ambiental, con sede en Antofagasta, a los señores Daniel Guevara Cortés, Mauricio Oviedo Gutiérrez y Marcelo Hernández Rojas; y como Ministros Suplentes del mismo Tribunal, a los señores Cristián Delpiano Lira y Fabrizio Queirolo Pellerano, haciendo presente para el despacho de este asunto la urgencia contemplada en el inciso segundo del N°5 del artículo 53 de la Carta Fundamental (Boletín Nº S 1.932-05).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Dos de la Honorable Cámara de Diputados


Con el primero, comunica que ha aprobado el proyecto de ley que regula el ejercicio de los derechos a residir, permanecer y trasladarse hacia y desde el territorio especial de Isla de Pascua (Boletín N° 10.683-06) (con urgencia calificada de “suma”).


-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y a la de Hacienda, en su caso.


Con el segundo, indica que aprobó el proyecto de ley que establece un Sistema de Garantías de los Derechos de la Niñez (Boletín N° 10.315-18) (con urgencia calificada de “suma”).


-- Pasa a la Comisión Especial encargada de tramitar proyectos de ley relacionados con los niños, niñas y adolescentes y a la de Hacienda, en su caso.

Del señor Ministro de Relaciones Exteriores


Da respuesta a Acuerdo del Senado referido a la situación de Venezuela (Boletín N° S 1.924-12).

De la señora Ministra de Transportes y Telecomunicaciones


Responde inquietud, planteada en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, sobre el estado de la solicitud individualizada, presentada por Radio Club Copiapó, y fiscalizaciones realizadas en el marco de la licitación de la banda 700 mhz.

Del señor Ministro del Deporte


Remite respuesta a petición, enviada en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, para informar sobre las actividades deportivas dirigidas a la población originaria del país, ejecutadas durante los años 2015 y 2016.

Del señor Director Nacional del Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura


Atiende preocupación, manifestada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca del eventual maltrato y hostigamiento a los ancianos individualizados de la comunidad Kawésqar de Puerto Edén por parte de funcionarios de ese servicio, durante la realización de una fiscalización pesquera.

De KPMG Auditores Consultores Ltda.


Envía informe del Servicio de Auditoría Integral al Servicio Electoral, en cumplimiento de lo dispuesto en la ley N° 18.556, para el periodo comprendido entre junio de 2016 y marzo de 2017.


-- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Moción


Del Honorable Senador señor Navarro, con la que da inicio a un proyecto de ley sobre plazos de prescripción de la responsabilidad administrativa de las Fuerzas Armadas y de Carabineros de Chile (Boletín Nº 11.209-02).


-- Pasa a la Comisión de Defensa Nacional.

- - -


Terminada la cuenta llegan a la Mesa los siguientes documentos:

Oficios

De la Honorable Cámara de Diputados


Con el primero, comunica ha dado su aprobación a la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley sobre tenencia responsable de mascotas y animales de compañía (Boletín N° 6.499-11) (con urgencia calificada de “suma”). 


-- Se toma conocimiento y se manda comunicar a S.E. la Presidenta de la República, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 73 de la Carta Fundamental.


Con el segundo, señala que aprobó las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo para establecer mecanismos de protección en situaciones de emergencia o de falta de seguridad laboral (Boletines N°s 7.547-13 y 9.385-13, refundidos).


-- Se toma conocimiento y se manda archivar los antecedentes.

Solicitud de permiso constitucional

Del Honorable Senador señor Zaldívar, para ausentarse del país a contar del día 6 de mayo próximo.


-- Se accede a lo solicitado.

- - -


La Honorable Senadora señora Von Baer solicita que el proyecto de ley que establece un Sistema de Garantías de los Derechos de la Niñez (Boletín N° 10.315-18) pase a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización; proyecto que se remitió en la Cuenta a la Comisión Especial encargada de tramitar proyectos de ley relacionados con los niños, niñas y adolescentes. Luego de un amplio debate el Presidente pone en votación la petición de la Honorable Senadora señora Von Baer, y por 9 votos favorables y 13 en contra se rechaza la indicada solicitud.

- - -


El Secretario General hace presente la necesidad de fijar un plazo para formular indicaciones al proyecto de ley que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, estableciendo garantía para los bienes durables (Boletín 10452-03), que fue aprobado en la sesión previa. La Sala acuerda fijar dicho plazo para el día lunes 15 de mayo a las 12:00 horas en Secretaría
- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -
FACIL DESPACHO

Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Protocolo de Asunción sobre Compromiso con la Promoción y Protección de los Derechos Humanos del MERCOSUR, suscrito en Asunción, República del Paraguay, el 20 de junio de 2005.
(Boletín Nº 10.994-10)


El Presidente pone en discusión el proyecto de acuerdo de la referencia.


El Secretario General informa que el objetivo principal del proyecto es promover y proteger efectivamente los derechos humanos y las libertades fundamentales.

Agrega que la Comisión de Relaciones Exteriores discutió este proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Larraín, Letelier y Pizarro.

El Presidente ofrece la palabra y hace uso de ella el Honorable Senador señor Larraín.


Enseguida, previo acuerdo de la Sala, declara aprobado, en general y en particular, el proyecto de acuerdo, por la unanimidad de los senadores presentes.

- - -

Queda terminada la tramitación de este asunto.


El texto despachado por el Senado es el siguiente:


“Artículo único.- Apruébase el “Protocolo de Asunción sobre Compromiso con la Promoción y Protección de los Derechos Humanos del MERCOSUR”, suscrito en Asunción, República del Paraguay, el 20 de junio de 2005.”.

- - -
Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Protocolo de Enmienda al Convenio de Integración Cinematográfica Iberoamericana, suscrito en Córdoba, España, el 28 de noviembre de 2007.

(Boletín Nº 10.996-10)


El Presidente pone en discusión el proyecto de acuerdo de la referencia.

El Secretario General informa que el objetivo principal del proyecto es introducir modificaciones al Convenio de Integración Cinematográfica Iberoamericana para fortalecer y ampliar el desarrollo cinematográfico y audiovisual de los respectivos países iberoamericanos.

Añade que la Comisión de Relaciones Exteriores discutió este proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Lagos, Larraín, Letelier y Pizarro.

El Presidente ofrece la palabra y hace uso de ella el Honorable Senador señor Larraín.

Enseguida el Vicepresidente, previo acuerdo de la Sala, declara aprobado, en general y en particular, el proyecto de acuerdo, por la unanimidad de los senadores presentes.
- - -

Queda terminada la tramitación de este asunto.


El texto despachado por el Senado es el siguiente:


“Artículo único.- Apruébase el “Protocolo de Enmienda al Convenio de Integración Cinematográfica Iberoamericana”, suscrito en Córdoba, España, el 28 de noviembre de 2007.”.
- - -

Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Acuerdo Latinoamericano de Coproducción Cinematográfica, adoptado en Caracas, Venezuela, el 11 de noviembre de 1989, y su Protocolo de Enmienda, suscrito en la ciudad de Bogotá, Colombia, el 14 de julio de 2006.

(Boletín Nº 10.997-10)


El Vicepresidente pone en discusión el proyecto de la referencia.


El Secretario General informa que el objetivo principal del proyecto es introducir modificaciones al Convenio de Integración Cinematográfica Iberoamericana para fortalecer y ampliar el desarrollo cinematográfico y audiovisual de los países iberoamericanos.

Agrega que la Comisión de Relaciones Exteriores discutió este proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Lagos, Larraín, Letelier y Pizarro.

El Vicepresidente, previo acuerdo de la Sala, declara aprobado, en general y en particular, el proyecto de acuerdo, por la unanimidad de los senadores presentes.

- - -


Queda terminada la tramitación de este asunto.


El texto despachado por el Senado es el siguiente:

“Artículo único.- Apruébanse el “Acuerdo Latinoamericano de Coproducción Cinematográfica”, adoptado en Caracas, Venezuela, el 11 de noviembre de 1989, y su Protocolo de Enmienda, suscrito en la ciudad de Bogotá, Colombia, el 14 de julio de 2006.”.
- - -
ORDEN DEL DÍA
Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre transparencia del mercado del suelo e incrementos de valor por ampliaciones del límite urbano.
(Boletín Nº 10.163-14)


El Vicepresidente pone en discusión en general el proyecto de ley de la referencia.


El Secretario General informa que el Ejecutivo hizo presente la urgencia para su despacho, y la calificó de “suma”.

Agrega que sus principales objetivos son los siguientes: 1) Mejorar los niveles de transparencia del mercado del suelo, 2) perfeccionar el impuesto territorial, y 3) establecer un tratamiento tributario específico en el caso de los cambios de uso de suelo desde agrícola a urbano, para que los incrementos de valor generados en este proceso sean compartidos, en mayor medida, con la comunidad.

Añade que la Comisión de Vivienda y Urbanismo discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Montes, Moreira, Ossandón, Pizarro y Tuma.

Hace presente que, en el número 3, el inciso tercero del artículo 28 bis A, el artículo 28 bis B, el artículo 28 bis C y la letra b) del artículo 28 bis E; en el número 5, el inciso primero del artículo 36; en el número 6, el artículo 37; en el número 8, el inciso primero que se propone en la letra a) y las letras b), c) y g), y en el número 9, la letra b) -todos numerales del artículo primero- tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación 21 votos favorables.

El Vicepresidente ofrece la palabra y hacen uso de ella el Honorable Senador señor Tuma y la Ministra de Vivienda y Urbanismo, señora Saball.


Enseguida la Mesa pone en votación general la iniciativa.


El resultado es de 21 votos a favor y 4 abstenciones.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz y Pérez San Martín y señores Araya, Bianchi, De Urresti, Girardi, Guillier, Horvath, Lagos, Letelier, Montes, Navarro, Ossandón, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.

Se abstienen los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Coloma y Larraín.

Fundan su voto aprobatorio los Honorables Senadores señores Montes, Tuma, Navarro, Horvath y De Urresti, señora Pérez San Martín y señores Zaldívar, Letelier y Lagos.


Fundan su abstención los Honorables Senadores señores Coloma, Larraín y Chahuán.

- - -

Durante la votación interviene con la anuencia de la Sala el Subsecretario de Hacienda, señor Micco.

- - -

En el curso del debate, asumen como Presidentes accidentales los Honorables Senadores señores Eugenio Tuma y Walker, don Patricio.

- - -

El Presidente declara aprobado en general este proyecto.
- - -


Se deja constancia de haber alcanzado el quórum exigido por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de las normas de rango orgánico constitucional, sobre un universo de 36 senadores en ejercicio.
- - -


Queda terminada la tramitación de este asunto, en su primer trámite reglamentario.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -


La Sala acuerda fijar un plazo para formular indicaciones hasta el día 29 de mayo a las 12 horas.

- - -
Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea la Defensoría de los Derechos de la Niñez.
(Boletín Nº 10.584-07)


El Presidente, previo acuerdo unánime de la Sala, pone en discusión en particular el proyecto de la referencia.

El Secretario General informa que el Ejecutivo hizo presente la urgencia en su despacho, calificándola de “suma”.

Agrega que esta iniciativa fue aprobada en general en sesión de 31 de agosto de 2016 y cuenta con un segundo informe de la Comisión Especial encargada de tramitar proyectos de ley relacionados con los niños, niñas y adolescentes y con informe de la Comisión de Hacienda.

Añade que la Comisión Especial deja constancia, para los efectos reglamentarios,  que los artículos 6°, 8°, 19, 20, 21 y segundo transitorio no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones. Estas disposiciones deben darse por aprobadas, salvo que algún senador, con acuerdo unánime de los presentes, solicite su discusión y votación.

Hace presente que la Comisión Especial efectuó diversas enmiendas al texto aprobado en general, la mayor parte de las cuales fueron aprobadas por unanimidad, con excepción de cinco de ellas que serán puestas en discusión y en votación oportunamente.

Manifiesta luego que la Comisión de Hacienda, por su parte, se pronunció acerca de las normas de su competencia (artículos 1°; 10; 18; 19, y 20, permanentes, y los artículos primero y segundo transitorios) e introdujo una modificación respecto del inciso segundo del artículo 10, en virtud del artículo 121 del Reglamento del Senado. Dicho inciso había sido enmendado antes por mayoría de votos en la Comisión Especial.

Finalmente recuerda que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que algún senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión respecto de alguna de ellas o existieren indicaciones renovadas. De las enmiendas unánimes, la recaída en el inciso primero del artículo 13 requiere para su aprobación 21 votos favorables, por incidir en una norma de rango orgánico constitucional.

Enseguida el Presidente da por terminado el Orden del Día.

- - -
Peticiones de oficios


Enseguida, el señor Secretario General anuncia que se han recibido peticiones de oficios de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, De Urresti, García y Girardi, dirigidas, en sus nombres, a diversas autoridades, a las que se dará el curso reglamentario. 

Incidentes


Hacen uso de la palabra, los Honorables Senadores señores  Prokurica y Chahuán, en el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional; Quinteros, en el tiempo del Comité Partido Socialista e Independiente; y Navarro, en el tiempo del Comité Partido Por la Democracia
.


El Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por los mencionados senadores, en conformidad con el Reglamento del Senado. 


Se deja constancia que no hacen uso de su tiempo los restantes Comités parlamentarios.

- - -


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

DOCUMENTOS
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES CHAHUÁN Y PROKURICA, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE MODIFICA LA DISPOSICIÓN OCTAVA TRANSITORIA DE LA CARTA FUNDAMENTAL EN LO RELATIVO AL CONOCIMIENTO DE CAUSAS ANTERIORES AL NUEVO SISTEMA PROCESAL PENAL 

(11.220-07)
Exposición de motivos.

La Constitución Política de la República actualmente vigente contempla diversas disposiciones transitorias, y la octava, introducida a su texto, en virtud de lo dispuesto en la ley N° 19.519, publicada el 16 de septiembre de 1997, con motivo de la creación del Ministerio Público, establece:" Las normas del capítulo VII "Ministerio Público", regirán al momento de entrar en vigencia la ley orgánica constitucional del Ministerio Público. Esta ley podrá establecer fechas diferentes para la entrada en vigor de sus disposiciones, como también determinar su aplicación gradual en las diversas materias y regiones del país. El capítulo VII "Ministerio Público", la ley orgánica constitucional del Ministerio Público y las leyes que, complementando dichas normas, modifiquen el Código Orgánico de Tribunales y el Código de Procedimiento Penal, se aplicarán exclusivamente a los hechos acaecidos con posterioridad a la entrada en vigencia de tales disposiciones."

Esta norma excepcional, fue establecida para permitir la entrada en vigencia gradual o progresiva del nuevo sistema procesal penal, fundamentalmente en lo que respecta a la instalación del Ministerio Público y los nuevos tribunales de jurisdicción penal.

Si bien mediante esta reforma se respaldó la posibilidad de una entrada en vigencia gradual de la normativa del nuevo sistema procesal penal, nada obsta a que el juez pueda ponderar entre las garantías del nuevo proceso penal, aquellas que amparen de forma más conveniente los derechos de los imputados, respetando las normas y naturaleza del anterior procedimiento.

En el Mensaje que dio origen al proyecto de ley que estableció un nuevo Código Procesal Penal, se señaló que debe haber "una justicia accesible, imparcial e igualitaria y que maximice las garantías".

El modelo inquisitivo anterior constituía un modelo de escasas garantías para el imputado ante la persecución penal ejercida por el Estado, transformándolo en un objeto de castigo.

Por lo tanto, el juicio penal consagrado en el nuevo Código Procesal Penal ha significado indudablemente un avance sustancial respecto de la situación tanto del imputado como de las víctimas, al someterse a una justicia más imparcial e igualitaria, lo que se condice con la exigencia constitucional de un justo y racional procedimiento, lo que hace que la condición del imputado sea más favorable, ya que se encuentra amparado por un conjunto de derechos y garantías judiciales que se encuentran consagrados en ese texto normativo, con lo cual se le reconoce como sujeto de derechos fundamentales.

Ahora bien, tal como lo ha establecido el Tribunal Constitucional en su sentencia de fecha 14 de marzo de 2017, dictada en causa rol 2991, si bien esta disposición octava transitoria, ha tenido por finalidad permitir la entrada en vigencia gradual del nuevo sistema procesal penal, lo que además quedó consagrado en los artículos 483 y 484 del Código Procesal Penal, esta circunstancia no puede constituir un obstáculo para que los jueces del antiguo sistema procedimental puedan aplicar aquellas garantías del nuevo procedimiento que sean evidentemente más favorables para los afectados, víctimas o inculpados y procesados de ese sistema.

El mismo fallo citado señala que el juez del crimen a quien le corresponda conocer o haya conocido hechos ocurridos con anterioridad al nuevo sistema procesal, de comprobar que las garantías del antiguo sistema puedan afectar los derechos de un justo y racional procedimiento de un inculpado o procesado, debiera preferir la aplicación de las nuevas garantías, ya que se encuentra obligado a respetar la Carta Fundamental, en especial lo dispuesto en su artículo 6°, como asimismo adoptar las medidas necesarias a los derechos de los imputados que no pueden ejercerlos y asimismo aplicar las nuevas leyes procesales a los procedimientos ya iniciados, si fueren más favorables a ellos.

Por consiguiente, la aplicación de la disposición octava transitoria no debiera ser óbice para la aplicación plena de las garantías judiciales penales del nuevo Código Procesal Penal a las causas que estén en tramitación o por iniciarse con posterioridad a su entrada en vigencia, cuando se trate de hechos ocurridos con anterioridad a ella.

Tal principio constituye una consecuencia lógica e indubitada de la garantía del debido proceso, que en modo alguno podría dejar de ser aplicada respecto de los casos regidos por el sistema penal antiguo, ya que ello provocaría una discriminación arbitraria, lo que a su vez vulnera la igualdad ante la ley y protección de los derechos de las personas.

Compartiendo plenamente las razones sostenidas por el Tribunal Constitucional en la sentencia antes mencionada, estimamos que esta aplicación de garantías más favorables para los inculpados o procesados del sistema procesal antiguo, debe constituir una obligación para los jueces que instruyen o deban instruir esas causas. 

Para dicho efecto, se precisa modificar la referida disposición octava transitoria de la Constitución Política.

En mérito a lo expuesto, sometemos a la aprobación del Senado de la República, el siguiente

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:

Artículo único: Modifíquese la disposición octava transitoria de la Constitución Política de la República, agregándose un inciso final nuevo, del siguiente tenor:

"Con todo, en las causas iniciadas o por iniciarse, referidas a hechos ocurridos con anterioridad a la entrada en vigencia del Capítulo VII "Ministerio Público" y demás normas mencionadas en el inciso que antecede, los tribunales deberán establecer cuales garantías y derechos de este procedimiento son más favorables para los inculpados o procesados y deberán aplicarlas a su respecto."

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR BIANCHI, SEÑORA MUÑOZ Y SEÑORES CHAHUÁN, PROKURICA Y QUINTEROS, CON LA QUE COMIENZAN UN PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE EL DÍA 19 DE MARZO, COMO EL “DÍA DEL MAESTRO OBRERO CONSTRUCTOR” 

(11.221-04)
Desde hace algunos años, en nuestro país se ha tomado la costumbre de celebrar el día 19 de marzo, como el día del maestro obrero constructor.
La elección de dicha fecha puede parecer antojadiza puesto que la festividad de San José obrero según el calendario católico, corresponde al 1 de mayo, día que corresponde también al día Internacional del trabajador. Por lo mismo y para dar un  especial reconocimiento al obrero constructor es que se ha establecido la costumbre de conmemorar el día del maestro constructor el 19 de marzo, fecha que aunque no se corresponde con la celebración de San José obrero, Patrono de los maestros constructores, si se encuentra cercana a su celebración y a la vez permite un reconocimiento mucho más especial para este tipo de trabajador.
No hay que dar muchas razones para que exista un reconocimiento a este importante oficio. Los maestros constructores realizan una sacrificada e insustituible labor, la que lamentablemente no tiene el reconocimiento social ni económico que se merece, recibiendo muchas veces estos un salario que está muy por debajo de lo que significa su importante y muchas veces arriesgada labor.
Por lo anterior, es que en reiteradas ocasiones las voces de malestar social y laboral surgen de este sector los cuales tienen hasta esta fecha muchas de sus demandas de justicia salarial, seguridad laboral y otros beneficios aún insatisfechas.
En esta materia la Cámara Chilena de la Construcción ha intentado dar un realce a esta celebración con el ánimo de dar un impulso al desarrollo y fomento de la actividad de la construcción, como un elemento fundamental para el desarrollo del país, por lo que también dicha organización se encuentra desarrollando diversos proyectos sociales orientados a los trabajadores y sus familias en las áreas de salud, capacitación, vivienda, recreación y educación.

Sabemos que en materia de derechos y beneficios de los trabajadores obreros constructores falta mucho por avanzar, sin embargo como un símbolo de un reconocimiento a su labor y también como una forma de dar la oportunidad de que cada año éstos puedan ser oficialmente reconocidos es que venimos a presentar el siguiente:
Proyecto de Ley
Artículo Único: Establezca el día 19 de marzo de cada año como el "Día del Maestro Obrero Constructor". 

(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Adriana Muñoz D’Albora, Senadora.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Rabindranath Quinteros Lara, Senador.
3

MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR LARRAÍN, SEÑORA VON BAER Y SEÑORES MOREIRA Y PÉREZ VARELA, CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA LEY GENERAL DE SERVICIOS ELÉCTRICOS ESTABLECIENDO LA OBLIGACIÓN DE RETIRAR LOS CABLES DE TENDIDO AÉREO EN DESUSO

(11.222-08)
El Problema del Tendido Aéreo de Cables

Uno de los impactos más importantes provocados por las compañías de telecomunicaciones y electricidad en la prestación de sus respectivos servicios, es la proliferación de cableado aéreo que, además de su evidente efecto sobre el paisaje de las ciudades, genera problemas de seguridad de diversa índole para las personas.

Este problema, con todo, es connatural al desarrollo tecnológico y al proceso sostenido de urbanización que han experimentado todas las naciones desde finales del Siglo XIX y que imponen la necesidad de este tipo de servicios como esencial para la vida cotidiana de las personas. Por ello, la presencia de cables en las calles resulta ineludible en el actual estado de desarrollo de estas tecnologías, más allá de la posibilidad de despliegue subterráneo de estos elementos, cuyo, costo hace poco práctica su implementación masiva.

Por otra parte, y sin perjuicio del impacto propio del cableado en uso y en buen estado, uno de los principales problemas causados por la ausencia de una regulación legal que obligue al retiro del cableado en desuso, radica en los desperfectos y riesgos para la seguridad de las personas que ocasiona la mantención de cables que han dejado de prestar el uso para el cual fueron instalados y que no hacen sino aumentar el ya profuso caudal de cables presentes en las vías públicas.

En esta problemática inciden un conjunto de actores de diversas áreas de la prestación de los llamados servicios básicos, como las empresas de transmisión y distribución eléctrica y las de telecomunicaciones, incluyendo en este concepto las que prestan servicios de telefonía fija, internet y televisión por cable.

Estos actores deben cumplir un conjunto de normas entre las que destacan - en lo relativo al tendido de cables - las establecidas en el Decreto con Fuerza de Ley N° 1, de 1982, del Ministerio de Minería, que estableció la Ley General de Servicios Eléctricos; la Ley N° 18.168, Ley General de Telecomunicaciones; y el plan regulador de las municipalidades en que dicho tendido se despliega. Sin embargo, no todos los municipios del país cuentan con un plan regulador actualizado, ni menos aún con normativa específica sobre el tendido aéreo. 
Por ello es que urge una modificación a la legislación respectiva, que obligue a los diversos actores involucrados en el tendido de cableado aéreo, a retirar el material con desperfectos o en desuso, con el objeto de hacer efectiva en este tan específico ámbito la garantía fundamental de vivir en un medio ambiente libre de contaminación, contemplada en el artículo 19, N°8 de la Constitución Política de la República y, con ello, otorgar mayor seguridad a las personas en lo que respecta a este tipo de artefactos.

Modificaciones Legales

El artículo 7° del Decreto con Fuerza de Ley N° 4, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto con Fuerza de Ley N° 1 de 1982, del Ministerio de Minería y Energía, conocido como Ley General de Servicios Eléctricas, dispone que, el suministro que efectúe una empresa concesionaria de distribución a usuarios finales ubicados en sus zonas de concesión, o bien a usuarios ubicados fuera de dichas zonas, que se conecten a las instalaciones de la concesionaria mediante líneas propias o de terceros, constituye un servicio público eléctrico.

Su inciso segundo agrega que las empresas que posean concesiones de servicio público de distribución sólo podrán destinar sus instalaciones de distribución al servicio público y al alumbrado público. A continuación, señala que también constituye servicio público eléctrico el transporte de electricidad por sistemas de transmisión troncal y de subtransmisión.

Por su parte, el artículo 16 del mismo cuerpo legal, dispone que las concesiones de servicio público de distribución otorgan el derecho a usar bienes nacionales de uso público para tender líneas aéreas y subterráneas destinadas a la distribución en la zona de concesión.

El artículo 35, en tanto, establece que los permisos para que las líneas de transporte y distribución de energía eléctrica no sujetas a concesión puedan usar y/o cruzar calles, otras líneas eléctricas y otros bienes nacionales de uso público, a que se refiere el número 3 del artículo 2°, deberán solicitarse a la Municipalidad respectiva. La solicitud debe indicar la ubicación y características de las vías, líneas y obras existentes que afecte, y debe ser acompañada de un plano general del proyecto y de planos en detalles de sus estructuras.

Finalmente en lo que a este aspecto se refiere, el artículo 38 de la norma citada, establece que la Municipalidad, mediante decreto fundado podrá suspender o dejar sin efecto un permiso de uso que haya otorgado, cuando compruebe que en su ejercicio no se cumple con cualquier disposición de esta ley o de sus reglamentos.

Por otra parte, el artículo 18 de la Ley N° 18.168, Ley General de Telecomunicaciones, dispone que "Los titulares de servicios de telecomunicaciones tendrán derecho a tender o cruzar líneas aéreas o subterráneas en calles, plazas, parques, caminos y otros bienes nacionales de uso público, sólo para los fines específicos del servicio respectivo.". El inciso segundo de la misma disposición, establece que "Tales derechos se ejercerán de modo que no se perjudique el uso principal de los bienes a que se refiere el inciso anterior y se cumplan las normas técnicas y reglamentarias, como también las ordenanzas que correspondan.". Finalmente, la norma en cuestión señala que "Las servidumbres que recaigan en propiedades privadas deberán ser convenidas por las partes y se regirán por las normas generales del derecho común.".

Por estas consideraciones es que sometemos a la aprobación de este Honorable Senado el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo Único.- Agréguese el siguiente inciso final en el artículo 38 del Decreto con Fuerza de Ley N° 4, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto con Fuerza de Ley N°1 de 1982, del Ministerio de Minería y Energía, Ley General de Servicios Eléctricos.

"Las instalaciones de las empresas operadoras o propietarias de los sistemas de transmisión troncal y de las empresas concesionarias de distribución a usuarios finales que dejen de ser utilizadas para esos fines, deberán ser retiradas por dichas empresas en el lapso de seis meses desde que hubieren dejado de prestar utilidad. El incumplimiento de esta obligación será considerada como un incumplimiento grave para los efectos de la sanción contemplada en el inciso anterior.".

Artículo Transitorio.- Las empresas operadoras o propietarias de sistemas de transmisión troncal y las concesionarias de distribución a usuarios finales que a la fecha de publicación de esta ley mantuvieren instalados cables que hayan dejado de ser utilizados o hubieren dejado de prestar utilidad, deberán retirarlos dentro del plazo de un año. El incumplimiento de esta obligación será sancionado de la forma prevista en el inciso final del artículo 38 del Decreto con Fuerza de Ley N° 4, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto con Fuerza de Ley N° 1 de 1982, del Ministerio de Minería y Energía, Ley General de Servicios Eléctricos.

(Fdo.): Ena von Baer Jahn, Senadora.- Iván Moreira Barros, Senador.- Víctor Pérez Varela, Senador.
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE CONCEDE LA NACIONALIDAD CHILENA, POR ESPECIAL GRACIA, AL DEPORTISTA SEÑOR ARLEY MÉNDEZ PÉREZ

(11.143-06)
Oficio Nº 13.311
VALPARAÍSO, 10 de mayo de 2017.
Con motivo de la moción, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, correspondiente al boletín N° 11.143-06:

PROYECTO DE LEY

“Artículo único.- Otórgase la nacionalidad chilena, por especial gracia, al ciudadano cubano señor Arley Méndez Pérez.”.

***

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Fidel Espinoza Sandoval, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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OFICIO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, CON EL QUE SEÑALA QUE APROBÓ LAS ENMIENDAS PROPUESTAS POR EL SENADO, CON LA EXCEPCIÓN QUE SEÑALA, AL PROYECTO QUE MODIFICA EL DECRETO LEY N° 3.500, DE 1980, QUE ESTABLECE NUEVO SISTEMA DE PENSIONES, CON EL OBJETO DE ELIMINAR EL BENEFICIO DE QUE GOZAN LAS AFP EN MATERIA DE INTERESES DE LAS COTIZACIONES PREVISIONALES ADEUDADAS, Y COMUNICA LA NÓMINA DE DIPUTADOS QUE INTEGRARÁN LA COMISIÓN MIXTA QUE DEBE FORMARSE AL EFECTO
(10.708-13)
Oficio Nº 13.312
VALPARAÍSO, 10 de mayo de 2017
La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha aprobado las enmiendas introducidas por ese H. Senado al proyecto de ley que modifica el decreto ley N° 3.500, de 1980, que Establece Nuevo Sistema de Pensiones, con el objeto de eliminar el beneficio de que gozan las AFP en materia de intereses de las cotizaciones previsionales adeudadas, correspondiente al boletín N° 10.708-13, con excepción de aquella que introduce un artículo segundo transitorio.

******

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República, esta Corporación acordó designar a los Diputados que se señalan para que la representen en la Comisión Mixta que debe formarse:

-don Osvaldo Andrade Lara

-don Ramón Barros Montero

-don Felipe De Mussy Hiriart
-don Nicolás Monckeberg Díaz
-don Patricio Vallespín López
Lo que tengo a honra decir a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº 86/SEC/17, de 2 de mayo de 2017.
Devuelvo la totalidad de los antecedentes.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Fidel Espinoza Sandoval, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA DIVERSOS CUERPOS LEGALES PARA FACILITAR EL INTERCAMBIO RECÍPROCO DE INFORMACIÓN CON OTROS PAÍSES 

(9.242-10)

HONORABLE SENADO:





La Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de S.E. la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “simple”.




Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 7 de marzo de 2017, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.




A las sesiones en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, del Ministerio de Relaciones Exteriores: el Director de Asuntos Jurídicos, señor Claudio Troncoso; el Coordinador del Programa Visa Waiver de la Dirección General de Asuntos Consulares y de Inmigración, señor Óscar Fuentes, y el Abogado de la Dirección General de Asuntos Consulares y de Inmigración, señor Carlos Bellei.




Asimismo, concurrieron:





- De Carabineros de Chile: el Director Nacional de Inteligencia, Drogas e Investigación Criminal, General Inspector señor Gonzalo Blu, y el Director de Justicia, General señor Juan Gutiérrez.




- De la Policía de Investigaciones de Chile: la Jefa Nacional Jurídica, Prefecto Inspector, señora Rosana Pajarito, y la Subcomisario de Justicia, señora María Inés Wise.




- Del Servicio de Registro Civil e Identificación: el Director Nacional, señor Jorge Álvarez, y el Asesor Jurídico, señor Claudio Fernández.




- Del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo: el Asesor del Ministro, señor Adrián Fuentes.




- Del Consejo para la Transparencia: el Presidente, señor José Luis Santa María; el Jefe de la Unidad de Normativa y Regulación, señor Pablo Contreras, y el Analista de la misma Unidad, señor Alejandro González.




- De ONG Datos Protegidos: el Asesor Legal, señor Sebastián Becker.




- De ONG Derechos Digitales: el encargado de Políticas Públicas, señor Pablo Viollier.




- De la Fundación Jaime Guzmán: la asesora, señora María Teresa Urrutia.




- De la Biblioteca del Congreso Nacional: la analista, señora Bárbara Horzella.
- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO





Modificar la ley Nº 19.628, sobre Protección de la Vida Privada, el Decreto Ley N° 2.460, de 1979, que dicta la Ley Orgánica de Policía de Investigaciones de Chile, la ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros y la ley N° 19.477, que aprueba la Ley Orgánica del Servicio de Registro Civil e Identificación, a fin de permitir el intercambio recíproco de información relativa a datos personales con otros países con los que existan tratados internacionales ratificados y vigentes.

- - -

ANTECEDENTES





Para el debido estudio de esta iniciativa legal se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:




I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS




- Artículo 19, Nº 4º, de la Constitución Política de la República, que asegura a todas las personas el respeto y protección a la vida privada y a la honra de la persona y de su familia.





- Ley N° 19.628, sobre Protección de la Vida Privada.




- Ley N° 20.575, que establece el principio de finalidad en el tratamiento de datos personales.




- Ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros.





- Decreto Ley 2.460, de 1979, que dicta la Ley Orgánica de Policía de Investigaciones de Chile.





- Ley N° 19.477, que aprueba la Ley Orgánica del Servicio de Registro Civil e Identificación.




II.- ANTECEDENTES DE HECHO




El Mensaje señala que el proyecto de ley tiene por objeto modificar la Ley Nº 19.628, sobre Protección de la Vida Privada, el Decreto Ley 2.460, de 1979, que dicta la Ley Orgánica de Policía de Investigaciones de Chile, la Ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros y el artículo 4° de la Ley N° 19.477, que aprueba la Ley Orgánica del Servicio de Registro Civil e Identificación, a  fin de permitir el intercambio recíproco de información relativa a datos personales con otros países con los que existan tratados internacionales ratificados y vigentes.





Agrega que el fenómeno migratorio, lejos de ser un elemento nuevo en el mundo, ha sido un factor que ha contribuido a la supervivencia humana, permitiendo tanto el poblamiento del globo terráqueo en los términos hoy conocidos, como el conocimiento de diversas realidades y culturas que enriquecen el acervo de la experiencia humana.





El Ejecutivo indica que el traslado de personas entre diferentes estados y continentes, ha obedecido a motivaciones de diversa índole. Añade que necesidades alimentarias o circunstancias climatológicas se cuentan como primeras razones de generación de movimientos de grupos humanos; acontecimientos históricos provocados por el hombre, principalmente conflictos bélicos entre estados, guerras civiles y persecuciones políticas también han contribuido a la movilidad de importantes colectividades; la búsqueda de mejores expectativas de vida, desarrollo y emprendimiento, también han sido razones de peso para un permanente cambio de asentamiento transnacional. A las causas de migración esbozadas se añaden en las últimas décadas, con especial fuerza, los avances tecnológicos y el abaratamiento de los medios de movilización, que acortan los tiempos de traslado de grandes distancias y aumentan las posibilidades de uso de los mismos, que adquieren aún mayor relevancia en un contexto de  mejoramiento de las condiciones económicas que permiten a las personas conocer otros espacios físicos, lugares de estudio y realidades culturales, sea por intereses turísticos, académicos o de otra índole.




También menciona que las condiciones, circunstancias e incentivos existentes para el viajero, han producido un exponencial aumento de traslados de índole internacional, que han multiplicado notablemente la movilidad de turistas, estudiantes y empresarios entre diferentes estados y continentes.





En paralelo a la mayor movilidad descrita, consideraciones económicas internas y de seguridad implementadas por las naciones en función de la prevención de hechos delictivos, han ido generando una cultura de control migratorio que, en ocasiones, ha sido cuestionada en función de las motivaciones y duración de las estadías pretendidas por los viajeros, pues se traduce en un control excesivo.




En ese contexto, indica que resulta deseable, en un mundo globalizado y frente a las facilidades de traslado, la implementación de políticas tendientes a la liberalización de las restricciones migratorias, fundado en el principio de confianza en el viajero. Añade que esa forma de facilitar la movilidad de las personas, permitiendo con mayor amplitud el ingreso a los países con que se tenga un intenso intercambio, permite ir superando la lógica de desconfianza hacia los visitantes extranjeros. Agrega que la materialización de este principio exige los resguardos necesarios para su acertada aplicación y positivos efectos, mediante mecanismos excepcionales que hagan conciliable el mentado principio de confianza con un control migratorio ejercido de manera racional y proporcionada.




A continuación, el Mensaje señala que el principio de superación de barreras para el viajero y la excepcionalidad de sus limitaciones, fundados en la confianza que se va forjando entre países que cuentan con lazos de intercambio de largo aliento, permiten la celebración de acuerdos de cooperación, que van de la mano con la tendencia mundial e inevitable de integración global, no sólo en una dimensión económica, sino también y fundamentalmente, en una dimensión social y cultural, contexto en el que la libertad de tránsito juega un rol fundamental.




En este escenario, expresa que con la Declaración de Lima del 28 de abril del 2011, se dio inicio a la Alianza del Pacífico, instrumento que tiene por finalidad profundizar la integración entre los países signatarios y definir acciones conjuntas para la vinculación comercial con Asia Pacífico, sobre la base de los acuerdos comerciales bilaterales existentes entre los Estados parte. Añade que expresamente la citada declaración, junto con poner el acento en «alentar la integración regional, así como un mayor crecimiento, desarrollo y competitividad» de las economías de sus países, a la vez impulsa a los países a «avanzar progresivamente hacia el objetivo de alcanzar la libre circulación de bienes, servicios, capitales y personas».




Bajo esas directrices, que trascienden el ámbito meramente comercial, luego de la Declaración de Lima se dio inicio a la realización de una serie de cumbres tendientes a establecer acuerdos destinados a poner en funcionamiento aquella asociación. Así, tras la ronda de citas entre los países firmantes, el 6 de junio de 2012, en el cerro Paranal, en el desierto de Atacama de nuestro país, se constituyó formalmente la Alianza, con la firma del tratado respectivo por los presidentes de Chile, Colombia, México y Perú.




Entre los aspectos más relevantes asociados a la superación de las barreras para el viajero, destaca la eliminación de visas entre los países que conforman dicha Alianza, a partir del 1 de noviembre de 2012.




En ese mismo escenario, destaca el acuerdo relativo a la instalación de embajadas y consulados comunes que permitan brindar a los ciudadanos de los estados parte los servicios diplomáticos que fueren necesarios. Así, en la declaración de la VII Cumbre de la Alianza del Pacífico, realizada en Cali, en mayo de 2013, se pone especial énfasis en la trascendencia de la apertura de la embajada compartida entre Chile, Colombia, México y Perú en Ghana; también el acuerdo entre Chile y Colombia de compartir embajadas en Argelia y Marruecos; y entre Colombia y Perú de compartir una embajada en Vietnam.





En la misma Cumbre, se resalta la creación de una visa especial para promover el turismo de ciudadanos de países dentro de la región que no forman parte del tratado, así como los lineamientos para la inclusión de nuevos países, habiendo comenzado Costa Rica su proceso de adhesión con ayuda de un grupo de trabajo.




De esta forma, la eliminación de trabas para el transporte de personas entre los países que forman parte de nuestro continente y que han suscrito el instrumento referido, ha encontrado consagración positiva en los acuerdos citados. Sin embargo, la liberalización de estas barreras no puede dejar desprovisto de todo control a la movilidad internacional, razón por la cual Colombia, México, Chile y Perú, para reducir la posibilidad de que la delincuencia aproveche esta ventaja migratoria, trabajan en una plataforma para intercambiar información de quienes viajan de un país a otro, a fin de conciliar el viaje sin necesidad de visa, pero con el debido resguardo de la seguridad migratoria.




Seguidamente, el Mensaje señala que, con la finalidad de facilitar la movilidad de las personas, sea por motivos turísticos o de negocios, el Gobierno Norteamericano ha creado el Programa de exención de visa, también conocido como Visa Waiver Program, el que autoriza el ingreso a los Estados Unidos sin necesidad de visa a los ciudadanos de países que mantienen una baja tasa de inmigración ilegal, siempre que el motivo del viaje consista en turismo o negocios, y la duración de la estadía no supere los 90 días. Añade que el programa fue establecido en 1986 con la finalidad de promocionar mejores relaciones entre los Estados Unidos y los países con los que tiene estrecha relación, suprimiendo barreras de viaje innecesarias y estimulando la industria del turismo y el intercambio de negocios.




Destaca el Ejecutivo que, en función de los generosos lazos de cooperación, intercambio comercial, cultural y académico con Estados Unidos, para nuestro país constituye un importante acontecimiento la incorporación a este programa, a efectos de potenciar ese intercambio. Para ello deben cumplirse determinados hitos que permitan armonizar el libre tráfico de viajeros con los resguardos necesarios propios de un sistema migratorio, cuya seguridad mínima beneficie a ambos países.





Es así que en la línea de estos compromisos, se ha remitido al Congreso Nacional el proyecto de ley que modifica las disposiciones introducidas por la Ley N° 19.948, que crea un procedimiento para eximir de responsabilidad en caso de extravío, robo o hurto de la cédula de identidad y de otros documentos de identificación (boletín N° 9166-07). Añade que la iniciativa promueve la eliminación de la posibilidad de efectuar el bloqueo temporal del pasaporte, reservando para ellos únicamente la institución del “bloqueo definitivo”. Ello, a fin de asimilar nuestra legislación interna a las regulaciones imperantes en la mayoría de los países con reconocidos estándares de seguridad en materia de documentos de viaje, las que no contemplan una figura de revocación temporal de pasaportes.




Agrega que, a esa propuesta legislativa, tendiente a fijar reglas legales que implican la adopción de medidas que garanticen la seguridad necesaria que se debe prever para el libre tráfico de viajeros, deben añadirse aquellas que faciliten el intercambio de información entre nuestro país y los Gobiernos de las Naciones con quienes existan o se celebren acuerdos en tal sentido, en especial en tanto establezcan la eliminación de barreras migratorias, de tal modo de cumplir con la obligada armonía entre los principios de libre tránsito y control migratorio. En tal sentido destaca el Acuerdo en materia de incremento de la cooperación en la prevención y combate del delito grave suscrito por Chile y Estados Unidos con fecha 30 de mayo de 2013, el que debe ser aprobado por  nuestro Congreso Nacional y para cuya eficacia también resulta necesario introducir las modificaciones legales que se contemplan en el presente proyecto de ley.





Luego, el Mensaje expresa que la presente iniciativa legal tiene por objeto introducir modificaciones a nuestra legislación interna que permitan el intercambio de información con los Gobiernos de otros Estados, con quienes se hubiere suscrito acuerdos internacionales en tal sentido. Lo anterior, en el entendido de que tales intercambios de información se efectúan sobre bases de reciprocidad y persiguiendo por ende, el beneficio de ambas partes.





Añade que dichas modificaciones, facilitadoras en general de una más eficiente investigación y prevención de delitos que trasciendan las fronteras, permitirán también particularmente contar con los resguardos necesarios para otorgar seguridad en el proceso de eliminación de las barreras migratorias que nuestro país hubiere pactado o acuerde en el futuro.





Después, el Mensaje se refiere a las adecuaciones normativas propuestas por el presente proyecto de ley tienden a permitir el intercambio de información de carácter personal, en los términos que lo prevean tratados internacionales vigentes.
- - -

DISCUSIÓN GENERAL





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, colocó en discusión el proyecto en estudio.





Al inicio de las exposiciones, el Director Jurídico del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Claudio Troncoso, señaló que, en la actual coyuntura internacional, el intercambio de información en materia de prevención y combate del delito grave, de fenómenos de terrorismo internacional y crimen organizado transnacional, constituyen una piedra angular de la cooperación entre Estados, materia que se intensifica respecto de las autoridades que ejercen el control migratorio y fronterizo.




Agregó que los funcionarios a cargo de dichas tareas necesitan contar con información oportuna, suficiente y de calidad que les permita detectar a tiempo a personas que pretendan ingresar al territorio del Estado, o bien que se encuentran dentro de éste, y cuyo objetivo sea involucrarse en actividades delictivas con connotaciones transnacionales. Precisó que ejemplos de lo anterior son: la trata de personas, el tráfico ilícito de migrantes, el terrorismo, el narcotráfico y el lavado de activos.




Continuando con su exposición, indicó que esta necesidad se ha intensificado en el último tiempo, producto del mayor riesgo que se evidencia hoy en día en materia de terrorismo a nivel global, en particular, tras el inmenso impacto que han causado una serie de atentados perpetrados en distintas ciudades en los últimos dos años. Al respecto, recordó los ocurridos en París y Bruselas hace poco más de un año, y los acaecidos más recientemente en Berlín y Estambul.




Por ello, manifestó que este tipo de iniciativas son hoy en día cada vez más usuales, repitiéndose tanto a nivel bilateral como multilateral. Añadió que, por ejemplo, este intercambio de información existe entre países como México y Colombia y, a su vez, es un tema que actualmente se discute en el marco de la Alianza del Pacífico.




Del mismo modo, expresó que el intercambio de información también coexiste en otras latitudes y en otros espacios y foros de integración regionales, como lo es entre los miembros de la Unión Europea, y entre éstos últimos y Estados Unidos. Agregó que idéntica situación también tiene lugar en el marco de la ASEAN, en el sudeste asiático, y de igual forma es motivo de preocupación entre las economías que conforman el APEC.




En cuanto al contexto de la iniciativa, explicó que el 28 de febrero de 2014, Chile fue aceptado formalmente dentro del Programa de Exención de Visas de los Estados Unidos (Visa Waiver Program), que permite a personas titulares de pasaportes chilenos ingresar a dicho país sin la necesidad de tramitar un visado tradicional, cuando los motivos del viaje son turismo, negocios o tránsito. Añadió que ese requerimiento de visado es reemplazado por una postulación electrónica breve y sencilla conocida como formulario ESTA, con un único costo de 14 USD, y una respuesta a la solicitud también electrónica prácticamente inmediata. Precisó que la autorización permite el ingreso por hasta 90 días cada vez, dentro de un plazo de 2 años.




Refirió que, a casi tres años de su puesta en marcha, más de 330 mil chilenos se han beneficiado de dicha exención, cifra que da cuenta del éxito que ha tenido el programa para nuestro país. Resaltó que, como era de esperarse, ello ha tenido un impacto muy positivo en la facilitación de negocios, así como en un mayor flujo de turistas chilenos hacia ese país, todo lo cual también ha repercutido en mayores frecuencias de vuelos comerciales entre Chile y Estados Unidos.




Sobre lo anterior, destacó que actualmente treinta y ocho países forman parte de este programa, siendo Chile el único latinoamericano. Recordó que al momento de ser nominado, nuestro país asumió una serie de compromisos, entre ellos: implementación del pasaporte electrónico; eliminación de la figura del bloqueo temporal de pasaportes conservando solo el definitivo; eliminación del cobro administrativo de 160 USD que se efectuaba a turistas y hombres de negocio estadounidenses a modo de cobro por reciprocidad al momento de ingresar a Chile; mantención actualizada de la base de datos de INTERPOL sobre pasaportes perdidos y robados; y la mantención de una tasa de rechazo de visas no superior al 3% de las solicitudes. Al respecto, afirmó que nuestro país ya ha dado pleno cumplimiento a esos requerimientos.




Sin embargo, informó que aún resta la implementación del Acuerdo en Materia de Incremento de la Cooperación en la Prevención y Combate del Delito Grave, tratado internacional suscrito entre Chile y Estados Unidos en mayo de 2013, y aprobado por el Congreso Nacional el año 2014.




En relación al mencionado Tratado, recordó que durante su discusión se expuso la necesidad de dictar una ley de implementación que modificase nuestra normativa interna para los efectos de posibilitar el intercambio de información en el sentido dispuesto por el acuerdo, otorgando las potestades necesarias a los organismos públicos nacionales involucrados. Indicó que, para ello, se ingresó al Congreso Nacional en febrero de 2014 este proyecto de ley, cuya aprobación permitirá que el Acuerdo suscrito con Estados Unidos entre en vigencia para nuestro país, lo que posibilitará que se produzca la cooperación entre órganos de ambos Estados.




A continuación, señaló que el principal objetivo del proyecto lo constituye la modificación de la leyes orgánicas de ambas policías y del Servicio de Registro Civil e Identificación, con el objeto de habilitarlas para el intercambio de información, incluyendo entre ellas el de datos personales, en cumplimiento de los tratados internacionales ratificados y vigentes, pero siempre considerando los necesarios resguardos en esta materia que contempla nuestra legislación nacional, velando de esta manera por el respeto de los derechos fundamentales de las personas, particularmente en lo relativo a la protección de los titulares de datos.




En cuanto al contenido de la iniciativa, explicó que el artículo 1 consulta una disposición de aplicación general que tiene por objeto disponer que la entrega de información de los órganos del Estado de Chile a órganos de Estados extranjeros y de una organización internacional efectuados en el marco de los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes estará sujeto al cumplimiento estricto de las normas de derecho interno chileno conforme a las cuales será interpretada, especialmente aquellas referidas al tratamiento de datos personales. Añadió que dispone que la entrega de información en ningún caso implicará el traspaso de bases de datos nacionales ni el acceso directo a ellas por parte de otro Estado, sus organismos u organizaciones internacionales.




Advirtió que es una norma que regula el traspaso de información para la fluida cooperación internacional pero, al mismo tiempo, establece los debidos resguardos que posee en esta materia nuestra legislación nacional.




Agregó que los artículos 3 y 4 modifican la ley de la Policía de Investigaciones de Chile y la de Carabineros de Chile, respectivamente, para incluir dentro de sus funciones la de prestar la cooperación necesaria en cumplimiento de los tratados internacionales ratificados y vigentes en Chile, incluyendo el intercambio de datos personales, ajustándose a la legislación nacional en la materia, y, en ningún caso, implicará la entrega, de bases, de datos, nacionales ni el acceso directo a ellas por parte de los órganos de un Estado extranjero o de los órganos de una Organización Internacional, observándose siempre lo dispuesto en la ley sobre protección de la vida privada, particularmente en lo relativo a la protección de los titulares de datos. Añadió que similar norma contempla el artículo 4, respecto al Servicio de Registro de Identificación.




El Abogado de la Dirección General de Asuntos Consulares y de Inmigración de la Cancillería, señor Carlos Bellei, manifestó que el estándar de protección que establece el proyecto de ley requiere un tratado internacional. Es decir, solo en la medida en que medie un tratado internacional aprobado por el Congreso, y en vigencia internacional, se podrá intercambiar datos específicos y acotados, con la finalidad de prevenir o combatir el delito grave con el país respecto al cual se haya suscrito ese convenio. Precisó que no es una habilitación general, ya que siempre va a mediar la intervención del Congreso, en cuanto a los tipos de datos que se van a poder intercambiar con países específicos.




El Honorable Senador señor Lagos recordó que cuando se aprobó el tratado original existió un debate sobre el uso de los datos.





Al respecto, el señor Troncoso señaló que, efectivamente, se produjo una discusión sobre dicho tema en la Cámara de Diputados el que fue respondido por el Ejecutivo, acogiendo la inquietud planteada, motivo por el cual el tratado original siendo aprobado por el Congreso, no ha sido ratificado por el Ejecutivo, quien asumió el compromiso de esperar esta ley.




El Honorable Senador señor Lagos preguntó si los grupos que manifestaron mayor preocupación por este tema se dan por satisfechos con esta iniciativa legal, teniendo presente, además, el nuevo proyecto que regula la protección y el tratamiento de los datos personales y crea la Agencia de Protección de Datos Personales.





Sobre lo anterior, el señor Troncoso respondió que una señal fue la votación con que se aprobó en la Cámara de Diputados, 96 votos a favor y una abstención.




Por su parte, el Honorable Senador señor Larraín concordó en que este tema efectivamente despierta inquietudes. Por ello, sugirió invitar a ONGs, al Ministerio de Economía, a Carabineros, a la Policía de Investigaciones y al Consejo para la Transparencia.




A continuación, el Honorable Senador señor Letelier manifestó su reparo por la situación que afecta a un ciudadano chileno que tiene una orden de detención internacional y alerta roja por más de 10 años, sin que haya una petición de extradición, hasta el día de hoy. Añadió que la Cancillería de buena fe, ha manifestado su inquietud, pero nunca por escrito. Al respecto, solicitó que el Ministerio de Relaciones Exteriores pueda explicar dicha situación, porque la aprobación de esta ley tiene que ver con un estándar de derecho internacional, el cual es igual para todos los Estados.




En cuanto a la observación anterior, el señor Troncoso manifestó que la Cancillería ha realizado innumerables gestiones desde los años 90, envío de notas, contactos políticos, etc. Recalcó que ha habido, por parte de los gobiernos de Chile, sin distinción de signo político, una preocupación permanente acerca de este tema. Indicó que, en todo caso, las respuestas de Estados Unidos no han sido satisfactorias.




Enseguida, el Honorable Senador señor Letelier consultó qué otros instrumentos similares existen en los países de América Latina.





El señor Carlos Bellei contestó que recientemente en la Alianza del Pacífico se suscribió un acuerdo de igual naturaleza, el cual Chile firmó con una condición, que en tanto no hubiese una ley de implementación general de habilitación, más que de implementación, no iba a poder ser operativo. Añadió que incluso en esos casos, los países optan por un estándar de protección más bajo, ni siquiera de tratado internacional, pues se realiza mediante un acuerdo interinstitucional.




Agregó que para las instituciones que ejercen el control migratorio es muy importante tener relaciones institucionales con otros países. Enfatizó que hay que tener presente que la normativa en estudio se aplica para un fenómeno migratorio, o de tránsito, o de terrorismo internacional, o de delincuencia organizada transnacional que es independiente de la relación política con un país determinado.





En la siguiente sesión, hizo uso de la palabra el Director Nacional del Servicio de Registro Civil e Identificación, señor Jorge Álvarez, quien señaló que el proyecto plantea efectuar modificaciones en la ley N°19.628, sobre protección de la vida privada; en el decreto ley N°2.460, que contiene la ley orgánica de la Policía de Investigaciones de Chile; en la ley N°18.961, orgánica constitucional de Carabineros de Chile, y la ley N°19.477, orgánica del Servicio de Registro Civil e Identificación, con el objeto de validar el tratamiento e intercambio de información que aparezca expresamente contemplada en tratados internacionales ratificados y vigentes en Chile. Al respecto, indicó que la normativa actual sobre protección de datos personales plantea la exigencia de tratamiento lícito de información, en el marco de la competencia de los organismos que la traten, de conformidad con la finalidad legítima que al respecto el legislador previamente haya planteado. En tal sentido, añadió que en la medida que tales exigencias se encuentren contempladas en los tratados internacionales podría satisfacer la primera exigencia, esto es, lo relativo a la competencia para autorizar el tratamiento. Sin embargo, precisó que el mismo convenio debería ser capaz de identificar la finalidad legítima para efectos de proceder a efectuar el intercambio de dicha información.




Explicó que su organismo cuenta con dos tipos de registros: los públicos, los cuales, no obstante no son de acceso general, y los reservados tales como condenas, conductores, etc.





Asimismo, manifestó que, de acuerdo al propósito indicado en el Mensaje, el intercambio de información tiene por objeto liberalizar las restricciones migratorias. Sin embargo, acotó que ello no se encuentra explicitado en el texto de la propuesta, lo que podría generar el riesgo de proceder al intercambio de información respecto de materias que no han sido el fundamento del presente proyecto, o que el legislador no haya tenido en vista una vez aprobada la ley.




Agregó que, con respecto a la información requerida por organismos gubernamentales de otros países en los que existan tratados internacionales que autoricen tal intercambio, se ha establecido como estándar a nivel interno, la suscripción de convenios que deben cumplir con una serie de exigencias que se encuentran establecidas, por ejemplo, en las Recomendaciones del Consejo para la Transparencia sobre protección de datos personales por parte de los órganos de la Administración del Estado. En tal sentido, añadió que a nivel internacional la Organización para la Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE), en otras materias, ha definido las condiciones para materializar entre países el intercambio de información, por ejemplo, a través de la Declaración sobre el Intercambio Automático de Información en Materia Fiscal, en que se ha fijado como estándar el reconocimiento de que la información intercambiada sobre la base de la nueva norma mundial, se encuentra sujeta a salvaguardias apropiadas, incluidos ciertos requisitos de confidencialidad y el requisito de que los datos sólo podrán utilizarse para los fines previstos por el instrumento jurídico en virtud del cual se han intercambiado.




Explicó que, sin perjuicio de lo indicado, el proyecto de ley en estudio fue modificado en la Cámara de Diputados, la que agregó aspectos sustanciales a la propuesta original, pues incorporó la regla de intercambio de información sujeta al estricto cumplimiento de las normas de derecho interno y al hecho de que este intercambio, en ningún caso, podrá implicar el traspaso de bases de datos nacionales, ni el acceso directo a ellas. Aclaró que este nuevo proyecto, no obstante la incorporación de las reglas antes señaladas, deja abierta la posibilidad de generar intercambio de información por finalidades distintas de las señaladas en el Mensaje.




Atendido el tenor de los aspectos que regula el presente proyecto, estimó del todo necesario relacionar esta iniciativa con el nuevo proyecto de ley sobre protección de datos personales remitido por el actual Gobierno y que establece que sólo puedan usarse los datos personales con el consentimiento del titular o por disposición legal para los fines explícitamente señalados, además de regular los deberes de ambas partes y la instauración de un estatuto especial de protección para datos sensibles y de menores de edad, entre otros aspectos, además de la creación de una Agencia de Protección de Datos Personales, ante la cual los afectados podrán iniciar un procedimiento de tutela de sus derechos, lo cual puede extenderse al intercambio de información que puede generarse en el marco del presente proyecto.




Finalmente, manifestó que el texto propuesto se relaciona con la función de colaboración en el intercambio de información que asiste a su institución, y que faculta al Director Nacional a suscribir convenios con otros organismos públicos y entidades privadas, con el objeto de proporcionar información contenida en los registros públicos del Servicio, con las limitaciones que establece la legislación en lo que se refiera a la seguridad y confidencialidad de los datos, conforme lo establecido en la ley N°19.477, orgánica de su Servicio.




Por su parte, el Director de Justicia de Carabineros de Chile, General señor Juan Gutiérrez, recordó que la iniciativa de ley en estudio tiene por objeto crear las normas necesarias para permitir el intercambio recíproco de información relativa a datos personales con órganos de Estados extranjeros y de organizaciones internacionales, efectuados en el marco de tratados internacionales ratificados por Chile y vigentes.





Hizo presente que la eliminación de barreras migratorias, como la contemplada en la Alianza del Pacífico y la prevista en el Programa Visa Waiver de los Estados Unidos de América, hace necesario que se legisle sobre el particular, de manera de no dejar desprovisto de control a la movilidad internacional.




Puntualizado lo anterior, aseveró que Carabineros de Chile da cabal cumplimiento a la ley N° 19.628, de 1999, sobre Protección de la Vida Privada, en el manejo de la información a la que tiene acceso en virtud de la labor policial desarrollada o del contacto con el Ministerio Público o con los tribunales de justicia. En efecto, aseguró, ella se maneja de acuerdo a los parámetros de reserva previstos. Adicionalmente, detalló que la institución que integra cuenta con un departamento de información pública, que se ocupa de que los datos proporcionados se realicen de conformidad a los estándares de la normativa señalada. Además, agregó, Carabineros de Chile se guía por las instrucciones y resoluciones del Consejo para la Transparencia, y si considera que lo dispuesto por dicho Consejo no se ajusta al parecer institucional, decide si entregar la información o recurrir al tribunal competente.




Continuando con el desarrollo de su exposición, puso de relieve que, en la actualidad, Carabineros de Chile no posee la facultad de entregar ni compartir información con órganos de Estados extranjeros ni de organizaciones internacionales, razón por la cual valoró el proyecto de ley analizado. Con todo, fue enfático en sostener que él debía enmarcarse dentro de los parámetros de la ley N° 19.628.




En relación con la advertencia recientemente realizada, resaltó que la Ley sobre Protección de la Vida Privada no cumple con los parámetros internacionalmente exigidos, anhelando, en consecuencia, su pronta y adecuada modificación.





Por otro lado, sentenció que este instrumento de cooperación, además de ajustarse a la legislación nacional, no implica la entrega de bases de datos nacionales por parte de los órganos del Estado ni el acceso directo a ellas por parte de otros Estados, sus organismos u organizaciones. Aseveró que las limitaciones señaladas son fundamentales para la institución que representa.




Luego de dar a conocer el parecer de Carabineros de Chile, reiteró que la legislación propuesta sería una medida positiva para su institución, en la medida en que se ciñera a los límites mencionados. En atención a ello, la apreció y compartió la modificación propuesta para el artículo 3° de la ley N° 18.961, orgánica constitucional de Carabineros de Chile.




Finalmente, puso de manifiesto que la propuesta legal permitirá a nuestro país dar cumplimiento a las exigencias de los Estados Unidos de América para la aplicación del Programa de Exención de Visa, Visa Waiver.




A su vez, la Jefa Nacional Jurídica de la Policía de Investigaciones de Chile, Prefecto Inspector señora Rosana Pajarito, hizo presente que la institución que integra, en el cumplimiento de sus funciones y de su misión, a través de uno de sus departamentos, hace tratamiento de datos personales, los que provienen de fuentes públicas. Acotó que estos antecedentes se extraen de los partes policiales y de las órdenes de detención, y poseen el carácter de secretos, excepto para el titular de los mismos y para su representante, en la medida en que sea autorizado por aquel.




Adicionalmente, comentó que ambas policías participan del Banco Unificado de Datos (BUT), el que se alimenta de la información de los partes policiales, los cuales son públicos.




Explicó que contar con datos permite prevenir e investigar delitos, para lo cual es fundamental que los antecedentes sean fidedignos.




Siguiendo con su exposición, resaltó que la institución que integra no está facultada para celebrar tratados internacionales que permitan la transmisión de datos personales. Sin embargo, manifestó que por medio de la cooperación policial es posible la transmisión de antecedentes, en el marco de operaciones cuyo objetivo es desbaratar bandas delictuales dedicadas a la trata de personas o a la pornografía infantil. Precisó que ello se hace bajo el alero de la normativa existente para la Organización Internacional de Policía Criminal (Interpol), situación distinta a la prevista en la iniciativa de ley objeto de análisis.




A la luz de la realidad descrita, aseguró que el proyecto de ley y específicamente su artículo 2°, que modifica el decreto ley N° 2.460, de 1973, ley orgánica de la Policía de Investigaciones de Chile, es vital para su institución. Con todo, estimó esencial que la transmisión de datos personales fuese uno a uno y habida consideración de la finalidad de los mismos y de las funciones de cada organismo.




Consignó que así ocurre en la actualidad dentro del territorio nacional. En efecto, ejemplificó que gracias a los convenios celebrados, Investigaciones puede consultar datos al Servicio de Registro Civil e Identificación. Al respecto, comentó que el conocimiento de los datos personales es tan restringido que dicho servicio, al igual como lo hace su institución, exige justificar para qué se piden y cuál será su finalidad. Aseguró que, generalmente, la Policía de Investigaciones justifica su solicitud en órdenes de investigación o de detención.




Ahondando en sus planteamientos, insistió en la importancia que este proyecto cumpla con las exigencias consignadas, que, reiteró, son la finalidad del dato requerido, que sea uno a uno y que se mantenga su reserva, en especial en el caso de los datos personales y de los sensibles.





Destacó que la legislación comparada exige los fines de los antecedentes demandados a las policías y que ellas pueden acceder a ellos en la medida en que dichos fines sean de investigación, represión, persecución o enjuiciamiento de carácter penal. Subrayó que otra de las exigencias previstas en el derecho comparado es la reserva y caducidad de éste. En consecuencia, fue enfática en advertir que todos los principios mencionados debían formar parte del proyecto de ley.




Por último, puso de relieve que la iniciativa de ley complementará vitalmente la función de la Policía de Investigaciones, por cuanto, a través de tratados internacionales, permitirá el intercambio recíproco de información relativa a datos personales, formalizando con ello prácticas, hasta ahora, desprovistas de estándares internacionales.





Enseguida, el Asesor del Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Adrián Fuentes, expresó que la ley N° 19.628, del año 1999, sobre protección de la vida privada, establece un conjunto de normas que regulan el tratamiento y la protección de los datos de carácter personal de las personas naturales. Añadió que, si bien la mencionada ley constituyó un gran avance al momento de su dictación, siendo Chile el primer país latinoamericano en darse un marco regulatorio para el tratamiento y la protección de los datos personales, es un hecho indiscutido que el acelerado desarrollo tecnológico, la masificación en el uso de las tecnologías de la información, el extendido acceso a internet, la generación y uso de grandes volúmenes de información a través de sistemas automatizados de procesamiento, la expansión del comercio electrónico, unido a los nuevos desafíos que enfrentan las sociedades y los Estados en materia de reconocimiento y protección de los derechos de sus ciudadanos, han llevado a que esta normativa pierda eficacia y efectividad. Por tanto, concluyó que en Chile falta una legislación moderna que permita cumplir los estándares internacionales en materia de protección y tratamiento de los datos personales, a fin de favorecer la expansión y la competitividad de las empresas exportadoras de servicios.




En este contexto, destacó que resulta fundamental avanzar en una nueva legislación que perfeccione y complete los vacíos de la actual normativa, recoja los estándares internacionales contenidos en la legislación comparada y en las Directrices de la OCDE e incorpore una autoridad de control, un sistema institucional e incentivos que aseguren la aplicación y cumplimiento de la ley, razón por la cual se envió un nuevo proyecto de ley sobre la materia.





Informó que el proyecto de ley que regula la protección y el tratamiento de los datos personales y crea la Agencia de Protección de Datos Personales, tiene como objetivo general actualizar y modernizar el marco normativo e institucional con el propósito de establecer que el tratamiento de los datos personales de las personas naturales se realice con el consentimiento del titular o en los casos que autorice la ley, reforzando la idea que los datos personales deben estar bajo la esfera de control de su titular, favoreciendo su protección frente a toda intromisión de terceros y estableciendo las condiciones regulatorias bajo las cuales los terceros, personas naturales o jurídicas, empresas y organizaciones públicas o privadas, pueden efectuar legítimamente el tratamiento de tales datos, asegurando estándares de calidad, información, transparencia y seguridad.




Agregó que incorpora diversos principios que no estaban contemplados con anterioridad: licitud del tratamiento, finalidad, proporcionalidad, calidad, responsabilidad, seguridad, e información. Además, reconoce derechos de los titulares de datos y garantía de efectividad, tales como: derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición (los denominados derechos ARCO). Añadió que los datos personales deben estar bajo la esfera de control de su titular y establece el consentimiento como la fuente principal de legitimidad del tratamiento de los datos personales.




Sin embrago, aclaró que se permite el tratamiento de los datos personales que conciernen al titular, sin requerir su consentimiento, cuando el tratamiento se refiere a datos que han sido recolectados de una fuente de acceso público, cuando se trate de datos relativos a obligaciones de carácter económico, financiero, bancario o comercial y su tratamiento se realice en conformidad a la ley o cuando el tratamiento sea necesario para la ejecución o el cumplimiento de una obligación legal o de un contrato en que es parte el titular.




En cuanto a las obligaciones, deberes y régimen de responsabilidad de los responsables de datos, expresó que destacan las de acreditar, en caso que les sea requerido, los antecedentes que demuestren la licitud del tratamiento que realizan; asegurar el cumplimiento del principio de finalidad; comunicar información veraz, completa, exacta y actualizada de los datos personales; adoptar y mantener las medidas de seguridad razonables y evitar su acceso o tratamiento no autorizados. Dentro de los deberes precisó que se regulan el deber de reserva y confidencialidad, el deber de información y transparencia, el deber de adoptar medidas de seguridad y el deber de reportar las vulneraciones a las medidas de seguridad.




Luego, resaltó que se eleva el estándar para el tratamiento de los datos personales sensibles en relación a los demás datos personales, estableciendo que sólo puede realizarse cuando el titular a quien conciernen los datos sensibles preste su consentimiento libre e informado, en forma expresa. Además, se introduce una regulación especial para el tratamiento de los datos personales de los niños, niñas y adolescentes.




Agregó que también se incorpora una regulación específica para la transferencia internacional de datos personales, ajustándola a los estándares y recomendaciones de la OCDE.




En cuanto al tratamiento de datos personales por parte de los organismos públicos, manifestó que la ley constituye la fuente de legitimidad del tratamiento de datos personales que realizan los órganos públicos. Como consecuencia de ello, es lícito el tratamiento de los datos personales que efectúan los órganos públicos cuando se realiza para el cumplimiento de sus funciones legales, dentro del ámbito de sus competencias y de conformidad a las normas legales correspondientes.




Destacó la creación de una institución especializada y de carácter técnico, denominada Agencia de Protección de Datos Personales, la cual es un organismo descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, encargado de velar y fiscalizar el cumplimiento de la normativa relativa al tratamiento de datos personales y su protección. Añadió que se relaciona con el Presidente de la República a través del Ministerio de Hacienda y se encuentra afecto al Sistema de Alta Dirección Pública.




Por último, refirió que se contempla un catálogo específico de infracciones a los principios y obligaciones establecidos en la ley cometidas por los responsables de datos, sean personas naturales o jurídicas, que se califican atendida su gravedad, en leves, graves y gravísimas, estableciendo sanciones correlativas a la gravedad de la infracción que van desde la amonestación escrita a multas que oscilan entre 1 y 5.000 UTM. En casos excepcionales se contempla el cierre o clausura de las operaciones de tratamiento de datos.




A continuación, el Jefe de la Unidad de Normativa y Regulación del Consejo para la Transparencia, señor Pablo Contreras, indicó que el proyecto de ley autoriza a los órganos del Estado la "entrega de información" y el "intercambio de datos personales" a Estados extranjeros y organismos internacionales.




Indicó que la iniciativa se fundamenta en las necesidades contemporáneas de cooperación internacional en materia de información aplicable para controles fronterizos. Añadió que el Ejecutivo cita, para dicho efecto, los antecedentes de hecho que han intensificado las necesidades de intercambio de información entre los Estados. Destaca, con tal fin, los acuerdos adoptados en el marco de la Alianza del Pacífico -como la eliminación de visas entre los países que conforman dicha Alianza, desde noviembre de 2012-; los proyectos trabajados entre distintos Estados -como la plataforma para intercambiar información entre Colombia, México, Chile y Perú- ; y el programa Visa Waiver con Estados Unidos.





Con respecto al proyecto, recomendó las siguientes precisiones: establecer una regla de finalidad en el tratamiento de datos, con el objeto de que los datos personales "entregados" o "intercambiados" sólo puedan ser utilizados con fines de control migratorio por el Estado extranjero o el organismo internacional; tipificar los tratamientos autorizados para hacer "entrega" o "intercambios" de datos personales; incorporar una obligación a los órganos del Estado con el objeto de adoptar las medidas de seguridad para evitar intromisiones indebidas y preservar la calidad de los datos personales; adoptar una regulación explícita respecto de datos que deben ser especialmente protegidos, como es en el caso de los niños, niñas y adolescentes, donde los tratamientos deben ser acotados a situaciones específicas y con las medidas de seguridad más elevadas; exigir que la transferencia de datos se efectúe bajo la condición de un almacenamiento acotado en el tiempo en función de la finalidad de control migratorio y, posteriormente, se proceda a la destrucción de los mismos.




Agregó que están de acuerdo con la prohibición de traspaso o acceso directo a las bases de datos nacionales, ya establecidas.





En relación a las observaciones y propuestas del Consejo para la Transparencia, explicó que tienen por objeto garantizar la protección de datos personales conforme a la legalidad vigente, teniendo presente los mejores estándares comparados en la materia.




Señaló que para que la entrega o intercambio de datos sea procedente, se establece una mención al "cumplimiento estricto de normas de derecho interno" y debe ser interpretado conforme a las normas "referidas al tratamiento de datos personales", expresiones que, en todo caso, requieren una mayor densidad normativa, a fin de garantizar los derechos de las personas respecto de las cuales se va a entregar o intercambiar información. Aclaró que las presentes consideraciones se mantiene vigentes aun cuando se apruebe el proyecto que modifica la ley N° 19.628 -recientemente ingresado por el Ejecutivo- toda vez que el artículo 28 de la referida iniciativa legal, permite la transferencia internacional de datos a países que no poseen niveles adecuados de protección cuando ellos se deban transferir para dar cumplimiento a obligaciones adquiridas en tratados o convenios internacionales que hayan sido ratificados por el Estado chileno y que se encuentren vigentes. En este caso, expresó que la Agencia no debe autorizar la transferencia y sólo se exige que se informe previamente de la misma, razón por la cual es esencial que en este proyecto en estudio se consagren, normativamente, los estándares de protección necesarios.




Finalmente, en base a las observaciones ya indicadas, hizo entrega de las siguientes proposiciones de adecuación al proyecto:





“1) Incorpórese al artículo 1 del proyecto de ley, los siguientes incisos 2°, 3°, 4°, 5° y 6°:




“La entrega de datos efectuados por los órganos del Estado de Chile a órganos de Estados extranjeros u órganos de una organización internacional, sólo podrá tener por finalidad la cooperación internacional en el control migratorio. El órgano del Estado respectivo deberá explicitar claramente la finalidad para la cual están siendo entregados los datos, al momento de su trasferencia.




Los datos transferidos sólo podrán ser susceptibles de tratamientos que sean conducentes a la finalidad descrita en el inciso anterior, en el marco de las atribuciones del órgano. Asimismo, el órgano sólo podrá entregar o intercambiar los datos que ha recolectado o almacenado en el ejercicio de sus propias competencias legales.




Los órganos del Estado que transfieran datos personales a Estados extranjeros u organismos internacionales, deberán adoptar todas las medidas de seguridad que sean necesarias, a fin de asegurar que los datos transferidos sólo puedan ser conocidos por las autoridades para fines del control migratorio. Antes de efectuar la transferencia, el órgano que transfiere los datos deberá adoptar los protocolos de seguridad que impidan:




a) Tratamientos no autorizados por la ley;




b) Accesos por quienes no reúnan los perfiles autorizados para tratar los datos;




c) Pérdida, destrucción, adulteración, filtración o daños de los datos; y





d) Que permitan el registro de accesos o de intercambios con los datos de identificación de los usuarios, para efectos de trazabilidad de la información.




Tratándose de datos de niños, niñas y adolescentes, se deberán extremarlas medidas de seguridad al momento de transferirlos a Estados extranjeros u organizaciones internacionales. Asimismo, los tratamientos de estos datos sólo pueden efectuarse atendiendo al interés superior de éstos y el respeto de su autonomía progresiva.




Los órganos del Estado deberán procurar que los datos transferidos no sean almacenados más allá de lo estrictamente necesario para cumplir los fines migratorios de control. Al momento de transferir los datos, los órganos del Estado deberán adoptar los protocolos que garanticen la destrucción de los mismos, una vez cumplida la tarea de control.




2) Reemplácese el artículo 2 del proyecto de ley, por el siguiente:




"Artículo 2.- Intercálase en el artículo 5 del decreto ley N° 2.460, de 1979, ley orgánica de Policía de Investigaciones de Chile, a continuación de la expresión "en lo criminal;" lo siguiente: "prestar la cooperación necesaria en cumplimiento de tratados internacionales ratificados y vigentes en Chile, incluyendo el intercambio de datos personales. Esta cooperación se ajustará a la legislación nacional en la materia, y en ningún caso implicará la entrega de bases de datos nacionales ni el acceso directo a ellas por parte de los órganos de un Estado extranjero o de los órganos de una organización internacional, observando siempre lo dispuesto en la ley N" 19.628, sobre Protección de la Vida Privada, particularmente en lo relativo a la protección de los titulares de datos. El intercambio de datos que efectúe la Policía de Investigaciones de Chile, deberá sujetarse a la regulación y límites dispuesto por el artículo 1" de la Ley que modifica diversos cuerpos legales, para facilitar el intercambio recíproco de información con otros países;".




3) Reemplácese el artículo 3 del proyecto de ley, por el siguiente:




"Artículo 3.- Intercálase en el artículo 3 de la ley N° 18.961, orgánica constitucional de Carabineros de Chile, el siguiente inciso séptimo, nuevo, pasando el actual inciso séptimo a ser octavo:




"Corresponderá a la Institución prestar la cooperación necesaria en cumplimiento de tratados internacionales ratificados y vigentes en Chile, incluyendo el intercambio de datos personales. Esta cooperación se ajustará a la legislación nacional en la materia, y en ningún caso implicará la entrega de bases de datos nacionales ni el acceso directo a ellas por parte de los órganos de un Estado extranjero o de los órganos de una organización internacional, observando siempre lo dispuesto en la ley N° 19.628, sobre Protección de la Vida Privada, particularmente en lo relativo a la protección de los titulares de datos. El intercambio de datos que efectúe Carabineros de Chile, deberá sujetarse a la regulación y límites dispuesto por el artículo 1° de la Ley que modifica diversos cuerpos legales, para facilitar el intercambio recíproco de información con otros países.".




4) Incorpórese al final del artículo 4 del proyecto de ley, lo siguiente:





a) Reemplázase en el numeral 9 la expresión ", y" por un punto final.




b) Intercálase el siguiente numeral 10, nuevo, pasando el actual número 10 a ser 11:




"10. Prestar la cooperación necesaria en cumplimiento de tratados internacionales ratificados y vigentes en Chile, incluyendo el intercambio de datos personales. Esta cooperación se ajustará a la legislación nacional en la materia, y en ningún caso implicará la entrega de bases de datos nacionales ni el acceso directo a ellas por parte de los órganos de un Estado extranjero o de los órganos de una organización internacional, observando siempre lo dispuesto en la ley N° 19.628, sobre Protección de la Vida Privada, particularmente en lo relativo a la protección de los titulares de datos. El intercambio de datos que efectúe el Servicio de Registro Civil e Identificación, deberá sujetarse a la regulación y límites dispuesto por el artículo 1° de la Ley que modifica diversos cuerpos legales, para facilitar el intercambio recíproco de información con otros países".".




Posteriormente, el Asesor Legal de la ONG Datos Protegidos, señor Sebastián Becker, expresó que el objetivo del proyecto es permitir el intercambio de información con los Gobiernos de otros Estados, con quienes se hubiere suscrito acuerdos internacionales, por ejemplo, la Alianza del Pacífico y el Programa Visa Waiver. Añadió que el proyecto parte de la premisa de abordar el fenómeno migratorio y de la importancia de la información para avanzar hacia la libre circulación de bienes, servicios, capitales y personas.




Sin embargo, advirtió que no queda claro si las transferencias que se pretenden regular, por la vía de esta modificación, son para efectos migratorios o comerciales. Precisó que de ser así, no es acorde con los derechos humanos una excepción general de transferencia de datos personales en tratados comerciales, sin análisis de casos particulares que la justifiquen y sin que se establezcan garantías adecuadas frente a los derechos de las personas.




Recalcó que, para la protección de los datos personales, la libre circulación de los mismos es un principio protegido, puesto que la idea de un mundo globalizado es que la información circule bajo circunstancias de control. En su opinión, nuestra legislación muestra poco compromiso con lo señalado, lo que se demuestra en: inexistencia de una autoridad pública de control; ineficacia de la acción de acceso a datos, la cual depende siempre del ejercicio de acciones judiciales con resultados variables; inexistencia de obligación de seguridad en el tratamiento de datos; no establece el principio de proporcionalidad, necesidad y pertinencia; no regula los flujos transfronterizos de datos personales; no existe fiscalización y control de uso de datos personales, por parte de autoridad alguna.




Aclaró que si bien el proyecto de ley presentado por S.E. la Presidenta de la República, el 15 de marzo de 2017, crea una agencia de control, regula los flujos transfronterizos y viene a solucionar varías falencias, no tiene certeza de que finalmente será ley. Además, señaló que el intercambio de datos con fines migratorios tiene, en el derecho comparado, una regulación especial.





Sobre la legalidad en el tratamiento, indicó que dicha modificación viene en reforzar la idea de una autorización legal para el tratamiento de datos cuando ésta no se base en el consentimiento del titular, pero no establece ningún estándar de tratamiento de la información, más que el marco de la ley 19.628, el cual, en su opinión, es bastante bajo.




Recordó que las leyes de protección de datos se aplican en forma supletoria a las regulaciones especiales que puedan existir en la materia específica sobre transferencias de datos en el contexto de migración o cumplimiento de tratados. Así, el Reglamento UE 679/2016, que es la ley general de datos personales para toda Europa, dedica un capítulo especial a las transferencias internacionales y a las de organismos internacionales. Existen normas especiales en el Reglamento sobre el Sistema de Información de Schengen.




Destacó que las normas europeas de protección de datos poseen el estándar más avanzado y exigen como requisito habilitante que las transferencias de datos se realicen en cumplimiento de todas las condiciones de la normativa general (lo que parte de la existencia de una ley general y una autoridad de control) o bien previa suscripción de un instrumento jurídicamente vinculante en cada caso, teniendo como fin asegurar un alto nivel de protección de los datos de las personas físicas.




Agregó que las Directrices de la OCDE, normas que no son vinculantes, también disponen que los países miembros deben garantizar que los flujos de datos deberán ser ininterrumpidos y seguros, estar protegidos contra el acceso no autorizado, la pérdida de datos y hechos similares. Añadió que los países OCDE deben evitar restringir los flujos transfronterizos de datos personales entre éstos y otros países miembros, excepto si éstos últimos no respetan sustancialmente estas Directrices o si la reexportación de esos datos pudiera transgredir su legislación nacional sobre privacidad. Precisó que la OCDE, si bien enfatiza en la libre circulación de información, promueve que ésta debe equilibrarse frente a las necesidades de protección de los datos y de restricciones a su tratamiento, colección y divulgación.




Teniendo presente lo anterior, aseveró que el proyecto en estudio no contempla ninguno de estos estándares.




A continuación, explicó que la excepción del artículo 5°, de la ley 19.628, vigente hoy, respecto a datos transmitidos por organismos internacionales, pugna con la normativa internacional que busca garantizar la protección de los datos en estos contextos, en cuanto exime a este tipo de transferencias guardar la trazabilidad de la información que impone esta norma: es decir situar al receptor, emisor y tipos de datos que se trasmiten. Al respecto, propuso que dicha norma sin duda debiese quedar sin efecto con una nueva legislación sobre datos personales que tenga en el centro a las personas. En el intertanto propuso que el Ejecutivo debería corregir señalando qué tipo de obligaciones son las existentes en estos contextos y no ampliar aún más esta excepción.




Además, sugirió que el Ministerio de Relaciones Exteriores debería tener un rol supervisor, entregado por la ley, para verificar que el acceso a datos no implicará traspaso de bases de datos y el cumplimiento estricto de las normas de derecho interno.




Expresó que el presente proyecto refleja la necesidad urgente de modernizar de nuestra legislación de datos. Aseveró que los datos personales importan en muchos contextos y este es uno de ellos. Por consiguiente, sugirió las siguientes observaciones al proyecto:




1) De acuerdo al cometido del tratado, y ante la carencia de que exista en Chile autoridad de control que supervise la legalidad del tratamiento de datos caso a caso; controle a los organismos participantes y los datos que se compartirán entre sí, y garantice la posibilidad de verificar y comprobar a qué autoridades pueden ser remitidos los datos en estudio y cómo verificar que no existan traspasos. Sugirió que se entreguen esas funciones específicas a Cancillería. Además, las modificaciones en la normativa de las Policías y otros, deben apuntar a establecer responsables de los datos que se intercambian, debido a que no se establecen las funciones y responsabilidades de las personas autorizadas a acceder y tratar los datos.




2) Como no hay normas sobre el tratamiento mismo de esos datos, tanto los soportes, accesos, almacenamiento, usos no autorizados, como de qué forma se garantizan los derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición (ARCO), propuso establecer una regulación específica sobre posibles riesgos en el tratamiento de datos personales. Además de regular sobre mecanismos de implementación de derechos ARCO.




3) Ante la inexistencia de normas sobre la seguridad de datos, pues no se exige ninguna técnica de cifrado en el momento de la transmisión de datos de carácter personal, sugirió establecer una regulación específica sobre mecanismos técnicos de protección de datos personales en las instituciones correspondientes.




4) Fijar límites respecto a datos registrables, respecto al tiempo en que se mantendrán los registros, lo que quedaría de acuerdo a cada tratado que se firme. A modo de ejemplo, en el caso de Schengen, las notas de descripción de denegación de entrada o salida del país tienen un periodo acotado de conservación de tres años, donde el Estado debe justificar o no su mantención. Al respecto, sugirió establecer plazos definidos para mantener registros de datos personales, por ejemplo, de 3 años hasta 5 años, en casos extraordinarios y debidamente justificados.




5) Con relación a los datos personales que revelen el origen racial o étnico, las opiniones políticas, las convicciones religiosas o filosóficas o la pertenencia a sindicatos, así como los datos relativos a la salud o a la sexualidad, propuso crear una prohibición expresa al tratamiento de datos personales sobre información sensible, salvo excepciones establecidas por ley.




Agregó que conocen de la urgencia para aprobar esta ley, por el programa Visa Waiver, de manera que el Gobierno pueda cumplir sus compromisos internacionales derivados del mismo. Añadió que no existe el mismo énfasis para el cumplimiento de los compromisos internacionales derivados de la protección de datos.




Por último, indicó que la aprobación de esta ley no puede hacerse al margen de las consideraciones de datos personales, ni menos a espaldas de las personas, así que valoran profundamente que este Senado escuche a las organizaciones civiles y atienda estos planteamientos.




Enseguida, el encargado de Políticas Públicas de la ONG Derechos Digitales, señor Pablo Viollier, manifestó que la finalidad declarada en el proyecto es "permitir el intercambio recíproco de información relativa a datos personales con otros países con los que existan tratados internacionales ratificados y vigentes", aunque en el mensaje se menciona expresamente la relación con el programa Visa Waiver, de los Estados Unidos.




Recordó que las modificaciones más relevantes del proyecto original recaían en la ley N° 19.628. Sin embargo, a través de una indicación del Ejecutivo, el proyecto abandonó la modificación de la ley N° 19.628 y en su lugar el artículo 1 pasó a establecer que el intercambio de información con otros Estados u organismos internacionales deberá dar cumplimiento estricto a las normas de derecho interno (Ley 19.628) y en ningún caso podrán implicar el traspaso de bases de datos nacionales ni acceso directo a ellas por otros Estados. Añadió que las modificaciones a los otros cuerpos legales sufren enmiendas en el mismo sentido.




Aclaró que, si bien estas modificaciones resultan positivas, el proyecto aún padece de algunas debilidades que pueden implicar una vulneración de las personas en el tratamiento de sus datos personales. En primer lugar, el nivel de protección que establece el proyecto respecto de la información que es intercambiada con otros Estados u organismos internacionales es resultado de una remisión a la ley 19.628, respecto de la cual existe consenso en que consagra un nivel muy bajo de protección de los datos personales, por lo que es necesario que el presente proyecto establezca un estándar superior de protección.




También informó que el proyecto carece de una definición clara de la finalidad que se le debe dar a los datos una vez que han sido "intercambiados". Añadió que dicha finalidad debe ser exclusivamente la señalada en el Mensaje del proyecto: el control migratorio. También postuló que es necesario definir qué tipo de tratamiento en específico habilitaría esta norma, pues "entrega de información" e "intercambio de datos personales" son expresiones indeterminadas. Por último, advirtió que el proyecto no establece estándares técnicos de seguridad para el intercambio de datos, y no establece una protección especial para los datos relativos a niños y adolescentes.




Por lo expresado anteriormente, recomendó que se hagan al presente proyecto las indicaciones pertinentes, de manera de entregar un nivel mayor de protección a los datos personales que el contenido en la ley 19.628 y explicitar la imposibilidad de entregar datos relacionados con delitos e infracciones una vez prescritos o cuya pena ya se haya cumplido.





A continuación, los Honorables Senadores miembros de la Comisión acordaron aprobar en general el proyecto. Sin embargo, recomendaron al Ejecutivo considerar las inquietudes planteadas en el debate, a fin de presentar las indicaciones pertinentes al proyecto.




Puesto en votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Larraín, Letelier y Pizarro.
- - - 

TEXTO DEL PROYECTO





En conformidad con el acuerdo adoptado, la Comisión de Relaciones Exteriores os propone aprobar en general el proyecto de ley en informe en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:





“Artículo 1.- La entrega de información de los órganos del Estado de Chile a órganos de Estados extranjeros y de los órganos del Estado de Chile a órganos de una organización internacional, efectuados en el marco de tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, estará sujeta al cumplimiento estricto de las normas de derecho interno, conforme a las cuales será interpretada, especialmente aquellas referidas al tratamiento de datos personales. Asimismo, la entrega de información en ningún caso implicará el traspaso de bases de datos nacionales ni el acceso directo a ellas por parte de otro Estado, sus organismos u organizaciones internacionales.





Artículo 2.- Intercálase en el artículo 5 del decreto ley N° 2.460, de 1979, ley orgánica de Policía de Investigaciones de Chile, a continuación de la expresión “en lo criminal;” lo siguiente: “prestar la cooperación necesaria en cumplimiento de tratados internacionales ratificados y vigentes en Chile, incluyendo el intercambio de datos personales. Esta cooperación se ajustará a la legislación nacional en la materia, y en ningún caso implicará la entrega de bases de datos nacionales ni el acceso directo a ellas por parte de los órganos de un Estado extranjero o de los órganos de una organización internacional, observando siempre lo dispuesto en la ley N° 19.628, sobre Protección de la Vida Privada, particularmente en lo relativo a la protección de los titulares de datos;”.




Artículo 3.- Intercálase en el artículo 3 de la ley N° 18.961, orgánica constitucional de Carabineros de Chile, el siguiente inciso séptimo, nuevo, pasando el actual inciso séptimo a ser octavo:





“Corresponderá a la Institución prestar la cooperación necesaria en cumplimiento de tratados internacionales ratificados y vigentes en Chile, incluyendo el intercambio de datos personales. Esta cooperación se ajustará a la legislación nacional en la materia, y en ningún caso implicará la entrega de bases de datos nacionales ni el acceso directo a ellas por parte de los órganos de un Estado extranjero o de los órganos de una organización internacional, observando siempre lo dispuesto en la ley N° 19.628, sobre Protección de la Vida Privada, particularmente en lo relativo a la protección de los titulares de datos.”.





Artículo 4.- Modifícase el artículo 4 de la ley N° 19.477, ley orgánica del Servicio de Registro Civil e Identificación, en el siguiente sentido:





a) Reemplázase en el numeral 9 la expresión “, y” por un punto final.





b) Intercálase el siguiente numeral 10, nuevo, pasando el actual número 10 a ser 11:





“10. Prestar la cooperación necesaria en cumplimiento de tratados internacionales ratificados y vigentes en Chile, incluyendo el intercambio de datos personales. Esta cooperación se ajustará a la legislación nacional en la materia, y en ningún caso implicará la entrega de bases de datos nacionales ni el acceso directo a ellas por parte de los órganos de un Estado extranjero o de los órganos de una organización internacional, observando siempre lo dispuesto en la ley N° 19.628, sobre Protección de la Vida Privada, particularmente en lo relativo a la protección de los titulares de datos.”.”.
- - -





Acordado en sesiones celebradas los días 14 y 21 de marzo de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hernán Larraín Fernández (Presidente), Francisco Chahuán Chahuán, Ricardo Lagos Weber, Juan Pablo Letelier Morel y Jorge Pizarro Soto.




Sala de la Comisión, a 21 de marzo de 2017.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario.
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